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Introducción

Jorge Alejandro Vásquez Caicedo
Víctor Hugo Rodríguez Martínez

En el contexto de la vida moderna, los seres humanos nos desarrollamos a través 
de organizaciones, donde resulta fundamental forjar entornos libres de violencia 
que promuevan el respeto a la dignidad, el uso de la razón y la preservación de la 
libertad. Por ello, es necesario reflexionar de manera crítica y asertiva sobre la incor-
poración de criterios éticos y ser conscientes del entorno en que nos desenvol-
vemos, pues es necesario guiarnos por los derechos humanos aplicados a la vida 
formal e institucional.

En ese sentido, Integridad organizacional: Un enfoque desde la ética, el medio 
ambiente y los derechos humanos tiene por objetivo colocar al centro del debate 
académico las nociones esenciales de ética, ambiente y los derechos humanos 
(ddhh) como categorías analíticas clave y transversales en la construcción de orga-
nizaciones, tanto públicas como privadas, íntegras, eficientes y pertinentes, que 
cumplan con sus deberes y funciones jurídicas, políticas y administrativas, con total 
apego a conductas ejemplares; al mismo tiempo, estas deben abonar consciente, 
crítica y voluntariamente a la construcción de sociedades pacíficas, justas, equita-
tivas, libres y sustentables, pues dichas categorías resultan trascendentales para la 
vida colectiva de la población.

Al asumir de manera íntegra que las organizaciones interactúan en entornos 
complejos y que viven procesos tanto endógenos como exógenos que afectan la 
consecución de sus propósitos y que a la vez influyen en la definición de su estructura, 
dimensiones, objetivos y recursos, resulta importante develar las motivaciones éticas 
que entrañan sus prácticas cotidianas y que manifiestan sus integrantes en cada 
acción procedimental jurídico administrativa, sin olvidar que, como señala Jaime 
Rodríguez Alba en “La gestión de integridad como combate a la corrupción” (Revista 
iapem, 2023):

El objetivo fundamental de una ética en las organizaciones es el análisis —no 
puramente descriptivo, sino también prescriptivo— de las prácticas que se dan 
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en el seno de las mismas. Esto es el estudio y tematización del ethos organiza-
cional, con la vista puesta en cómo potenciar prácticas virtuosas y cómo 
desarrollar herramientas concretas y adaptadas a cada situación concreta para 
potenciar que la organización se dirija hacia los bienes internos y fines sociales 
que persigue.

Así pues, instituciones bien diseñadas que potencien una cultura ética son el motor 
del progreso social, económico, político y, sobre todo, humano; por tanto, el 
anclaje de la integridad y el fomento de buenas prácticas son una de las mejores 
maneras de prevenir la corrupción organizacional —como apunta Jaime Rodríguez 
Alba (2023)— y evitar la descomposición, tanto institucional como social.

Por tanto, es relevante entender que la ética aplicada en el ámbito público 
está orientada a la modificación de la praxis de los agentes involucrados en las 
diversas esferas que componen ese ámbito público, a fin de que su labor y respon-
sabilidades ofrezcan servicios de calidad, eficaces, eficientes y conforme a los 
principios éticos que una sociedad democrática espera. En tal sentido, la ética en 
el ámbito público apunta también a generar espacios y comunidades de delibe-
ración moral y ejercitación del juicio decoroso para abordar la conflictividad inhe-
rente a todas las dinámicas organizacionales y políticas, según lo señalado por 
Rodríguez en su tesis doctoral: “Ética aplicada a la gestión pública. Elementos 
programáticos y formativos desde la experiencia argentina” (Universidad Nacional 
de Educación a Distancia, España, 2019).

Resulta fundamental admitir que la sola restricción legal en los actos humanos 
no basta para generar acciones virtuosas; es decir, la amenaza punitiva no es con-
dición suficiente para instaurar una serie de acciones que conduzcan al perfecciona-
miento de las instituciones. Es claro que solo las reglas públicas de conducta no 
bastan para conseguir tal objetivo, se requiere forjar un carácter dispuesto a la 
búsqueda de la virtud en cada integrante de las organizaciones, por ser esta una 
fuente de bondad, bienestar y felicidad, y no solamente porque esté establecida en 
un marco legal. En consecuencia, se requiere fomentar una cultura ética organiza-
cional que se institucionalice y modifique los comportamientos como parte de la 
vida cotidiana, y que propicie que el ethos de la organización esté apegado irrestric-
tamente a principios y valores exigibles no solo por los marcos normativos, sino 
porque se han interiorizado como parte de la política y filosofía institucionales.

Ahora bien, las organizaciones tienen un ethos propio, un conjunto de carac-
terísticas que las definen y reafirman, además de distinguirlas, pero este se delinea 
del acumulado de voluntades de sus integrantes; por tanto, requerimos individuos 
éticos que decidan hacer cosas correctas todo el tiempo de acuerdo con su propio 
desarrollo de consciencia: asumir sus deberes con responsabilidad y promover la 
importancia de la deliberación moral para encontrar el recto proceder; pues, como 
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lo afirma la filósofa Victoria Camps, en su libro El malestar de la vida pública (Gri-
jalbo, 1996): 

el actuar de acuerdo con unos principios morales es una cuestión no sólo de 
deber, sino de querer, de voluntad y no sólo de adhesión teórica a unas normas. 
[…] La conciencia moral existe cuando desaparece la coacción externa. Condu-
cirse moralmente es querer el bien no porque alguien me lo imponga, sino por 
sí mismo. Querer la paz y la concordia sobre la violencia, querer el reparto de 
los bienes básicos sobre la apropiación y acumulación de bienes en manos de unos 
pocos. Y quererlo con todas sus consecuencias, con las privaciones y sacrificios 
que conlleve.

Camps subraya que querer el bien no es tarea sencilla, supone tener “virtud”, y para 
ello se requiere primero tener valor para elegirla y defenderla. Valentía y fortaleza, 
por tanto, fueron las primeras virtudes de los héroes; esto se convirtió después en 
el valor espiritual de cada persona para vencer sus impulsos, autodominarse y diri-
girse así hacia el bien; pero esto —enfatiza Camps— es una cuestión de prioridades, 
de decidir qué debe ser estimado y procurado en primer lugar y así definir el alcance 
de nuestros actos y de lo que le imprimimos a las organizaciones.

Del discernimiento moral al interior de las organizaciones que permite forjar 
entornos éticos y, por tanto, saludables, se debe acentuar el papel de los ddhh, 
puesto que no se puede referir un ambiente provechoso sin que exista una defensa 
irrestricta de la dignidad humana y una férrea batalla por promover y ensalzar sus 
prerrogativas individuales y sociales. Así, en una mirada fugaz, Luis Roniger, en su 
Historia mínima de los derechos humanos en América Latina (El Colegio de México, 
2018), nos centra en cómo pensar los ddhh y asumirlos como los derechos funda-
mentales de las personas, de respeto a su integridad física, dignidad personal y de 
ejercicio social de sus capacidades, condensados en el principio del derecho a la 
vida, a la libertad y a la seguridad de las propias personas.

El mismo Roniger (2018) utiliza la famosa frase acuñada por Hannah Arendt para 
condensar integralmente la perspectiva de los ddhh, al asumir que se trata de reco-
nocer —y salvaguardar— que los seres humanos deben tener “el derecho a tener 
derechos”. La visión de los ddhh como discurso moral y emancipatorio, opuesto a 
estructuras opresivas de poder, discriminatorias y de marginación, apunta a reconocer 
lo sagrado de la vida y la dignidad de los individuos, con lo cual dicha perspectiva pasa 
a codificarse en normas jurídicas, declaraciones, tratados y convenciones internacio-
nales, propiciando que las instituciones, tanto públicas como privadas, asuman e 
interioricen estos postulados como parte de su integridad organizacional.

Así pues, los ddhh son legitimadores en tanto son “exigencias reconocidas por 
el sistema legal de realizar valores básicos”, afirma Luis Villoro (citado por Alberto 
Hernández Baqueiro, en “Ética y derechos humanos” (Hernández Baqueiro, coord., 
Thomson, 2007), lo que implica que esos valores básicos son anteriores a cualquier 



Jorge Alejandro Vásquez Caicedo | Víctor Hugo Rodríguez Martínez

sistema jurídico y político que constituya al Estado; por tanto, comprenden prerro-
gativas individuales en cuanto libertades formales, pero también bienes sociales y 
garantías para la colectividad, así que al hablar de ddhh siempre está presente una 
serie de convicciones éticas mínimas.

Al conjugar pues la serie de convicciones éticas mínimas que encierran las 
libertades individuales junto con garantías sociales, y al constituir integralmente los 
ddhh —como lo señala Hernández Baqueiro (2007)— y, a su vez, al establecer las 
prioridades morales para alcanzar conductas virtuosas —como lo establece Camps 
(2006)—, encontramos que los individuos dentro de las organizaciones, aunque 
procuren maximizar sus beneficios mediante una racionalidad instrumental e indi-
vidualista y muchas veces lineal (especialmente dentro de organizaciones privadas), 
a costa, incluso, del perjuicio social, materializando con ello el egoísmo humano, 
llegarán a un punto en el que sus actitudes egoístas se encontrarán con un conjunto 
de adversidades y escenarios caóticos que imposibiliten la sana convivencia y el 
progreso mismo, y justo en tal contrariedad estarán obligados a mirar en la coope-
ración y la posibilidad ética de realización, tanto individual como colectiva, pues 
justo en la solidaridad, como principio ético, se puede cristalizar el bien social.

Pero la prevalencia de los ddhh y la construcción de instituciones íntegras que 
protejan la dignidad humana y potencien las capacidades de las personas para su 
progreso individual y social queda incompleto cuando no se atiende el vínculo indi-
soluble entre el ser humano y la naturaleza, es decir, cuando la relación simbiótica 
entre personas y su medio ambiente es dañada, alterada o desequilibrada, pues la 
construcción de sociedades justas, sanas, pacíficas, florecedoras y que promuevan 
el bien común transita obligadamente por edificar una relación de armonía entre los 
sistemas socioculturales y los sistemas biofísicos, forjando así las condiciones nece-
sarias para la vida toda.

De tal suerte que las instituciones del Estado, incluyendo leyes, códigos, orga-
nizaciones gubernamentales, entidades de desarrollo, tribunales de justicia, 
etcétera, en conjunto con las instituciones del mercado —empresas privadas, cor-
poraciones financieras multilaterales, banca comercial, agencias laborales, 
etcétera—, están llamadas a forjar desde su ámbito de competencia y alcances 
organizacionales entornos correctamente articulados y mutuamente beneficiosos, 
generando, en síntesis: sistemas socioecológicos armónicamente acoplados, pues, 
como lo enuncia Víctor Hugo Rodríguez Martínez en su tesis doctoral: “Naturaleza, 
resistencia comunitaria y sustentabilidad en el conflicto socioambiental de Jilot-
zingo, Estado de México, 2016-2021” (uaeméx, 2022): 

Los sistemas socioecológicos armónicamente acoplados permiten a todo ser vivo 
satisfacer integralmente sus necesidades, además de que, a las sociedades 
humanas les permitiría generar justicia ambiental y social, así como equidad 
económica, es entonces que, a un aprendizaje sociocultural adaptativo al sistema 
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natural, con todas las acciones que ello conlleve, le podemos denominar: sociedad 
sustentable.

Con base en todo lo anterior, y a través de la mirada de los especialistas que parti-
cipan en este ejercicio de investigación, es posible comprender el proceder de 
varias de nuestras instituciones sociales destinadas a generar estabilidad, convi-
vencia sana, paz, tranquilidad, progreso, unidad, felicidad, e, incluso y de manera 
muy especial, garantizar el respeto a la dignidad humana; así, nuestras leyes, los 
aparatos de impartición de justicia, los procesos económicos, la administración 
pública y sus enfoques de gestión, y hasta el Estado mismo, están llamados y obli-
gados a observar irrestrictamente una serie de principios y valores éticos que enal-
tezcan la condición humana en vínculo armonioso con su entorno ambiental, cul-
tural, político y social, tanto a nivel local como global. Solo mediante la interiorización 
y aplicación de instrumentos éticos se forjarán instituciones íntegras.

Comprender estas categorías analíticas clave para la vida pública: “ética, 
ambiente y derechos humanos”, desde la investigación social y áreas relacionadas, 
como el derecho, la sociología, las ciencias ambientales, económicas y administra-
tivas es como obtendremos una mejor explicación de su impacto en la vida de las 
personas y conoceremos a detalle sus procesos técnicos, su filosofía organizacional, 
sus retos y oportunidades de mejora, así como sus directrices éticas. Es por ello que 
este trabajo se inserta desde una mirada colectiva y profunda para desentrañar el 
espíritu institucional y exponer el ethos de su actuar cotidiano.

Así, el primer capítulo de este libro refiere un análisis de la reforma constitu-
cional al Poder Judicial federal en México, promovida ante el Congreso de la Unión 
el 5 de febrero de 2024, lo que explora la posibilidad de que con su aprobación el 15 
de septiembre de 2024, y tras diversos juicios de amparo, implicará la posibilidad de 
violación a derechos humanos, lo cual está enfocado a la relación que ello guarda 
con la ética y el derecho constitucional.

El siguiente capítulo es referente a la descomposición de la crisis ambiental en 
Argentina y México; se proponen la educación ambiental y la ética del cuidado 
como herramientas alternativas para superar modelos insostenibles; además, se 
analiza la interrelación entre los sistemas naturales y sociales, a fin de abordar de 
manera integral los conflictos ambientales.

El tercer capítulo es un estudio sobre el comportamiento racional y ético del 
sistema económico mercantil desde la perspectiva de una dinámica no lineal que, a 
su vez, bajo ciertas circunstancias, es capaz de desencadenar conductas antiéticas 
e irracionales que terminan por influir en los agentes económicos, lo cual provoca 
que el equilibrio productivo y mercantil puedan asumir un carácter errático, azaroso 
y caótico, contrariando valores esenciales y sustantivos, como la ética, la moral, la 
conciencia y la racionalidad.
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Posteriormente, se presenta una crítica a la violencia de género y a los femini-
cidios en México a partir de la figura mítica de la Hidra de Lerna; se propone un 
esquema de cuatro cabezas, donde el “narcoestado”, la masculinización del Estado, 
la construcción cultural de la violencia y el propio Estado se interrelacionan, perpe-
tuando el ciclo de violencia contra las mujeres.

Después, se explora el fortalecimiento de la administración por resultados 
desde el marco de la ética pública, con el propósito de establecer formas de gestión 
gubernamental orientadas a construir instituciones eficientes; es decir, un sistema 
que procure resultados coherentes con los valores de una sociedad democrática.

Para finalizar, se ofrece una interpretación del nuevo Poder Judicial mexicano 
como un paradigma organizacional en el que los titulares encargados de impartir 
justicia evolucionan hacia una nueva realidad; en este sentido, se considera nece-
sario estudiar el comportamiento de los servidores públicos judiciales respecto de 
la operación de impartición de justicia, en relación con la ética y la corrupción.

En definitiva, mediante el presente trayecto investigativo se presentan 
reflexiones teórico conceptuales y se describen marcos y modelos jurídico procedi-
mentales; además, y especialmente, se discute sobre motivaciones éticas o egoístas 
llevadas a la práctica cotidiana de las instituciones, lo que devela inconsistencias 
administrativas, procederes legales erráticos, intereses particulares sobrepuestos al 
bienestar general, conductas trasgresoras, por señalar algunas, lo cual trae como 
resultado gestiones antiéticas y, por ende, corrupción institucional. A su vez, se 
resalta la construcción de procesos de aprovechamiento colectivo, es decir, acciones 
que permiten reafirmar los DDHH, la cultura ética y una relación de armonía con el 
entorno, para establecer así consignas de una vida digna, en el marco de institu-
ciones íntegras que promueven sociedades pacíficas, florecedoras y respetuosas 
siempre de su medio ambiente.



 15 

Ética, derechos humanos  
y derecho constitucional  

a propósito de la reforma al 
Poder Judicial federal en México

Rodolfo Rafael Elizalde Castañeda* 

Introducción

El objeto a analizar es la relación que guardan la ética, los derechos humanos y el 
derecho constitucional a propósito de la reforma constitucional al Poder Judicial de 
la Federación (pjf) en México, que promovió el expresidente Andrés Manuel López 
Obrador ante el Congreso mexicano el 5 de febrero de 2024. Modificación que fue 
aprobada por el poder de reforma1 y publicada en el Diario Oficial de la Federación 
(dof) el 15 de septiembre de 2024. Sobre todo, porque algunas juezas y jueces, 
magistradas y magistrados, ministras y ministros del PJF, mediante la tramitación de 
diversos juicios de amparo, se opusieron a dicha reforma, argumentando, entre 
otros aspectos, que violaban sus derechos humanos. Esto a pesar de que la propia 
Ley de Amparo en vigor establece en su artículo 61, fracción I, la improcedencia de 
dicho juicio contra adiciones o reformas constitucionales. En ese mismo tenor, el 31 
de octubre de 2024 se publicó en el dof la reforma constitucional en materia de 
inimpugnabilidad de las adiciones o reformas a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (cpeum).

*  Universidad Autónoma del Estado de México, Facultad de Derecho. Correo electrónico: rrelizaldec@
uaemex.mx
1   Desde hace varios años se ha debatido en la doctrina constitucional la denominación del poder que 
tiene la facultad para reformar la Constitución; esto es, si se llama poder constituyente permanente, poder 
constituido o poder de reforma. Como es lógico, al respecto, existen varios autores que adoptan una 
postura u otra; por ejemplo, Felipe Tena Ramírez (1981, p. 46), en su obra Derecho constitucional mexicano, 
se inclina por poder constituyente permanente; también, este autor señala que suele recibir el nombre de 
constituyente derivado o instituido, para diferenciarlo del constituyente originario. 
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Justificación del tema

Este trabajo consiste en entender desde la ética, los derechos humanos y el derecho 
constitucional la actuación de algunas juezas y jueces, magistradas y magistrados, 
ministras y ministros integrantes del pjf que se opusieron a la mencionada reforma, 
a través de la figura jurídica del juicio de amparo. 

Hay que decir que la ética, en especial la ética judicial, juega un papel coyuntural 
en el ejercicio diario de los servidores públicos que administran la justicia; por ello, 
desde hace varios años se han elaborado sendos códigos de ética, tanto internacio-
nales como nacionales, que rigen su conducta en el ejercicio de sus respectivos 
cargos, como los Principios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatura 
(1985), el Estatuto Universal del Juez2 (2001), el Código Iberoamericano de Ética 
Judicial (2006), y el Código de Ética Judicial de la Asociación Nacional de Magistrados 
de Circuito y Jueces de Distrito del Poder Judicial de la Federación (2022). 

Por lo que se refiere a los derechos humanos, como todos los derechos subje-
tivos, no son derechos absolutos que se ejercitan sin ninguna limitación, al contrario, 
son, por esencia, limitados.3 Lo anterior es el caso de la ley reglamentaria de los 
artículos 103 y 107 de la cpeum, vigente desde el 3 de abril de 2013, que en su artículo 
61, fracción I, establece la improcedencia del juicio de amparo contra adiciones o 
reformas constitucionales. En consonancia con esta disposición legal, Rubén 
Sánchez Gil, en su trabajo: “La improcedencia del juicio de amparo” (2017), así 
como la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la obra: La improcedencia de la 
acción de amparo(2017), han enfatizado sobre este mismo tema. Además, el 31 de 
octubre de 2024 se publicó en el dof la citada reforma constitucional en materia 
de inimpugnabilidad de las adiciones o reformas a la cpeum.

Otro aspecto que se debe destacar es que los referidos funcionarios judiciales, 
antes de asumir sus respectivos cargos, rinden protesta constitucional para desem-
peñar leal y patrióticamente el cargo conferido, así como para guardar y hacer 
guardar la cpeum y las leyes que emanen de ella, mirando en todo por el bien y la 
prosperidad de la Unión (cpeum, 1917, Art. 97).

De lo expuesto, se observa un conflicto entre la postura de los mencionados 
servidores públicos del Poder Judicial con la ética, la teoría de los derechos humanos 
y la teoría constitucional, lo que justifica este ejercicio de análisis que se realizará con 
fuentes históricas. Nos guiaremos, para tratar de dilucidar este conflicto, en las ideas 

2   El texto de este Estatuto fue aprobado por unanimidad de los presentes en la reunión del Consejo 
Central de la Unión Internacional de Magistrados en Taipei (Taiwán) el 17 de noviembre de 1999. 
3   Pero existen límites internos y externos; estos últimos se dividen en dos, expresos e implícitos. Un 
ejemplo de los límites expresos es cuando en la propia Constitución se establece esa limitación. Véase 
Rodríguez, Octavio (2021). “Restricción y limitación de derechos humanos en México”, en Ramírez, Hugo 
y Soberanes, José María (Coords.). El artículo 1º constitucional. Una teoría de los derechos humanos. unam, 
México: 79-112.
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de los siguientes filósofos y jurisconsultos: Aristóteles (384-322 a. C.) (1959, 1988), 
Thomas Hobbes (1588-1679) (1651), John Locke (1632-1704) (1690), Juan Jacobo 
Rousseau (1712-1778) (1975), Carlos Luis de Secondat, barón de Montesquieu (1689-
1755) (2013). Por lo que se refiere a la época contemporánea, nos basaremos en 
algunas de las ideas expuestas por diversos autores constitucionalistas mexicanos, 
como Felipe Tena Ramírez (1981), Emilio Rabasa (1968, 1988), Héctor Fix-Zamudio 
(1998, 1999, 2013), Héctor Fix-Fierro (2015, 2024), Diego Valadés y Miguel Carbonell 
(2006), Diego Valadés (2001, 2006, 2013) y Pedro Salazar (2013).

Se propone la siguiente hipótesis: la postura de algunas juezas y jueces, magis-
tradas y magistrados, ministras y ministros, integrantes del pjf en México, respecto 
a su oposición a la reforma constitucional del pjf, publicada en el dof el 15 de sep-
tiembre de 2024, atenta contra los principios éticos, los derechos humanos y el 
derecho constitucional.

La pregunta que guiará esta investigación es: ¿las juezas y jueces, magistradas 
y magistrados, ministras y ministros, integrantes del Poder Judicial Federal en 
México que se han opuesto a la reforma constitucional en relación con este Poder, 
publicada en el dof el 15 de septiembre de 2024, atenta contra los principios éticos, 
los derechos humanos y el derecho constitucional?

Sin embargo, como los principios éticos, los derechos humanos y la teoría 
constitucional son muy abundantes, y debido al reducido espacio que nos permite 
elaborar un trabajo de esta naturaleza, se propone delimitar el presente capítulo al 
tema de la incompetencia de los juzgadores en materia de amparo. Así, este estudio 
se abordará desde la ética judicial, la teoría liberal de los derechos fundamentales, 
así como desde la teoría constitucional. La metodología que se empleará en este 
ejercicio académico es el método histórico, documental, dogmático constitucional, 
dogmático legal, analítico, sintético y deductivo.

Ética, derechos humanos y derecho constitucional 
en relación con la reforma al Poder Judicial federal 

en México, publicada el 15 de septiembre de 2024

Hay una relación muy estrecha entre la ética, los derechos humanos y el derecho 
constitucional con la teoría del Estado y, concretamente, con el estado de 
derecho, debido a que tienen orígenes comunes. Efectivamente, el surgimiento 
del Estado, que es objeto de estudio de la teoría del Estado, camina histórica-
mente en forma paralela con el surgimiento del estado de derecho y este, a su vez, 
con el tema de los derechos humanos, la democracia y la división del poder, como 
características del constitucionalismo moderno, hasta llegar al constitucionalismo 
contemporáneo. En otras palabras, iniciando desde el surgimiento del Estado liberal 
hasta llegar al Estado social y democrático de derecho (Witker, 2016, pp. 29-43). A 
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continuación, profundizaremos sobre la ética judicial, los derechos humanos y el 
derecho constitucional.

Ética judicial

En su libro Ética para gobernar. Lecciones básicas para un gobierno justo, Óscar Diego 
Bautista (2013, p. 26) refiere que la ética: 

es la disciplina del conocimiento que tiene por objeto el estudio de los distintos 
caracteres, hábitos, costumbres y actitudes del ser humano, clasificándolas en 
buenas (honestidad, veracidad, prudencia), o malas (codicia, mentira, injusticia), 
debidas o indebidas, convenientes o nocivas para el ser humano, enseñando 
cuáles son aquellas acciones dignas de imitar.

Se desprende de esta definición que, al lado contrario de la honestidad y veracidad, 
se encuentra la mentira y la injusticia. Más adelante se profundiza sobre estos 
aspectos. Ahora se puede decir que, desde hace varios años, con la participación de 
la Organización de las Naciones Unidas (onu), se han elaborado una serie de ins-
trumentos internacionales sobre ética judicial para orientar la conducta de los 
funcionarios del Poder Judicial de los países que pertenecen a dicha institución. 
Entre estos instrumentos se encuentran:

a)	 Los Principios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatura, apro-
bados por la onu el 6 de febrero de 1985. 

b)	 Los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial, aprobados igual-
mente por la onu en 2006, que son complementarios de los referidos 
Principios.

c)	 Código Iberoamericano de Ética Judicial, aprobado el 22 de junio de 2006 
en Santo Domingo, República Dominicana.

Por lo que se refiere a México, existe el Código de Ética Judicial de la Asociación 
Nacional de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito del Poder Judicial de la 
Federación, aprobado por la Asamblea General Ordinaria el 3 de enero de 2022.4 

4   Pero, hace varios años estuvo vigente el Código de Ética de la Federación, aprobado por los Plenos de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el Consejo de la Judicatura Federal y por la Sala Superior 
del Tribunal Federal Electoral del Poder Judicial de la Federación en agosto de 2004. Más adelante, en 
noviembre de 2006, fue revisado, lo que culminó con la aprobación del Código Nacional Mexicano de 
Ética Judicial, aprobado el 11 de noviembre de 2010 en la Quinta Asamblea Ordinaria de la Asociación 
Mexicana de Impartidores de Justicia (amij).
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Una mirada rápida de estos instrumentos permite observar que los citados 
Principios Básicos, al aludir a la independencia judicial, destacan, en el numeral 3, la 
competencia como requisito sine qua non para que los juzgadores conozcan de un 
asunto. A este respecto, se precisa que la autoridad judicial, para decidir un asunto 
que le haya sido sometido, lo primero que hará es verificar si este está dentro de la 
competencia que la ley le otorga. Por su parte, en los Principios de Bangalore, 
numeral 2, se establece que estos son complementarios de los citados Principios 
Básicos de las Naciones Unidas. 

Por otra parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (pidcp), 
adoptado por México en 1981 y publicado en el dof el 20 de mayo de ese mismo 
año, establece en el artículo 14 que: “toda persona tendrá derecho a ser oída por un 
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley”. Asimismo, 
se señala que los Principios de Bangalore contienen los “estándares de la conducta 
ética de los jueces”, que regularán su conducta judicial. Por otro lado, estos mismos 
Principios, en el valor número 6, reiteran que: “La competencia y la diligencia son 
requisitos previos para desempeñar debidamente las funciones jurisdiccionales 
(pidcp, 1981).”

Por lo que se refiere al citado Código Iberoamericano de Ética Judicial (2006), 
en el numeral iv, alude a la competencia del juzgador para resolver el caso jurídico. 
En lo relativo al mencionado Código de Ética Judicial de la Asociación Nacional de 
Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito del Poder Judicial de la Federación 
(2022) se dispone dentro del Título i, de los valores del servicio público de adminis-
tración de justicia, capítulo único, precisamente en su numeral 1.1., que asumen el 
respeto a los derechos humanos en el ámbito de sus competencias y atribuciones 
que garantizan, promueven y protegen en atención a los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

Derechos humanos

Históricamente existe una simbiosis entre la ética, los derechos humanos y el 
derecho constitucional, como se desprende de la siguiente definición de los 
derechos humanos: 

son derechos inherentes a todas las personas. Definen las relaciones entre los 
individuos y las estructuras del poder, especialmente el Estado. Delimitan el poder 
del Estado y, al mismo tiempo, exigen que el Estado adopte medidas positivas 
que garanticen condiciones en las que todas las personas puedan disfrutar de sus 
derechos humanos (cndh / inehrm, 2015, p. 19).
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En el caso de México, si hablamos de derechos humanos, es menester tener pre-
sente el decreto sobre la reforma constitucional publicada el 10 de junio de 2011 y la 
reforma constitucional publicada el 6 de junio del mismo año en materia de amparo.

En relación con la reforma de derechos humanos, por primera vez en la historia 
se cambiaría la denominación de garantías individuales, que proviene desde los orí-
genes de la cpeum del 5 de febrero de 1917. Pero, lo más destacable con dicho 
cambio es que ahora se pone en el centro de la vida constitucional la dignidad de la 
persona; también se incorporan los derechos humanos internacionales como 
derechos constitucionales, es decir, la tutela de estos derechos trasciende del plano 
local al plano internacional; igualmente, se adopta el principio pro persona, que 
significa que, tratándose de la violación de derechos humanos, todas las autoridades 
se guiarían por este principio al momento de aplicar la norma o la interpretación 
más favorable que beneficie a la persona; también se asume el compromiso por 
parte del Estado de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
(Fix-Zamudio, 2013). Por la relevancia de esta reforma, se transcribe el artículo 1 de 
la cpeum de 1917, en sus tres primeros párrafos:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su pro-
tección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y 
bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad 
con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favore-
ciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresi-
vidad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar 
las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Con estos cambios, surge un vínculo de fortalecimiento de los derechos humanos 
internos para protegerlos y tutelarlos internacionalmente en forma directa con la 
propia onu y con el Sistema Interamericano de los Derechos Humanos (sidh), a través 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (comisiónidh) y la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos (corteidh).

En relación con la citada reforma constitucional en materia de amparo, se refor-
maron, entre otros, los artículos 103 y 107 de la cpeum, que desde que nace el 
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Código Supremo de 1917 es la institución más protectora de los derechos humanos 
ante los tribunales federales de México. La institución jurídica del juicio de amparo 
tiene su antecedente nacional en el Acta Constitutiva y de Reformas de 1847, que 
restableció la vigencia de la Constitución Federal de 1824. Efectivamente, dicha 
Acta dispuso en su artículo 25 que: 

Los tribunales de la Federación ampararán a cualquiera (sic) habitante de la 
República en el ejercicio y conservación de los derechos que le conceda esta 
Constitución y las leyes constitucionales contra todo ataque de los poderes 
legislativo y ejecutivo ya de la Federación, ya de los Estados, limitándose dichos 
tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre el que verse el 
proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o del acto que 
lo motivare.

Pero, fue hasta la cpeum del 5 de febrero de 1857 que la figura del juicio de amparo 
se incorporaría al artículo 101, el cual a la letra decía: 

Los tribunales de la federación resolverán toda controversia que se suscite:
I. Por leyes o actos de cualquiera autoridad que violen las garantías individuales.
II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía 
de los Estados.
III. Por las leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan la esfera de la 
autoridad federal.

Este artículo 101 pasó casi textualmente al artículo 103 de la Constitución federal 
del 5 de febrero de 1917. Es decir, continuó utilizando la terminología de las garantías 
individuales. Posteriormente, con motivo de la precitada reforma del 6 de junio de 
2011, la nueva terminología es de los derechos humanos, para quedar en conso-
nancia con la precitada reforma del 10 de junio, en el artículo 1º igualmente citado 
del mismo ordenamiento constitucional. Por su trascendencia, se transcribe a 
continuación el mencionado artículo 103: 

Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:
I. Por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos 
humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por esta 
Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte;
II. Por normas generales o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan 
la soberanía de los Estados o la autonomía de la Ciudad de México, y
III. Por normas generales o actos de las autoridades de las entidades federativas 
que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal.
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Como se observa, las referidas reformas constitucionales del 6 y 10 de junio de 
2011 provocaron un cambio profundo en la concepción de los ahora denominados 
derechos humanos y en nuestro juicio de amparo; lo que impactará, igualmente, 
al derecho constitucional mexicano, como se verá a continuación.

Derecho constitucional

Desde el 5 de febrero de 2017, la cpeum de 1917 cumplió 100 años, lo que la convierte 
en uno de los documentos políticos más longevos del mundo, pero, ¿cuál es el signi-
ficado de la Constitución? Se debe mencionar que existen tantos conceptos de 
constitución como autores hay de derecho constitucional. Sin embargo, la mayoría 
de dichos autores coinciden en que la constitución es la razón de ser del Estado, 
establece su estructura, sus actividades, sus atribuciones (De la Cueva, 2014, pp. 
670-671); o, como dice Pablo Luis Manili (2011, p. 696), desde el punto de vista del 
derecho internacional público, la constitución se define como: “el instrumento 
jurídico político que da origen a un Estado. La Constitución es lo que diferencia a un 
pueblo de un Estado y lo que otorga a aquél su partida de nacimiento como Estado, 
ya que es la que lo organiza políticamente”.

Por su parte, Emilio Rabasa, en su trabajo titulado “La Constitución como 
paradigma. Equilibrio de poderes”, refiere que la Carta Fundamental constituye un 
paradigma, un modelo que, siguiendo las enseñanzas del jurista alemán Hans Kelsen, 
“es el basamento sobre el cual se edifican todas las leyes, reglamentos y, en general, 
todos los actos de ejecución” (1988, p. 509). Agrega Rabasa que por eso se les conoce 
como anticonstitucional a todos aquellos actos y normas que van en contra de la 
ley máxima. Además, refiere que a lo largo de la vida histórica constitucional de 
México se han tomado varias decisiones políticas fundamentales, entre las que se 
encuentran los derechos humanos (denominados aquí derechos del hombre) y el 
nacimiento del juicio de amparo para defensa de estos, ambos en la citada Consti-
tución federal del 5 de febrero de 1857 (artículos 1-29 y 101-102). 

Otras decisiones políticas fundamentales o principios surgidos desde el Acta 
Constitutiva de la Federación del 31 de enero de 1824 (Artículos 3º y 9º), y de la 
primera Constitución federal del 4 de octubre de este mismo año (artículo 6º), lo 
constituyen la soberanía popular y la división de poderes en Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, con la intención de establecer los pesos y contrapesos de que habla Mon-
tesquieu en su libro Espíritu de las Leyes (2013), sobre todo para lograr un equilibrio 
del poder. Todas nuestras constituciones han consignado también estos dos prin-
cipios (Constitución Política de la República Mexicana, 1857: arts. 30 y 50).

No obstante, Rabasa refiere que, por lo que hace al principio de división de 
poderes, que tiene sus orígenes en las constituciones del siglo xviii, “escasamente o 
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nunca se ha cumplido en nuestro país” (Rabasa, 1988, p. 511). En este sentido, resaltan 
los ejemplos de las presidencias de Benito Juárez y Porfirio Díaz (Rabasa, 1968). 

Pedro Salazar, en su trabajo sobre “El nuevo constitucionalismo latinoamericano 
(una perspectiva crítica)” (2013), alude a la definición de constitución, contenida en 
el artículo 16 de la Declaración Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciu-
dadano de 1789, comentando que esta sigue vigente cuando dice: “existe una 
constitución cuando los derechos están protegidos y los poderes divididos” 
(Salazar, 2013, p. 345), definición acorde con la teoría del constitucionalismo 
moderno. El autor agrega que la mayoría de los ordenamientos jurídicos contem-
poráneos recogen los derechos personales, políticos y sociales, de ahí el nombre 
de “Estado social y democrático de derecho”. Continúa diciendo que, como otra 
condición de este modelo de Estado se encuentra la garantía de esos derechos, 
que incluye la división del poder. Es decir, como menciona Salazar, el “modelo 
democrático constitucional” (Salazar, 2013, p. 347) alcanza su desarrollo después de 
la Segunda Guerra Mundial.

Héctor Fix-Fierro (2015), en su trabajo: “Hacia el centenario de la Constitución 
mexicana de 1917. Una reflexión a propósito de reformas, textos, modelos y cul-
turas tradicionales”, da cuenta que la Constitución mexicana, que está catalogada 
como una constitución rígida, ha pasado por cientos de reformas que la hacen 
parecer otra muy diferente al texto original, refiriendo las reformas por periodo de 
gobierno sexenal y comprendiendo los más diversos temas, derechos fundamen-
tales, justicia penal, justicia agraria, justicia electoral, justicia para menores, justicia 
constitucional, transparencia, creación de organismos constitucionales autónomos, 
reestructuración de la scjn, creación del Consejo de la Judicatura Federal, etc. 
(Fix-Fierro, 2015, pp. 633-732). Derivado de todas esas reformas, refiere el autor 
citado que la Constitución de 1917 adoptó tres modelos de Estado: “liberal”, 
“central” y “social”, el primero bajo la influencia de la Constitución de 1857, el 
segundo bajo la influencia de Porfirio Díaz, y el tercero bajo la influencia de la 
Constitución de 1917; lo que ha permitido, en sus palabras, “la flexibilidad y adap-
tabilidad” de la Carta Fundamental, lo que ha hecho innecesario un nuevo texto 
constitucional (Fix-Fierro, 2015, p. 698).

En palabras del constitucionalista Diego Valadés (2013), en su trabajo La Cons-
titución reformadora: “la Constitución, eje de la vida institucional, se encuentra en 
una fase de decadencia”. Y agrega que: “la Constitución de hoy ya no es la de 1917. 
De los 136 artículos que la componen, sólo 22 no han sido modificados”; “la Consti-
tución está desfigurada”. Por todo ello, Valadés proponía reordenarla, pero sin tocar 
los principios fundamentales, con base en el artículo 39 de la cpeum, que otorga al 
pueblo “el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno” 
(Valadés, 2013, pp. 23, 28 y 29).
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Reforma al Poder Judicial federal en México

Leticia Vita, en su trabajo “La noción de principios jurídicos en Hermann Heller y 
su relevancia para la teoría constitucional” (2021), se refiere a la discusión teórico-
metodológica que se dio en la república de Weimar, donde surge un nuevo 
esplendor de la ciencia jurídica gracias a los debates entre positivistas y antipositi-
vistas; agrega esta autora que la justicia de ese entonces, en manos de la monarquía 
y conservadores, “hizo todo lo posible para frenar una legislación de corte social y 
una Constitución con un novedoso contenido de corte social como la de 1919” 
(Vita, 2021, pp. 98 y 99).

Ahora bien, si se parafrasea esa idea, la precitada reforma constitucional al 
Poder Judicial fue publicada en México el 15 de septiembre de 2024 —el expresidente 
Andrés Manuel López Obrador la presentó con sus iniciativas de reformas constitu-
cionales desde el 5 de febrero de ese mismo año—; posteriormente, en junio, ini-
ciaron diferentes foros, donde participaron diversos grupos sociales, económicos, 
académicos y políticos de la sociedad mexicana en diversos estados de la república, 
incluyendo los integrantes del propio pjf. Buena parte de estos últimos manifes-
taron su desacuerdo y oposición a dicha reforma; esta actitud recuerda la postura 
de la monarquía y de los conservadores frente a la Constitución de Weimar, aunque 
la iniciativa de reforma al Poder Judicial no estaba centrada en el contenido de 
corte social, sino en la elección de juezas y jueces, magistradas y magistrados, y 
ministras y ministros. 

Aquí es donde se presenta el problema que planteamos, pues, como se men-
cionó en el inicio de este ejercicio académico, una gran parte de los integrantes del 
pjf referidos promovieron varias demandas de amparo, a pesar de que el precitado 
artículo 61, fracción I, de la mencionada y vigente Ley de Amparo de 2013 establecía 
su improcedencia (Sánchez, 2017; scjn, 2017).

Como se ha referido anteriormente, desde el 31 de octubre de 2024 se aprobó 
y publicó en el dof una nueva reforma constitucional en materia de inimpugnabi-
lidad de las adiciones o reformas a la cpeum. En esta, se adiciona un quinto párrafo 
al artículo 105, para quedar de la siguiente manera: “Son improcedentes las contro-
versias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto 
controvertir las adiciones o reformas a esta Constitución.” Además, se reforma el 
primer párrafo de la fracción ii del artículo 107 de la cpeum, como se refiere a 
continuación:

II. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de 
personas quejosas que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlas y prote-
gerlas, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda. Tratándose 
de juicios de amparo que resuelvan la inconstitucionalidad de normas generales, 
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en ningún caso las sentencias que se dicten fijarán efectos generales. No pro-
cederá el juicio de amparo contra adiciones o reformas a esta Constitución 
(Decreto…, 2024) (las negritas son nuestras).

Además, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) resolvió —
desde el 18 de noviembre de 2024— que, por tratarse de un mandato contenido en 
la Constitución, ninguna autoridad estaba facultada para suspender el proceso de 
reforma judicial.

Tradicionalmente, el tema de la delimitación del poder del Estado está vinculado 
al Estado de derecho que, desde los padres del contrato social, en especial John 
Locke en 1690 y después Montesquieu en 1748, la ley se encargaría del control de los 
órganos del poder, pero también, en opinión de Diego Valadés (2006, p. 174), la 
comunidad política queda sujeta a ella.

A continuación se hará un breve recorrido por algunas de las obras que dieron 
origen al constitucionalismo y los derechos humanos; en este sentido, se destaca la 
influencia de los siguientes filósofos: Aristóteles, en su obra La Política (pp. 330-333), 
en el libro cuarto, refiere que el fin último de la asociación política del Estado, del 
gobierno, es la felicidad y el bien común de los hombres. 

Igualmente, el citado John Locke, en su obra Segundo tratado sobre el Gobierno 
Civil (1690), en ese mismo sentido afirma que uno de los fines del poder político es 
lograr el bien común, a través de un pacto social voluntario que es el sustento del 
Estado, del gobierno, encargado de garantizar la protección de los derechos de 
libertad, igualdad y propiedad; asimismo, el gobierno estaría formado por un poder 
dividido en: poder legislativo, encargado de hacer las leyes; poder ejecutivo, 
encargado de ejecutar las leyes; y poder federativo, encargado de la seguridad 
(Locke, 1690, pp.: 9, 123-128, 143-146). 

Juan Jacobo Rousseau, en su obra El contrato social (1762), también coincide 
cuando refiere que el fin principal de cada Estado es el bien común, así como el fin de 
toda legislación es el bien de todos; ambas situaciones repercuten en la libertad y en 
la igualdad de todos los integrantes del pacto social (Rousseau, 1975, pp. 14 y 28).

En este contexto, también se debe tener presente la obra de Montesquieu, El 
espíritu de las leyes (1748). Este autor señala que la felicidad de la nación descansa 
en las leyes, en el bien común (Libro xxvi, Capítulo xxiii). Asimismo, en el Libro xi, 
“De las leyes que forman la libertad política en sus relaciones con la Constitución”, 
concretamente en el capítulo vi, referente a la Constitución de Inglaterra; Montes-
quieu aborda el tema de la división del poder en poder legislativo (dictar leyes), 
poder ejecutivo (ejecutar las resoluciones públicas), poder judicial (juzgar los delitos 
o pleitos entre particulares), pero hace hincapié en que ninguna persona, asamblea o 
corporación debe ejercer los tres poderes. Expresamente señala:



Rodolfo Rafael Elizalde Castañeda 

No hay libertad si el poder de juzgar no está bien deslindado del poder legis-
lativo y del poder ejecutivo. Si no está separado del poder legislativo, se podría 
disponer arbitrariamente de la libertad y la vida de los ciudadanos; como que el 
juez sería legislador. Si no está separado del poder ejecutivo, el juez tendría la 
fuerza de un opresor (Montesquieu, 2013, p. 146).

Cabe destacar que el propio Montesquieu (2013, p. 147) manifiesta su asentimiento 
de que el poder judicial debe ser ejercido por “personas salidas de la masa popular, 
periódica y alternativamente designadas”. 

Pero, ¿cuál es la relación que guarda la reforma de referencia con la ética, los 
derechos humanos y el derecho constitucional? Acudiremos igualmente a Aristó-
teles, con su obra Ética a Nicómaco, quien indica que todas las acciones del ser 
humano deben ser dirigidas a alcanzar su felicidad.5

Ahora bien, el tema de la competencia en este trabajo forma parte central del 
problema a investigar puesto que, desde el objetivo señalado, y más aún desde el 
planteamiento del problema, se especificó que precisamente el punto nodal era que 
varios integrantes del pjf —juezas y jueces, magistradas y magistrados— promo-
vieron y conocieron diversos juicios de amparo contra la reforma al Poder Judicial, 
publicada el 15 de septiembre de 2024, a pesar de que la ley de amparo de 2013 
establecía la improcedencia de dicho juicio tratándose de adiciones y reformas a la 
Constitución. 

Derivado de lo antes expuesto, es necesario acudir a la teoría general del 
proceso, así como al derecho procesal constitucional para tratar de explicar esa 
terminología. Para lo anterior, se ha revisado el trabajo del jurista José Ma. Serna de 
la Garza, “Ámbitos competenciales”, quien señala que este concepto se refiere a las 
facultades o atribuciones que tienen los órganos del Estado para la atención de sus 
respectivas funciones con el fin de realizar determinados actos jurídicos (Serna, 
2014, p. 52). En otras palabras, “el conjunto de atribuciones de cada órgano con-
forma su ámbito de competencias”. Así, en el Estado constitucional y democrático 
de derecho corresponde al derecho constitucional establecer las normas jurídicas 
que determinen los ámbitos competenciales de los referidos órganos del Estado, así 
como las relaciones entre éstos y los límites que tienen frente a los gobernados 
(Serna, 2014, p. 53).

Esto involucra el respeto que se deben entre el Poder Ejecutivo, el Poder 
Judicial y el Poder Legislativo para no invadir la competencia de los otros poderes. 
Precisamente, en el Estado mexicano se crea la figura de las llamadas “controversias 
constitucionales”, a que se refiere el artículo 105, fracción i del código supremo 
vigente, para dirimir dichos conflictos y, de esa manera, atender y resolver los casos 
de justicia constitucional.

5 Véanse los capítulos ii y iv de la Ética a Nicómaco. 
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Por otra parte, se debe decir que, si se habla de competencia de los órganos del 
Estado, se refiere también a la garantía constitucional contemplada en el artículo 
16 de la cpeum de 1917, el cual establece en su primer párrafo: “Nadie puede ser 
molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de 
mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento” (las negritas son nuestras).

En ese mismo sentido, pero específicamente en materia jurisdiccional, se pro-
nuncia el jurista José Ovalle Favela, en su obra Teoría general del proceso: 

la competencia es la suma de facultades que la ley da al juzgador para ejercer su 
jurisdicción en determinado tipo de litigios o conflictos. El juzgador, por el solo 
hecho de serlo, es titular de la función jurisdiccional, pero no puede ejercerla en 
cualquier tipo de litigios, sino solo en aquellos para los que está facultado por la 
ley; es decir, en aquellos en los que es competente (Ovalle, 2016, pp. 147 y 148).

Contemplada también esa competencia por el artículo 14, numeral i, del referido 
Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, el cual en su parte condu-
cente, refiere: “Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. 
Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías 
por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley” 
(las negritas son nuestras). En ese mismo sentido, es coincidente la Convención 
Americana sobre los Derechos Humanos (1981), que en su artículo 8, numeral 1, 
establece: “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente 
e imparcial, establecido con anterioridad por la ley” (las negritas son nuestras).

Mediante el boletín mensual del mes de diciembre de 2024, la scjn desestimó 
los conceptos de invalidez respecto del Decreto por el que se reforman, adicionan 
y derogan diversas disposiciones de la cpeum en materia de reforma al Poder 
Judicial, publicada el 15 de septiembre de 2024. Esto en virtud de que no se reunieron 
los ocho votos para aprobar las impugnaciones en su contra, derivado de la Acción 
de Inconstitucionalidad 49/2024. 

Por otra parte, hay que señalar que la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (1981), en su artículo 25, numeral i, establece que:

Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la 
ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas 
que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales (las negritas son nuestras).



Rodolfo Rafael Elizalde Castañeda 

Es cierto, como señala el destacado jurisconsulto Héctor Fix-Zamudio, el juicio de 
amparo nace en México desde la Constitución yucateca de 1841; posteriormente, 
se integra al Acta de Reformas de 1847 y, más adelante, se consagra en los artículos 
101 y 102 de la Constitución de 1857 para proteger los derechos fundamentales 
(Fix-Zamudio, 1998, p. 225; Fix-Fierro, 2024, pp. 459 y ss.); sin embargo, se ha 
insistido que la procedencia de la acción de amparo tiene sus particulares excep-
ciones y una de estas es, como se ha reiterado, la improcedencia de dicha insti-
tución cuando se trate de adiciones o reformas a la Carta Magna.

Reflexiones finales

Se puede decir que el 2 de junio de 2024, derivado del resultado que arrojaron las 
elecciones federales, se fortaleció el gobierno del entonces presidente Andrés 
Manuel López Obrador, al igual que la postura de la entonces candidata del partido 
de Morena, del Partido del Trabajo y del Partido Verde Ecologista de México, actual 
presidenta constitucional Claudia Sheinbaum Pardo, con lo que se abrió la posibi-
lidad de fortalecer la propuesta de reforma constitucional al pjf, lo cual se logró con 
la obtención de la mayoría calificada en ambas cámaras del Congreso y la mayoría 
de los congresos estatales, dando cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 135 de 
la cpeum, el cual establece:

La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. Para que las adi-
ciones o reformas lleguen a ser parte de esta, se requiere que el Congreso de la 
Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerden 
las reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de las legis-
laturas de los Estados y de la Ciudad de México.

Cabe mencionar que desde la Constitución de Apatzingán del 22 de octubre de 
1814 se contemplaron principios que se adoptarían en los futuros documentos 
constitucionales —Acta Constitutiva de la Federación de 1824, Constitución de 
1824, Constitución de 1836, Acta Constitutiva y de Reformas de 1847, Constitución 
de 1857 y Constitución de 1917— que regirían el futuro del país. Principios en 
relación con la soberanía, cuyas características son: “imprescriptible, inajenable e 
indivisible” (Art. 3º); el derecho de la sociedad a establecer el gobierno que mejor le 
convenga (Art. 2º); así como a “alterarlo, modificarlo y abolirlo totalmente, cuando 
su felicidad lo requiera”6 (Art. 4º); la división del poder: “la facultad de dictar leyes, 

6 Como señala Arnaldo Córdova (2006) al referirse a la soberanía, cláusula fundadora que dio sustento a 
nuestro pacto político nacional: “El principio de la soberanía popular en la Constitución mexicana”, en 
Valadés y Carbonell (2006).
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la facultad de hacerlas ejecutar y la facultad de aplicarlas a los casos particulares” 
(Art. 11); estos tres poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial no deben ejercerse, ni 
por una sola persona, ni por una sola corporación” (Art. 12). 

Como se observa, se hizo presente la idea de los filósofos Locke, Montesquieu 
y Rousseau, respecto a que las leyes son sinónimo de la felicidad del pueblo: “la ley 
es la expresión de la voluntad general en orden a la felicidad común” (Art. 18). Lo 
mismo sucede con la protección y goce de los derechos fundamentales “de igualdad, 
seguridad, propiedad y libertad” (Art. 24), como principal y único fin de las asocia-
ciones políticas. 

Asimismo, resalta el contraste, la discordancia y la incongruencia ética de 
buena parte de los servidores públicos que administran la justicia en el pjf, pues de 
los precitados códigos de ética sobresale el que tiene que ver con la competencia 
para conocer de los asuntos en los que intervienen, desprendiéndose de este prin-
cipio que, constitucionalmente (cpeum, 1917), convencionalmente (códigos inter-
nacionales de ética) y legalmente (Ley de Amparo, 2013) los integrantes del pjf 
realmente no tenían, ni tienen, el derecho para conocer de los juicios de amparo 
promovidos contra la multicitada reforma constitucional, en especial a partir de la 
repetida reforma constitucional publicada el 31 de octubre de 2024 en materia de 
inimpugnabilidad de las adiciones o reformas a la Constitución (scjn, 2017, p. 37; 
Sánchez, 2017, pp. 364-367). 

Efectivamente, queda claro que, sobre la actuación de los servidores públicos 
que administran justicia en el pjf, que participaron en los juicios de amparo contra 
la reforma a dicho Poder, incurrieron en conflictos de interés (Secretaría de la 
Función Pública, 2018, p. 23). Pues, según la definición que proporciona el artículo 
3º, fracción vi de la Ley General de Responsabilidades Administrativas (lgra, 2016) 
vigente en México, se entiende por conflicto de interés: “la posible afectación del 
desempeño imparcial y objetivo de las funciones de los Servidores Públicos en razón 
de intereses personales, familiares o de negocios”. Esta definición es parecida a la 
adoptada por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(ocde), con la salvedad de que este organismo hace hincapié entre el deber público 
y los intereses privados (Secretaría de la Función Pública, 2018, p. 23).

Por consiguiente, podemos decir que la ética, los derechos humanos o funda-
mentales y el derecho constitucional durante toda la historia de México han estado 
presentes y unidos, con lo que se cumple el objetivo de esta investigación, pues se 
hizo con base en la ética judicial, las teorías liberal, social y democrática, así como 
la teoría constitucional, guiada en todo momento por las obras de destacados estu-
diosos, comenzando por los padres del pacto social y la división de poderes.

Por lo anterior, es posible argumentar que a través de este ejercicio académico, 
donde se realizó un breve recorrido del Estado moderno al Estado contemporáneo, 
incluyendo algunos tratados internacionales, también se logró el objetivo esta-
blecido en un inicio, pues se investigó y analizó de manera exhaustiva la relación que 
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guardan la ética, los derechos humanos y el derecho constitucional en México, a 
propósito de la reforma constitucional al pjf que promovió el expresidente amlo 
ante el Congreso mexicano el 5 de febrero de 2024, que fue aprobada por el poder 
de reforma y publicada en el dof el 15 de septiembre de 2024. 

De igual manera, se dio amplia respuesta a la pregunta que guio esta investi-
gación: ¿las juezas y jueces, magistradas y magistrados, ministras y ministros, inte-
grantes del Poder Judicial federal en México que se han opuesto a la reforma 
constitucional, en materia de reforma al Poder Judicial, publicada en el dof el 15 de 
septiembre de 2024, atentan contra los principios éticos, los derechos humanos y 
el derecho constitucional? Se ha demostrado que, efectivamente los juzgadores 
faltaron a los principios de la ética judicial, violaron los derechos humanos y cues-
tionaron de forma indebida la citada reforma constitucional, pues en lugar de actuar 
con base en el marco normativo y predicar con el ejemplo del respeto a la Consti-
tución y a la ley, actuaron tratando de proteger sus intereses privados o personales, 
los pusieron por encima de los intereses de la institución y de sus responsabilidades 
oficiales al promover amparos, a sabiendas de que eran improcedentes y que, con 
ello, invadían la competencia del tepjf, pues los actos que impugnaron, derivados de 
la multicitada reforma Constitucional al pjf, eran actos de contenido materialmente 
electoral.

Finalmente, hay que tener presente a Diego Valadés cuando señala que la 
Constitución es una decisión del pueblo soberano (2001, p. ix). Se agrega, en ese 
mismo sentido, que también las reformas constitucionales son decisión del pueblo 
soberano, puesto que estas, una vez aprobadas y publicadas, se incorporan al texto 
constitucional.
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Que el nuestro sea un tiempo que se recuerde por el 
despertar de una nueva reverencia ante la vida; por 
la firme resolución de alcanzar la sustentabilidad; 
por el aceleramiento en la lucha por la justicia y la 
paz y por la alegre celebración de la vida.

Carta de la Tierra, respeto y cuidado 
por la comunidad de la vida

Introducción

América Latina se destaca por su abundante riqueza natural, cultural, paisajística y 
por su diversidad biológica (Boeri et al., 2020). Si bien no se encuentra entre las 
regiones más pobres a nivel global, sufre una de las tasas más altas de desigualdad, 
lo que representa un obstáculo significativo para su desarrollo. Es ampliamente 
reconocido que muchas de estas disparidades son de naturaleza estructural, afec-
tando la educación, la salud y el acceso de los bienes comunes. Es común identificar 
diversos casos de resistencia que se generan en comunidades, principalmente las 
vulnerables de Latinoamérica, a la hora de la explotación de los recursos naturales 
por parte de empresas transnacionales. El desarrollo de actividades extractivas ha 
colaborado en los conflictos socioambientales de la región (Rincón et al., 2019).
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** Universidad Autónoma del Estado de México, Centro de Estudios e Investigación en Desarrollo Susten-
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Mariana Andrea Buzzi | Rafael Fernando Sánchez Barreto

América Latina y el Caribe están conformadas por un total de 46 países y repre-
sentan hoy 8.2% de la población mundial, con un total de 662 millones de personas, 
donde Brasil, México y Colombia son los países con mayor población.1 La urbani-
zación se incrementó de manera drástica en esta región, 80% más si la contrastamos 
con otras regiones a nivel mundial (Nathaniel et al., 2021). La heterogeneidad geo-
gráfica, cultural, económica y ambiental se ven reflejadas en cada país que conforma 
Latinoamérica. De manera general, podemos decir que el crecimiento económico, 
la urbanización y la explotación de los recursos naturales son los responsables del 
aumento de las emisiones de co2,2 que se relacionan fuertemente con las activi-
dades antrópicas. 

La época contemporánea nos ha transportado a niveles de consumo inimagi-
nable, que indefectiblemente nos llevan a repensar los modelos de vida actual. Los 
problemas ambientales, sociales, culturales y políticos, derivados del paradigma 
tradicional desintegrador, demandan actualmente la construcción de nuevos sen-
deros que permitan la emergencia de un conocimiento integral, sistémico y holístico, 
en donde se considere a la Tierra como fuente creadora de la diversidad existencial 
(Guzmán, 2022). Esta versión de humanidad, sin duda, debe construirse con una 
sólida base ética que moldee el perfil de ciudadano que requiere nuestra sociedad, 
donde su capacidad de agente de cambio se manifieste en sus hábitos de vida, al 
tiempo de participar de forma colectiva en la transformación de paradigmas que la 
madre tierra nos reclama (Velázquez y Sánchez, 2022).

Desde el discurso hegemónico, la ética sobre el ambiente ha sido una propuesta 
más individual que colectiva, por lo que la apuesta es a una educación ambiental 
que considere acciones y valores hacia una ética del cuidado; es decir, una visión 
colectiva del camino hacia los buenos vivires,3 donde la educación ambiental aparece 

1   cepal (2022), Base de datos y publicaciones estadísticas. Disponible en: https://statistics.cepal.org/
portal/cepalstat/index.html?lang=es
2   El co₂ es uno de los principales gases de efecto invernadero emitido por actividades humanas; según 
el ipcc (2021), es responsable de aproximadamente 66% del forzamiento radiactivo total desde 1750. Las 
concentraciones actuales de co₂ superan las 410 ppm, un nivel sin precedentes en al menos dos millones 
de años. Esta acumulación ha intensificado el efecto invernadero, impulsando un aumento sostenido de 
la temperatura media global, actualmente alrededor de 1,1 °C por encima de niveles preindustriales. Entre 
los impactos más significativos se destacan el retroceso acelerado de glaciares y casquetes polares, la 
elevación del nivel medio del mar, la acidificación de los océanos (que compromete ecosistemas marinos 
como arrecifes de coral y organismos calcificantes), y la alteración de los patrones climáticos regionales, 
lo que incrementa la frecuencia e intensidad de fenómenos extremos como olas de calor, sequías pro-
longadas, precipitaciones intensas e incendios forestales. Estas transformaciones afectan gravemente la 
biodiversidad, la seguridad alimentaria y los sistemas socioeconómicos; las comunidades vulnerables son 
quienes más sufrirán las consecuencias.
3  Gudynas (2016) lo define como el conjunto de propuestas alternativas que comparten elementos clave 
sobre un bienestar que solo es posible en comunidades con sentidos sociales y ecológicos. El concepto 
andino de buen vivir propone una ética basada en la suficiencia compartida, orientada al bienestar 
colectivo antes que al individual. Esta noción se sustenta en una perspectiva holística e interdependiente 
del ser humano como parte de una comunidad terrestre más amplia, en la que la vida ocupa un lugar 
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como formadora de un nuevo marco ético. En este contexto, se plantea como 
objetivo de este capítulo analizar la crisis global, contextualizarla a nivel local y repen-
sarla en función de la crisis de valores, lo que nos llevará a la construcción de una ética 
del cuidado en tiempos de incertidumbre.

Metodología de trabajo

El presente trabajo se enmarca dentro de la metodología cualitativa; se consideran 
sus características distintivas, cualidades y fundamentos epistémicos, así como sus 
alcances y especificidades (Rodríguez, 2022). En este sentido, se asume por meto-
dología lo planteado por Strauss y Corbin (2002), quienes la conciben como una 
manera de pensar la realidad social y abordarla para su estudio.

La metodología de investigación se desarrolló desde la teoría crítica y análisis 
crítico del discurso; se elabora en términos del conjunto de recursos y estrategias 
que permiten deconstruir el discurso como una expresión en la que se articulan 
sistemas sígnicos para producir significados (Pardo, 2012). En este contexto, se ha 
trabajado en el análisis de perspectivas oficiales a través de los planes de gobiernos, 
normativas y políticas de educación ambiental. Se realizó un recorte histórico del 
siglo pasado a la actualidad, en donde se identificaron las reuniones internacionales 
y acuerdos establecidos entre los países de carácter vinculante como no vinculantes, 
que se relacionan directa o indirectamente con problemáticas ambientales emer-
gentes y particularmente con cuestiones de educación ambiental.

Crisis ambiental global y de valores

Las consecuencias de la crisis ambiental global pueden clasificarse en tres grandes 
grupos si seguimos a Estenssoro (2021): 1) ecológicas o ambientales, 2) sociales, y 3) 
climáticas globales. Las consecuencias ecológicas o ambientales son aquellas que 
tienen un efecto directo sobre los ecosistemas y los ambientes naturales, por 
ejemplo, la extinción de una especie de flora o fauna. Las sociales son las que 
afectan directamente a la vida humana, ejemplo, la escasez de agua dulce. Y las 
consecuencias climáticas globales son las que repercuten en consecuencias ecoló-
gicas, como en el desarrollo de las actividades humanas, y se dan a escala planetaria; 

central y el equilibrio constituye un principio fundamental. Se trata de una cosmovisión propia de los 
pueblos originarios de Abya Yala —nombre ancestral con el que se designaba a América Latina y que 
significa “tierra buena y fértil”.
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en este caso, podemos destacar el cambio climático.4 La crisis ambiental global 
está íntimamente relacionada con los modelos de consumo que nos han llevado a 
una crisis civilizatoria a nivel planetario; es decir, que tienen un componente políti-
co-económico importante.

En el discurso oficial se plantean diversas causas y consecuencias que no 
muestran interrelación directa aparente; sin embargo, tanto la vida como los sis-
temas vivos no pueden segmentarse. La segmentación es una característica del 
pensamiento occidental, el cual nos ha llevado a la situación en la que nos encon-
tramos actualmente. En contraposición a esto, podemos decir que estamos frente 
a un sistema de interrelaciones multifactorial y multiescalar que hoy apunta a no 
controlar las variables y sí a la consideración de emergencias en un plano desde las 
incertidumbres.

La situación ambiental en Argentina: una mirada crítica 

Argentina es el segundo país más extenso de Sudamérica (2 791 810 km2 de super-
ficie continental); presenta una gran heterogeneidad climática y biológica, lo que se 
traduce en diferentes presiones ambientales a nivel regional. La principal presión 
está asociada al uso del suelo, bien a través de la ganadería comercial, la agricultura 
o la minería (Nanni et al., 2020). Lo anterior se manifiesta en diversas luchas 
socioambientales que se dan a nivel local y particular, en función de las caracterís-
ticas de cada localidad. A modo de ejemplo, podemos mencionar la situación de la 
cuenca media del Río Chocancharava (provincia de Córdoba), que se encuentra 
inmersa en una matriz urbano-agrícola donde se produjo una fragmentación de los 
bosques; como resultado, quedaron pequeñas áreas remanentes distribuidas en 
forma de parches aislados. Esto produce consecuencias negativas tanto en la flora 
como en la fauna. A partir de esta situación, se generó un espacio de tensión, que 
se tradujo en organizaciones sociales emergentes que, a través de redes de trabajo, 
acordaron el uso de la cuenca, en donde el agua es el principal bien en disputa 
(Natale et al., 2020). 

Otros ejemplos que se pueden mencionar son los que se dan en la región 
patagónica, donde las luchas socioambientales se centraron principalmente frente 
a la instalación de empresas con intereses en la explotación, a través de proyecto 

4   El cambio climático (ipcc, 2021) se define como una variación del estado del clima, identificable por 
cambios en la media o en la variabilidad de sus propiedades, que persiste durante un periodo prolongado, 
generalmente décadas o más. Puede deberse a procesos naturales internos, forzamientos externos o a 
cambios antropogénicos persistentes en la composición de la atmósfera o el uso del suelo. Se ha docu-
mentado que el cambio climático afecta directa e indirectamente a individuos, poblaciones y especies, 
así como a los ecosistemas en su composición y función. A nivel de las poblaciones, estas variaciones 
dependen de las especies y de su capacidad de respuesta a los cambios (Bravo et al., 2011).
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megamineros metalíferos. La meseta patagónica constituye, en este sentido, uno 
de los territorios con mayores yacimientos minerales metalíferos del país, y se ubica 
en importancia después de la cordillera de los Andes. Uno de los casos más emble-
máticos es el que se dio en la ciudad de Esquel5 (provincia de Chubut), en donde la 
posible instalación de la minería generó una movilización social, una consulta 
pública donde 81% del padrón electoral rechazó la explotación minera que fue 
planeada desde las compañías extranjeras como una “alternativa económica” para 
la región. Esta fue la segunda consulta pública que se llevó a cabo en América 
Latina; además, sirvió como ímpetu para la sanción de la primera ley mundial de 
protección de glaciares, del ambiente periglacial y para la creación de más de 50 
ordenanzas municipales que prohíben diferentes modalidades de minería metalífera 
(Murguía, 2020). 

Los movimientos indígenas y la organización de las comunidades locales fueron 
quienes ofrecieron resistencia a estas actividades, como sucedió en la localidad de 
Esquel (provincia de Chubut), donde por primera vez triunfó la movilización en 
contra de la megaminería. Esta fue la primera experiencia exitosa de rechazo 
popular hacia la instalación de una trasnacional minera en Argentina, que repercutió 
directamente sobre el conjunto de estrategias implementadas por las empresas para 
obtener el consentimiento de las comunidades y para la creación de normativa 
ambiental que prohíbe la actividad megaminera en esa zona.

La situación ambiental de México: una mirada crítica

Los desafíos ambientales que México ha enfrentado en la última década, cada vez 
más acuciantes, son producto de un modelo de desarrollo que ha privilegiado el 
crecimiento económico a corto plazo sobre la sustentabilidad a largo plazo. Algunos 
de los principales problemas que se enfrentan tienen que ver con:

•  Cambio climático: México ha experimentado un aumento en la fre-
cuencia e intensidad de eventos climáticos extremos, como sequías, inun-
daciones y huracanes. Estos eventos han provocado pérdidas económicas 
significativas, desplazamientos de población y daños en los ecosistemas. 
Particularmente, en los primeros cinco meses de 2024 se presentó una 

5  El largometraje La hija del No (dirigido y producido por Silvina Hermosa) pone en relieve el papel de 
mujeres como Marta Sahores —profesora de química exiliada en Ecuador durante la dictadura cívico 
militar— y Nora Cortiñas —emblema de las Madres de Plaza de Mayo—, quienes narran la lucha de 
los habitantes de Esquel contra el extractivismo. Se destaca la labor de las docentes de la Universidad 
Nacional de la Patagonia San Juan Bosco (sede Esquel), quienes investigaron y denunciaron los impactos 
ambientales que implicaría la instalación de un proyecto megaminero en dicha ciudad.
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sequía general que puso al borde de la catástrofe ambiental a una gran 
parte de la población del centro y norte del país.

•  Pérdida de biodiversidad: La deforestación, fragmentación de hábitats 
y la introducción de especies invasoras han llevado a una disminución 
drástica de la biodiversidad en México. Lo anterior se traduce en la 
pérdida de servicios ecosistémicos fundamentales, como la regulación del 
clima y la provisión de agua limpia. Sin lugar a duda, la construcción de 
megaproyectos está asociada a la pérdida de masa forestal y de especies, 
tanto plantas como animales.

•  Contaminación: La contaminación del agua, del aire y del suelo sigue 
siendo un problema grave en muchas regiones del país. La industria, la 
agricultura y las actividades urbanas generan grandes cantidades de 
residuos y contaminantes que afectan la salud humana y los ecosistemas. 
Uno de los principales problemas es la disposición de agua residual en 
ríos, cuerpos de agua y playas. El reto, como lo ha mencionado la actual 
titular de la presidencia del país, Claudia Sheinbaum Pardo, consistirá en 
la limpieza de estos, pero también en la instalación, mantenimiento y 
seguimiento de las plantas de tratamiento de agua a nivel municipal. 

•  Gestión de residuos: La generación de residuos sólidos urbanos ha 
aumentado considerablemente en los últimos años y la gestión inade-
cuada de estos residuos ha generado problemas de contaminación y 
de salud pública. Otro de los retos consistirá en contar con un mayor 
número de rellenos sanitarios por municipio, intermunicipales, así como 
centros de transferencia adecuados para aprovechar los materiales 
susceptibles de comercialización, que permitan el desarrollo de nuevas 
fuentes de empleo.

•  Destrucción de ecosistemas: La conversión de ecosistemas naturales en 
áreas agrícolas, urbanos o industriales ha provocado la pérdida de impor-
tantes sumideros de carbono y la degradación de los suelos. A la situación 
mencionada se asocia también la violencia a defensores de ecosistemas, 
por lo que será imperativo poner en marcha el Acuerdo de Escazú en 
todas y cada una de las áreas naturales del país.

Las causas de las condiciones ambientales que se han señalado para Argentina y 
México tienen que ver con:

•  Modelo de desarrollo: Un modelo de desarrollo que ha priorizado el 
crecimiento económico a corto plazo y que no considera los costos 
ambientales a largo plazo.

•  Falta de aplicación de la ley: La debilidad de las instituciones encargadas 
de hacer cumplir las leyes ambientales y la corrupción han permitido que 
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muchas empresas e individuos evadan sus responsabilidades ambientales. 
Falta mayor compromiso ético de parte de todos los sectores, que permita 
la construcción de sociedades y comunidades justas, sustentables y 
pacíficas.

•  Consumo excesivo: Los patrones de consumo de la sociedad argentina 
y mexicana, cada vez más orientados hacia productos desechables y de 
alta intensidad energética, contribuyen a la generación de residuos y al 
agotamiento de recursos naturales. Lo anterior implica que se tomen 
en serio los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular el 12, y que 
se haga extensiva la educación ambiental en los procesos de consumo 
responsable.

•  Falta de conciencia ambiental: Una parte importante de la población 
mexicana no está suficientemente concientizada sobre los problemas 
ambientales y la importancia de adoptar prácticas más sostenibles. Por 
lo anterior, es imperativo que se implementen programas obligatorios de 
educación ambiental a nivel formal (niveles básico, medio, medio superior 
y superior), no formal (a través de las organizaciones civiles) e informal, a 
través de todos los medios de comunicación.

Breve recorte histórico

Al revisar diferentes textos, reportes y marcos éticos en América Latina desde 
donde se plantean las políticas en materia ambiental se detectaron una serie de 
referencias e instancias que muestran una radiografía de las condiciones ambien-
tales en la región, particularmente de Argentina y México.

En 1948 nació la Declaración Universal de los Derechos Humanos, un hito en 
la protección de los derechos fundamentales a nivel mundial. Es un documento 
ampliamente reconocido por haber inspirado y allanado el camino para la adopción 
de más de 70 tratados de derechos humanos que se aplican hoy de manera perma-
nente a nivel mundial y regional. Sabemos que existe una estrecha relación entre la 
vulneración de los derechos humanos y las problemáticas ambientales, ya que, 
generalmente, las poblaciones más vulnerables son las que más sufren situaciones 
de vulneración de derechos. Es por esto que la elaboración de la Carta de Derechos 
Humanos la debemos de tener muy presente a la hora de analizar problemáticas 
ambientales complejas.

Desde las Naciones Unidas —a través de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco)— se ha planteado que 
la educación para el desarrollo sostenible es el camino para mitigar los daños al 
ambiente y proponer soluciones integrales para el mantenimiento de la comunidad 
de la vida. En 1972 se llevó a cabo en Estocolmo la Conferencia de las Naciones 



Mariana Andrea Buzzi | Rafael Fernando Sánchez Barreto

Unidas sobre el Medio Humano. La primera evaluación de los efectos de la actividad 
humana en el medio ambiente mundial se dio en esta reunión.

La Declaración de Estocolmo estaba compuesta por 26 principios y colocó las 
cuestiones ambientales en el primer plano de las preocupaciones internacionales. 
Marcó el inicio de un diálogo entre los países industrializados y en desarrollo sobre 
el vínculo entre el crecimiento económico y los problemas ambientales. Sin embargo, 
el concepto de desarrollo propone ubicar a la naturaleza dentro del ejercicio del 
derecho inalienable de los pueblos “a la plena soberanía sobre todas sus riquezas y 
recursos naturales” (Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, 1986, art. 1); se 
fracciona la dimensión ecológica de la naturaleza conforme a los retazos del mapa 
político planetario y se otorga a los Estados un derecho de propiedad sobre ella con 
sus facultades inherentes de disfrute, uso, pero también de abuso. 

Lo anterior muestra un discurso hegemónico, donde se busca justificar el 
modelo de desarrollo neoliberal y de consumo desmedido. Es en este encuentro 
donde, además, se estableció que la educación ambiental debe ser reconocida y 
promovida por todos los países firmantes. En 1977 se llevó a cabo la Conferencia 
Internacional sobre Medio Ambiente de Tbilisi, Georgia, en lo que fue la Unión de 
Repúblicas Socialistas Soviéticas. En esta, se asume a la educación ambiental como 
la orientación, articulación de las diversas disciplinas y experiencias educativas que 
faciliten la percepción del ambiente. Sin embargo, la propuesta fue abstracta y 
alejada de la realidad local; se piensa en la educación ambiental como la transición 
del conocimiento y no para la formación de ciudadanos con comportamientos 
responsables; se descuidan las dimensiones económicas y socioculturales; por lo 
cual, la visión planteada fue sumamente reduccionista, por lo que no tuvo dema-
siado éxito a la hora de pensar al ambiente como un sistema complejo e integral.

Posteriormente, se elaboró la propuesta de un proyecto denominado Carta de 
la Tierra, promovido inicialmente en 1987 por un grupo de expertos jurídicos de la 
Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, pero no fue aprobado, 
en vista del rechazo expreso del Grupo de 77 países en desarrollo (Grupo de los 77 
y China), que lo consideraban poco equilibrado, pues ponía al medio ambiente por 
encima del desarrollo.

La redacción de la Carta de la Tierra fue uno de los asuntos inconclusos de la 
Cumbre de la Tierra de Río en 1992. En 1994, Maurice Strong —secretario general 
de la Cumbre de la Tierra y presidente del Consejo de la Tierra— y Mikhail Gor-
bachev —presidente de Cruz Verde Internacional— lanzaron una nueva iniciativa 
de la Carta de la Tierra con el apoyo del Gobierno de los Países Bajos. Después 
de años de proceso de consulta y redacción, la Carta de la Tierra se lanzó en junio 
de 2000. En el documento se plantea el camino hacia adelante y una propuesta 
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de internalización de conductas éticas mediante principios y valores en acción.6 
Asimismo, desde el Objetivo de Desarrollo Sustentable número 4 se plantea la 
consecución de indicadores a través de la meta 4.7, sobre educación para el desa-
rrollo sostenible.

El Acuerdo de Escazú es una de las disposiciones ambientales más importantes 
adoptadas en el siglo xxi. Este acuerdo es el primero a nivel regional en temática 
ambiental. En este documento se unieron las normas de derechos humanos y las 
preocupaciones ambientales con un enfoque regional. Argentina y México son dos 
de los países que participaron en la firma de dicha norma. Como objetivos se plan-
tearon: el acceso a la información ambiental, la participación pública en procesos 
de toma de decisión ambiental y el acceso a la justicia en asuntos ambientales. 

En un hecho por demás significativo, la unesco declaró desde hace cuatro años 
la importancia de la educación ambiental como componente básico de los planes de 
estudio en todo el mundo para 2025;7 por lo anterior, la legislación ambiental debe ir 
en consonancia con estos objetivos, pues la educación ambiental es una herramienta 
indispensable para crear sociedades justas, participativas y con conciencia, para que 
esto permita tomar decisiones acordes que no sean en detrimento de las comuni-
dades locales. Si bien los acuerdos a nivel internacional son necesarios y marcan 
agendas globales, es necesario que estas se adecuen a las problemáticas locales, 
involucrando a las comunidades para su diseño e implementación.

La educación ambiental en Argentina

Si bien la educación ambiental es tema mencionado desde la década de los 70, 
recientemente en 2002 se enuncia explícitamente en la Ley General del Ambiente 
(Ley Nacional Nº 25.675), donde se establece que la educación ambiental es un 
instrumento de la política y la gestión ambiental para ciudadanos comprometidos 
y que es un proceso continuo y permanente en constante actualización. Sin 

6   Como breve nota, recordemos el significado de los conceptos fundamentales que postula la Carta 
de la Tierra, los valores y principios; así, señala Rodríguez (2024) que los valores se reconocen como 
algo deseable y digno de imitarse, pues son un bien en sí mismo y conceptualmente son perfectos; 
proporcionan los parámetros para determinar qué actitudes son apropiadas y, con ellos, se genera un 
conjunto de creencias sobre lo que es justo, bueno y útil para el ser humano y para la sociedad. Por su 
parte, los principios se pueden comprender como un conjunto de directrices, ordenamientos, valores, 
creencias, ideologías, etcétera, que tutelan el comportamiento de las personas, orientándolas hacia lo 
que se considera correcto y satisface sus perspectivas sociales y emocionales. En estricto sentido, los 
principios son el origen, el punto de partida, lo que permite establecer un rumbo o sentido adecuado y 
favorable para las personas y para su relación con los demás. 
7   “unesco (2021, 20 mayo). “unesco declares environmental education must be a core curriculum 
component by 2025”. https://www.unesco.org/en/articles/unesco-declares-environmental-education- 
must-be-core-curriculum-component-2025
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embargo, la aplicación de la educación ambiental se redujo sumamente hasta la 
fecha y no se presentó en todos los niveles educativos, sino que principalmente se 
redujo a actividades puntuales a través de efemérides ambientales generadas por 
organismos públicos o en los ámbitos escolares, principalmente de educación a 
nivel inicial, primaria y secundaria.

Con base en lo establecido en la Constitución Nacional de la República Argen-
tina,8 en la Ley General del Ambiente y en la Ley Nacional de Educación, se aprobó 
un Acuerdo Federal Educación-Ambiente (Resolución 260/2013), en donde se 
define a la educación ambiental como un proceso continuo y planificado cuya 
finalidad es la construcción de valores, conocimientos, aptitudes y actitudes orien-
tadas no solo a la prevención de problemas, sino a la participación crítica y reflexiva 
sobre el modelo de desarrollo económico y social sustentable que respete la inte-
gridad cultural, los procesos ecológicos esenciales, la diversidad biológica y los 
sistemas que sostienen la vida.

Además, se propuso la definición de los lineamientos epistemológicos y meto-
dológicos para la educación ambiental, como eje transversal en los currículums 
educativos. Esto se suma al planteamiento de contenidos ambientales obligatorios 
(y mínimos) que se implementaron en el marco de un instrumento, denominado 
núcleos de aprendizaje prioritario.

Otro de los sucesos que traccionó para que finalmente se promulgara la Ley 
Nacional de Educación Ambiental Integral es la que se conoce como Ley Yolanda 
—Ley Nacional 27.592—, en honor a la primera secretaria de Ambiente de Argentina 
de 1973, nombrada por el entonces presidente Juan Domingo Perón, tras su exilio 
en España. Esta normativa —sancionada en noviembre de 2020— propone garan-
tizar la formación integral en ambiente, con perspectiva de desarrollo sostenible y 
con énfasis en cambio climático, para las personas que se desempeñen en la 
función pública. 

8   Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo 
humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las 
de las generaciones futuras, y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente 
la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. Las autoridades proveerán, para la protección 
de este derecho, la utilización racional de los recursos naturales, la preservación del patrimonio natural, 
cultural y de la diversidad biológica, y la información y educación ambientales. Corresponde a la nación 
dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección y, a las provincias, las necesarias 
para complementarlas sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales. Se prohíbe el ingreso al territorio 
nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y los radiactivos (Constitución de la Nación 
Argentina, 1994, Art. 41). Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre 
que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o 
de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad 
o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley 
(Constitución de la Nación Argentina, 1994, Art. 43).
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Estos sucesos que se dieron a nivel nacional y los acuerdos que se firmaron a 
nivel internacional direccionaron para que finalmente se pudiera promulgar la Ley 
Nacional de Educación Ambiental Integral —Ley 27.621— en 2021, un hecho tras-
cendental en donde se crea una reglamentación a nivel federal y se plantea una 
estrategia de corte nacional para trabajar en cuestiones relacionadas con temáticas 
ambientales. Propone abordar la educación ambiental tanto en los ámbitos formales 
como en los no formales, con diversidad de concepciones y desde una perspectiva 
de sistemas complejos.

La ley contempla a la educación ambiental como un proceso permanente, 
apoyado en una serie de objetivos, principios y fundamentos básicos; trae un nuevo 
enfoque de las relaciones sociedad-naturaleza, junto con la creación de ciudadanos 
responsables y con valores ecológicos que les permita mejorar su calidad de vida. 
Además, se plantea la sustentabilidad como un proyecto social que vincule lo 
ambiental con el desarrollo de justicia social, con la distribución de la riqueza, la pre-
servación de la naturaleza, la igualdad de género, la protección de la salud, la 
democracia participativa y el respeto por la diversidad cultural, en el marco de una 
ética que promueva una nueva forma de habitar el mundo (Canciani, 2023).

Esta legislación muestra un camino de esperanza, ya que se plantea que la edu-
cación ambiental es un proceso global y comprehensivo (educación formal y no formal). 
Se sugiere la intervención en el entorno más inmediato, más cercano y más accesible; 
aquel que constituye el marco de nuestra experiencia cotidiana hacia la solución de 
problemas concretos de la familia-hogar, escuela y comunidad-ciudad. Una educación 
para la participación ciudadana como fuerza impulsora de temas ambientales en la 
agenda pública. La educación ambiental puede convertirse en un espacio fundamental 
para la construcción de una ciudadanía comprometida9 con la calidad ambiental.

De la ética ambiental a la ética del cuidado

El libro Ética ambiental (Marcos, 2001) muestra herramientas que definen la ética 
ambiental desde un punto de vista racional, principalmente para pensar los pro-
blemas morales relacionados con el ambiente, centrados en los intereses de las 
personas. Se creía que a partir de este momento una ética ambiental era necesaria, 
posible y suficiente para superar la crisis global del momento, sin embargo, no fue 
así. Es aquí donde aparece la ética del cuidado.

9   Víctor Hugo Rodríguez (2025) subraya la necesidad de contar con una ciudadanía comprometida y 
activa, refiriéndola como “ciudadanía virtuosa”, es decir, aquella que resulta fundamental para la propia 
prosperidad de la vida en sociedad y que está compuesta por ciudadanos educados, libres e involucrados 
profundamente con su entorno; en suma, resalta la importancia de forjar el llamado “modelo cívico”, 
entendido como: “un conjunto de atributos y estructuras que permean en los individuos, a fin de que cul-
tiven, promuevan y ejerzan acciones benéficas, prudentes, honrosas y de gran utilidad para la comunidad”.
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Primero, al abordar el concepto de cuidado, Ausín (2024) plantea —retomando 
a Joan Tronto y a Bernice Fischer— que es una actividad de especie que incluye todo 
aquello que hacemos para mantener, continuar y reparar nuestro mundo, de tal 
forma que podamos vivir en él lo mejor posible. Ese mundo incluye nuestros cuerpos, 
nuestro ser y nuestro entorno, todo lo que cultivamos para entretejerlo en una red 
compleja que sustenta la vida.

Basado en lo anterior, Ausín (2024) asume al cuidado como una práctica que 
puede ser interpretada simultáneamente como etapas, objetivos o disposiciones, con 
cuatro subelementos: 1) la atención (preocupación, interés), esto es, la propensión a 
tomar conciencia de la necesidad; 2) la responsabilidad, la voluntad de responder y 
atender las necesidades de otros; 3) la competencia, la habilidad de proveer cuidado 
bueno y exitoso; y, 4) la capacidad de respuesta, es decir, la consideración de la 
posición de los demás y el reconocimiento del potencial de abuso en la atención.

Tan importante es el cuidado y también trascender a una ética del cuidado que 
Ausín (2024) enfatiza que la misma vida humana es inconcebible sin relaciones de 
cuidado, no cabría reproducción social ni lazos comunitarios sin cuidados; por tanto, 
es una de las actividades centrales de la vida humana y de toda la vida; han sido 
justamente las llamadas “éticas del cuidado” las que han puesto esa idea de cui-
dados en el corazón de la ética, la política, la educación, el derecho, etcétera. 

En ese sentido, la ética del cuidado se presenta como una ética complementaria 
que promueve la correcta integración de razón y emoción, de principios universales 
y virtudes del cuidado, de derechos y responsabilidades (Sesma, 2016). Desde la 
ética del cuidado se propone un cambio de paradigma en la educación ambiental. 
Se debe transitar de una visión lineal a una no lineal, donde confluyan múltiples 
actores y perspectivas. Este nuevo enfoque debe permitir la revisión, el análisis y la 
síntesis de las cosmovisiones de Argentina y México, con el objetivo de establecer 
una ética del cuidado desde el Sur.

La ética del cuidado rompe los esquemas lineales de una ética occidental que 
se relaciona con la toma de decisiones ex post, es decir, con acciones posteriores a 
la afectación del entorno (en el mejor de los casos). La ética occidental plantea una 
analogía del deterioro de la naturaleza, en donde todo lo que nos rodea es objeto 
de valor y únicamente las personas, como seres conscientes, pueden articular valo-
raciones (Gudynas, 2011).

Desde una perspectiva integral, se plantea que la ética del cuidado debe ir más 
allá de la consideración de las relaciones humanas como núcleo de la moralidad. 
Una ética del cuidado que trasciende la sola moralidad humana para adentrarse en 
las necesidades y limitaciones de la comunidad de la vida. La responsabilidad, como 
eje central, implica acciones concretas de cuidado y apoyo hacia la naturaleza y en 
sentido retroalimentativo a la comunidad de la vida. Es fundamental que reconozca 
los aspectos particulares de cada entorno, así como sus estructuras, desde la mirada 
de los sistemas complejos.
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La ética del cuidado se diferencia de la ética tradicional en varios aspectos:

•  Énfasis en lo particular: Mientras la ética tradicional busca principios 
universales aplicables a todas las situaciones, la ética del cuidado se centra 
en las particularidades de cada relación y contexto.

•  Valoración de las emociones: La ética del cuidado reconoce el papel fun-
damental de las emociones en la toma de decisiones morales, mientras 
que la ética tradicional tiende a privilegiar la razón.

•  Crítica al individualismo: La ética del cuidado cuestiona la visión indivi-
dualista de la moralidad y enfatiza la importancia de la comunidad y las 
relaciones interpersonales.

•  Cuestionamiento de la neutralidad: La ética del cuidado no aspira a una 
neutralidad objetiva, sino que reconoce que los valores y las perspectivas 
personales influyen inevitablemente en nuestras decisiones morales.

En resumen, la ética del cuidado nos ofrece una perspectiva complementaria a la 
ética tradicional y enriquece nuestra comprensión de la moralidad. Al poner el foco 
en las relaciones, la empatía y la responsabilidad, esta ética nos invita a construir 
una sociedad más justa y compasiva.

Reflexiones finales

Al comparar la situación en los países objetivos de este estudio pudimos identificar 
que, en el caso de Argentina y a partir de la Ley de Educación Ambiental Integral, 
se presenta al ambiente como un sistema complejo que tiene que ser analizado a 
través de la transdisciplina, recuperando saberes de las comunidades. Si bien esta 
iniciativa es un paso importante y marcó un hito histórico en Latinoamérica, iden-
tificamos que, en general, las normativas ambientales delegan la responsabilidad a 
los consumidores individuales y no contemplan la responsabilidad vinculada a las 
empresas privadas que, en mayor medida, son quienes producen el mayor daño 
ambiental. Este punto es una falencia en la normativa.

El discurso oficial plantea a la educación ambiental para el desarrollo sostenible 
sin pensar en el desarrollo de agendas locales a partir de la ética del cuidado desde 
la comunidad, desde la decolonialización del conocimiento y la desmercantilización 
de la vida. Desde una perspectiva integral, unimos esfuerzos entre Argentina y 
México para colaborar en la construcción de la educación ambiental desde la bio-
sustentabilidad, a partir del rescate de saberes tradicionales y el aporte del sector 
técnico-científico que prioricen la vida y su complejidad. Más que una educación 
ambiental global, la educación ambiental debe ser comunitaria, pensada desde los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible. Es necesario que la educación ambiental se 
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centre en orientar al ser humano como un actor que esté en posibilidad de conducir 
su vida, comprender el mundo en tiempos de incertidumbre (Rodríguez y Sánchez, 
2022) y, a partir de ello, participar como ser humano responsable e informado frente 
a problemáticas ambientales emergentes.

Desde las posturas alternas, surge una propuesta distinta de sustentabilidad, 
considerada como un proceso y no como un fin; un proceso de indeterminabilidad 
que implica, de base, entender y sintetizar el “ciclo de vida” de los conceptos, a 
partir de lo cual se religa lo diverso, se unen las ideas y costumbres, la magia y la 
espiritualidad, la ética, bioética y la libertad, la educación y la vida en la felicidad, el 
buen vivir o vivir bien. Una biosustentabilidad que se define en muchos casos por la 
resistencia, por la habilidad de sustentar, mantener los bienes de la naturaleza, las 
prácticas culturales y los saberes científicos y ancestrales a lo largo del tiempo y, 
sobre todo, por abrazar la vida.

El gran desafío en las próximas cumbres internacionales es incorporar al seno 
de las mismas los debates sobre las consecuencias, ya inocultables, del modelo 
productivo/extractivista consolidado en gran parte de nuestro planeta, por lo que 
es necesario promover una verdadera conciencia ambiental e incorporar la trans-
versalidad en cuestiones ambientales, promover la realización de capacitaciones 
ambientales no solo a las personas que se encuentran trabajando en la temática sino 
hacia el interior de las comunidades. Además, es sumamente importante incorporar 
la perspectiva ambiental en la justicia para que, a la hora de tomar decisiones frente 
a conflictos socioambientales, sean conscientes de las situaciones en las que les 
toca accionar.

Cabe destacar que resulta importante contar con un marco legal que encuadre 
y legitime la construcción de un campo específico del conocimiento, con la fina-
lidad de abordar un análisis crítico de la realidad ambiental; en el caso de México, 
lo anterior es una falencia, pues no existe una legislación en educación ambiental. 
La posibilidad de contar con marcos conceptuales y problemáticas ambientales 
que busquen enriquecer con una mirada compleja sobre el ambiente posibilita que 
los ciudadanos estén cada vez más informados y así puedan actuar de manera 
consciente frente a los problemas ambientales que se presenten dentro de las 
comunidades.

Es urgente que haya un cambio de mentalidad para transformar las formas de 
vida. Es necesario un cambio profundo en la forma en que vivimos, producimos y 
consumimos. Algunas de las acciones que se pueden implementar son:

•  Transición hacia una economía circular: Promover la reutilización, el 
reciclaje y la reducción de residuos, de tal manera que el porcentaje de 
reciclaje en ambos países supere el magro 10% que hasta la fecha se pre-
senta y que se traduce en falta de interés en el área. 
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•  Fomento de las energías renovables: Reducir la dependencia de los com-
bustibles fósiles y promover el uso de fuentes de energía limpia para hacer 
que esta última sea asequible y accesible para toda la población.

•  Protección de los ecosistemas: Implementar políticas para conservar y 
restaurar los ecosistemas naturales redefiniendo el presupuesto destinado 
a la conservación de la biodiversidad. Impulsar más y mejores políticas 
públicas que revaloren el papel de México ante el programa global de 
cambio climático.

•  Educación ambiental: Fomentar la educación ambiental desde la primera 
infancia para generar conciencia sobre la importancia de cuidar el medio 
ambiente. Generar política pública en la materia; destinar mayores 
recursos a la educación y, en particular, a la educación ambiental; generar 
un programa de profesionalización docente a nivel nacional en materia 
de educación ambiental e impulsar apoyos para el desarrollo de investi-
gación, ciencia y tecnología en esa misma materia.

•  Participación ciudadana: Involucrar a la sociedad civil en la toma de 
decisiones y en la implementación de acciones para proteger el medio 
ambiente, donde realmente la comunidad participe en la generación de 
políticas públicas.

Es importante señalar que la situación ambiental de Argentina y México es com-
pleja y requiere esfuerzos coordinados de todos los sectores de la sociedad. Es 
fundamental que el gobierno, el sector productivo y los ciudadanos trabajemos 
juntos para construir un futuro más justo, sustentable y pacífico. Se requiere una 
política de sustentabilidad general, pero también políticas públicas regionales en 
materia de sustentabilidad que impulsen las ventajas comparativas de cada sector 
en función de un respeto a la comunidad de la vida.

Es necesario estar alerta frente a las corrientes ideológicas y políticas para 
trabajar a partir de propuestas alternas y contrahegemónicas de educación 
ambiental. Para esto, es necesario el trabajo colectivo desde la Red Internacional 
de Investigación sobre Sustentabilidad de la Vida y Complejidad (rïscx) —con-
formada por investigadores de diversos países de América Latina: México, Argentina, 
Costa Rica, Brasil, Colombia y Perú—, donde se plantea una visión direccionada 
para cambiar el enfoque instrumentista y lineal de la educación ambiental; un 
trabajo en equipo que permita construir la ética para el cuidado en los diversos 
países de Latinoamérica.
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Entre la racionalidad  
individual y la conducta ética  

de los agentes económicos. 
Una contrastación  

desde la dinámica no lineal

David Iglesias Piña*

Introducción

Las teorías económicas clásica y neoclásica sientan precedentes de gran trascen-
dencia hacia otras corrientes epistémicas; sus planteamientos, desde la economía de 
mercado, aluden al papel de los agentes económicos, cuyo conocimiento del entorno 
les permite actuar y tomar decisiones racionales bajo la idea de que esas conductas 
son replicables y multiplicables para asumir la existencia de beneficios sociales.

La naturaleza del ser humano, como agente económico, tiene valores inhe-
rentes, como la ética y la moral; estos le permiten elegir acorde a sus gustos, prefe-
rencias y al bienestar deseado (expectativas racionales). Sin embargo, cuando el 
entorno cambia, la conducta experimenta la misma dinámica; a su vez, influye en la 
emergencia de nuevos movimientos en el mercado y en el sistema económico, lo 
que rompe con los principios de equilibrio y racionalidad humana, dando paso a 
situaciones erráticas, azarosas y caóticas. 

El sistema de producción capitalista y mercantilista contemporáneos privilegian 
la máxima utilidad como sinónimo de bienestar individual a costa, incluso, del per-
juicio social, lo que, en términos sociales, significa la materialización de la naturaleza 
egoísta humana, acompañada del conjunto de contrariedades hacia los valores 
éticos, morales y racionales.

* Centro de Estudios e Investigación en Desarrollo Sustentable (cedes), Universidad Autónoma del 
Estado de México. Correo electrónico diglesiasp@uaemex.mx
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Sistema de producción lineal y las decisiones 
racionales desde la teoría económica clásica

La teoría económica clásica constituye uno de los principales bastiones de la ciencia 
económica; sus planteamientos, ampliamente fundados y comprobados, per-
mearon en el pensamiento de la época, lo que se tradujo en escuela de formación 
y doctrina de aplicación. La contundencia teórica, modelística e instrumental 
pronto abrió camino y sumó, sin precedentes, adeptos que hicieron suyos esos 
planteamientos, bien para generar perspectivas analíticas propias, ampliarlos, o 
aportar mayores evidencias en aras de escalar la influencia ideológica en contextos 
de dominio, como la racionalidad económica, la ética en los negocios o las empresas 
como unidades de desarrollo social y de economía moral.

La visión de la teoría económica clásica está basada en la racionalidad y en las 
expectativas racionales de los agentes económicos, cuya conducta optimizadora 
otorga funcionalidad y eficiencia a las empresas y a los sistemas económicos. El 
principio de racionalidad encuentra su fundamento en la teoría de la elección 
racional (decisiones racionales), asumiéndose como pauta optimizadora ante las 
diversas posibilidades existentes y bajo determinadas condiciones del entorno. A 
pesar de que las elecciones pueden estar condicionadas por algunas restricciones 
(monetarias y no monetarias), los agentes económicos hacen valer sus principios 
éticos y morales para maximizar sus beneficios y optimizar sus utilidades. Acorde 
con los planteamientos de Aristóteles y Adam Smith, la libertad de las personas les 
permite decidir racionalmente y desarrollar actividades productivas que les genera 
mayor ventaja (maximización del lucro); es decir, desde el punto de vista del que-
hacer económico, el homo economicus —hombre de negocio— tiene un afán 
lucrativo encaminado a satisfacer sus necesidades, con la pretensión de vivir bien. 

La modelización de la producción a partir de la caja negra permite ilustrar 
algunos procesos ocultos o desconocidos —como dar por hecho la existencia de los 
factores productivos— entre una situación inicial —input— y otra final —output—, 
o mediante una causa —consumo— y consecuencia —producción—. Lo que ocurre 
al interior de dicho modelo es un proceso, una transformación o conexión que se 
suscita entre entidades distintas —por ejemplo, a través de insumos, materiales y 
energías— en un espacio de tiempo intermedio (Foucault, 2003). 

Esta modelización puede concebirse, incluso, como una metáfora que enfatiza 
el desarrollo de sistemas de poder/conocimiento, al mostrar el producto final cohe-
rentemente, y segregar y minimizar las adaptaciones, conflictos, dificultades, inclu-
yendo las irracionalidades y las contradicciones que ocurren en el proceso y que 
afectan los comportamientos equilibrados. La omisión de conductas antiéticas, 
caóticas y erráticas contribuye a que el sistema final de producción, de mercado y 
económico se muestre sólido y articulado.
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En esta percepción de conductas racionales, la linealidad productiva conduce al 
funcionamiento adecuado del mercado, interpretado como estabilidad relativa entre 
los productores-consumidores, a través del equilibrio evidenciado en la Figura 1; esto, 
a su vez, crea un entorno de mayor dinamismo, como el circuito económico cerrado 
y mostrado en la Figura 2, bajo el argumento de que no es necesaria la intervención 
de otros agentes para que el mercado opere eficientemente, asumiendo, incluso, la 
inexistencia de fallas o externalidades. En caso de que llegara a presentarse un 
posible desequilibrio, las mismas fuerzas de este y la racionalidad de los agentes 
económicos serían las que presionen el ajuste del precio, considerado como el prin-
cipal mecanismo de regulación y estabilidad mercantil (Gómez, 2010). Esta postura 
fue muy bien argumentada y evidenciada mediante los planteamientos de los eco-
nomistas neoclásicos Say, Jevons, Marshall, Walras, Pareto, Edgeworth y otros, 
quienes, a través de diferentes instrumentos y modelos —caja negra, equilibrio 
parcial de corto plazo, circuito económico cerrado—, propusieron fundamentos de 
gran valía que refrendaron la aparente pertinencia de la linealidad económica y 
productiva bajo el criterio céteris péribus y laissez faire, laissez passer, descartando 
cualquier desequilibrio, conducta desventajosa e infuncional de los mercados, así 
como efectos escalares y externalidades socio ambientales negativas.

Figura 1. Racionalidad individual y equilibrio (lineal) del mercado 

Fuente. Elaboración propia.

El comportamiento “racional” 
de los agentes económicos 
(oferentes —Sx— y demandantes 
—Dx—) conducen al equilibrio 
(E*) del mercado y, con ello, 
cumple sus expectativas.

El precio (Px) actúa como 
regular de la cantidad (qx) de 
Sx y Dx, lo que evita cualquier 
conducta errática de los agentes 
económicos; así, se garantiza la 
permanenciadel equilibrio (E*).
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Figura 2. Comportamiento equilibrado del circuito económico cerrado 

Fuente: Elaboración propia.

La linealidad productiva asume la existencia de variables controlables con con-
ductas predecibles, facilitando la generación de condiciones que favorecen la esta-
bilidad y equilibrio. A partir de ello, se plantea la función de producción lineal (Q), 
con la presencia de fuerza de trabajo (L) y capital (K), como principales incidentes 
de estabilidad mercantil (E*).

Qx = f(Kx, Lx) = E *

Tal expresión se considera homogénea, de grado uno o linealmente uniforme, 
ya que los efectos, traducidos en rendimientos, se tornan constantes a escala, 
además, el comportamiento marginal de los factores de producción tiende a ser 
positivo, creciente y decreciente, lo que significa que tanto la conducta de los 
agentes económicos, como el funcionamiento del aparato productivo y de los mer-
cados, mantienen conductas lineales que garantizan cierto nivel de beneficios 
(maximización de utilidades).

El planteamiento lineal de la producción clásica parece darle extensión a la 
teoría weberiana de localización industrial, en el sentido de optimizar las líneas 
isodapanas —distancias entre los yacimientos de los factores productivos y el 
mercado de venta-consumo—, de tal forma que, cuanto más próximo se encuentren 
de las diferentes fases del proceso, los tiempos-costos serán menores; lo anterior 
acompañado de conductas tanto racionales como éticas y morales, incidiendo en 
un mayor rendimiento y mejor eficiencia productiva y de consumo.

Esta forma organizativa de la producción, como cadena corta de valor, además 
de propiciar ambientes compactos, da lugar a fuerzas centrípetas que escalan no 
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solo a otras actividades y sectores, sino en las conductas de los agentes económicos, 
generándoles una serie de ventajas, en donde sobresalen (Renner, 2012):

a)	 Aprovechamiento óptimo de las materias primas cuando tienen carácter pere-
cedero o son altamente condensables.

b)	 Optimización de tratamientos adicionales cuando el producto acabado es frágil, 
perecedero y esté sujeto a cambios rápidos de estilo, diseño y tecnología.

c)	 Minimización de los costos energéticos, cuando este sea el componente principal 
de los costos totales.

d)	 Racionalización de los salarios producto de la distancia (a mayor proximidad, 
menores costos de traslado y acceso).

Vaivenes de la racionalidad y las decisiones éticas  
en el sistema de producción

A pesar de los avezados argumentos emitidos por los economistas clásicos, y al 
contrastarlos con algunas perspectivas asociadas a la economía (heterodoxa), filo-
sofía, sicología, sociología e incluso ciencias exactas, como la física, química o bio-
logía, es posible encontrar que el ser humano, en esa connotación racional, ética y 
no egoísta, pierde relevancia.

Así, en el siglo xix se produjo una escisión en el pensamiento social entre la 
economía clásica, neoclásica y su concepto de hombre racional, combinado con el 
individualismo metodológico y las otras ciencias sociales que dieron importancia a 
lo que la propia economía llamaba irracional en forma despectiva —los campos de la 
cultura, sentimientos, sentido estético, los razonamientos y cogniciones cotidianas—, 
vinculadas con concepciones holistas acerca de los fenómenos sociales (Elster, 1990). 
A partir de ello, la economía ignoró polémicas fundamentales, como las del estruc-
turalismo con la fenomenología, del evolucionismo y la contingencia, el historicismo 
y positivismo, funcionalismo con el marxismo, así como las epistemológicas, entre el 
positivismo y la hermenéutica, con Popper; los postestructuralistas, la postmoder-
nidad y las teorías del discurso y los constructivistas (Habermas, 1984).

En esta secuencia, Thomas Hobbes argumentaba que el hombre es egoísta y 
antisocial por naturaleza. Incluso, Jeremy Bhentam asumió que este se comporta de 
forma ambiciosa acorde a sus preferencias de utilidad. Esta conducta, que puede 
calificarse como sicológica, implica que la racionalidad y decisión ética del hombre 
económico es por propio beneficio y no por el de sus semejantes, por lo que cuanta 
más utilidad individual haya, hay mejor bienestar, lo que contradice los plantea-
mientos de la teoría de la abstinencia. La decisión puramente egoísta no es un 
principio de acción estratégica, más bien, es resultado de la violación de los juegos 
cooperativos, es decir, sociales, psicológicos e institucionales.
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La racionalidad individual no necesariamente se sincroniza con la colectiva, ya 
que, cuando el agente o los agentes económicos se enfrentan a varios cursos de 
acción, suele optar por aquella que espera (cuestión de probabilidad) que le genere 
el mejor resultado, independientemente si en términos sociales propicia el mismo 
beneficio. Tal conducta asimétrica obedece a un criterio de preferencias jerarqui-
zadas, que varían entre personas y colectivos; además, este tipo de decisiones, 
enmarcadas en la teoría de la elección racional (ter), se asumen como una pers-
pectiva teórica generalizada en las ciencias del comportamiento humano, cuyo 
ámbito es la interacción humana a toda clase de situaciones sociales, por lo que no 
se cierne únicamente a la concepción del homo economicus de la teoría económica. 

La visión ontológica del ser humano que subyace en la teoría económica parte 
de una primera aproximación, al ser como ente autónomo con naturaleza propia 
e independiente de su desarrollo histórico social. El individuo esencialmente 
bueno de Rousseau, que es corrompido por la sociedad en un extremo, se con-
trapone al sujeto como ente esencialmente conflictivo de Hobbes; el hombre 
como lobo del hombre. 

A pesar de que ambas visiones son delimitadoras del ser humano como ente 
complejo, la esencia (substancia aristotélica) no es algo inherente a cada individuo. 
Es, en su realidad, el conjunto de las relaciones sociales, por lo que la noción del 
homo economicus está intrínsecamente enmarcada en la línea de pensamiento 
occidental, donde la concepción de una naturaleza pasiva sometida a leyes deter-
ministas es una especificidad de occidente, que enfatiza la separación sujeto-objeto, 
propia de la ciencia moderna (Martínez, 2007). 

Lo crucial es que el homo economicus se abrió paso en la lucha de las teorías ante 
las más laxas versiones del homo sociologicus y el zoon politikon. El interés 
egoísta podía ser el fundamento de un vasto edificio conceptual que pretendía 
ofrecer alternativas teóricas superiores a las jamás conocidas. La teoría de la 
elección racional invadió la Psicología; la Antropología; a las teorías como el 
marxismo; e incluso a la misma Biología. Acompañado del arsenal de la teoría 
matemática de juegos; el tsunami teórico creó expectativas con frecuencia 
exageradas sobre su poder explicativo y consistencia lógica (Vidal de la Rosa, 
2008, p. 224).

Esta ruptura se suscitó al dimensionar la racionalidad a la acción humana, donde 
la conducta de los agentes económicos fue más compleja que el homo economicus 
de la teoría económica convencional, ya que el comportamiento de este es parte de 
sus propias acciones, conductas que pueden dar lugar a múltiples propiedades 
irreversibles, derivado del alejamiento del individuo a continuar la experimentación 
de placeres monótonos (Mises, 1996). 
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La racionalidad no se encasilla únicamente en la perspectiva del homo econo-
micus, ya que en la acción social es un criterio analítico que describe comporta-
mientos acotados por marcos normativos (éticos y morales), con pretensiones de 
justicia y equidad, resultado de la coevolución genética y cultural de los grupos 
humanos. Esta pauta racional, cada vez más alejada de la estaticidad y del equilibrio, 
también se explica porque el sujeto no está completamente domesticado; se resiste 
a las lógicas disciplinarias colonizadoras que no terminan de someterlo por com-
pleto, comportamiento que promete una mayor complejidad, ambigüedad y hasta 
precariedad del sistema (Foucault, 2007).

En el teorema de la imposibilidad, planteado por Roy Harrow y Condorcet, se 
argumenta lo impropio que es pensar en acciones colectivas o de comunidad, más 
aún en políticas racionales que engloben las preferencias sociales o de la voluntad 
general, en razón de que las decisiones individuales o institucionales (del Estado) se 
realizan en el marco de los parámetros de consenso aceptables para las partes en 
conflicto, es decir, dentro de un esquema de oscilaciones, como sucede con los 
ciclos productivos del sistema económico; por lo tanto, es evidente que las deci-
siones racionales no son del todo éticas y morales; no existe una decisión óptima 
en el escenario social, más bien, la confrontación de intereses parece ser la norma 
que alimenta la lucha de contrarios y de las propias contradicciones sociales. Resulta 
casi imposible agregar las presencias y preferencias individuales a un criterio de 
utilidad colectivo-social, lógico y consistente.

Este planteamiento divergente de la racionalidad individual vs. racionalidad 
social es justamente una de las críticas que realiza Elster (1995) en términos de que 
el hombre, como agente económico, por un lado, busca decisiones óptimas, pero 
también en ciertas ocasiones sus preferencias y voluntades se tornan débiles, lle-
vándole a elegir irracionalmente. Tal situación, incluso contradictoria y dicotómica, 
imposibilita establecer la mejor de las soluciones, lo que provoca un alto nivel de 
indeterminación, por lo que la decisión que se tome estará determinada por el orden 
de las preferencias individuales, por encima de las colectivas.

En la filosofía kantiana, la capacidad racional autónoma rompe con los prin-
cipios de equilibrio, igualdad y equidad, ya que el problema epistemológico vuelve 
a saltar en la sociología económica cuando el individualismo metodológico clásico 
y neoclásico se le sustituye por la red, pero se conserva el cálculo racional. El primer 
aspecto entraña un nuevo reduccionismo, la realidad social reducida a las redes 
sociales; en el segundo se deja de lado la amplia discusión acerca de sujetos, la 
subjetividad y la construcción de la realidad social por el sujeto. En todo caso, esta 
perspectiva interesada por el desarrollo económico hace eco del antiestatismo de 
la cultura neoliberal y se refugia en lo pequeño de la red social inmediata o de los 
encadenamientos productivos y sus instituciones de coordinación de rango medio 
(De la Garza, 1999).
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A estas ideas se suman las aportaciones de J. Locke, F. Bacón, I. Newton, R. 
Descartes, K. Marx y otros, que definen un derrotero epistemológico más amplio y 
extenso, que sobrepasa los postulados de la racionalidad lineal, del equilibrio del 
mercado, la funcionalidad del circuito económico y la uniformidad del modelo de 
producción; es decir, los criterios céteris páribus, laissez faire y laissez passer empiezan 
a perder vigencia, para asumir que en cualquier actividad desarrollada por el hombre 
(en su carácter de agente económico), o de las unidades de producción, es necesaria 
la intervención de otros actores, empresas, elementos y componentes presentes en 
distintos contextos y latitudes, cuyas interacciones, vinculaciones y asociaciones 
pueden propiciar fallas de mercado, externalidades ambientales y otro tipo de dis-
funcionalidades económicas, consideradas comportamientos irracionales o reac-
ciones naturales de las conductas antrópicas, lo que genera un proceso incesante y 
continuado de complejidad creciente, transformado en bifurcaciones, fluctuaciones 
e inestabilidades productivas.

Kenneth Arrow no sólo podía apuntar contra la presunción de una acción estatal 
en nombre del interés popular o del pueblo, sino también contra la idea, mucho 
menos difundida pero inevitable, de que el mercado es un método de agre-
gación de preferencias consistente y lógicamente sostenible y que el equilibrio 
del mercado es autosostenible. Ideas harto convencionales, como las del interés 
general, el pueblo, y la identidad inequívoca de las mayorías, se convertían en 
construcciones convencionales más o menos arbitrarias y dependientes de la 
manera en que se ordenaran las opciones de los individuos (Vidal de la Rosa, 
2008, p. 223). 

Desde la genealogía foucaultiana, en la linealidad productiva se descartan las 
esencias, ya que el aparato cognitivo-conceptual (conceptos, valores, ética y moral) 
son construcciones que bien pueden rastrearse para comprender su pertinencia 
actual, convirtiéndose en un proceso dinámico que perturba lo que previamente se 
consideraba racional y ético (estable-equilibrado), que fragmenta la consistencia de 
la estaticidad externa (céteris páribus y el laissez faire, laissez passer).

La linealidad asume una condición necesaria, pero insuficiente para la presencia 
de comportamientos complejos (alejados de la racionalidad ética y moral) en un 
sistema dinámico determinista, por lo que el abandono de este modelo supone su 
infuncionalidad en medio de los grandes movimientos y reacomodos propiciados 
por el capitalismo y el libre mercado; así, la ética, como primacía tradicional, queda 
sustituida por el impulso económico y mercantil, lo cual pasa de la ética holística de 
una sociedad conjuntada o polis a una ética contractualista de una sociedad carac-
terizada por el individualismo.

Desde la perspectiva tecnocientífica planteada por Latour (1987), la modelística 
lineal se torna un planteamiento simplista de transferencia de conocimiento y 
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técnicas sumamente criticadas, en razón de que el proceso productivo, conocimientos, 
información, marcos de referencia y la conducta ética y racional de los mismos 
actores se transforman antes de que ocurra la difusión, por lo que estos (los actores) 
crean alianzas (dentro y fuera de la institución), lo que da lugar a la ocurrencia de 
nuevos cambios (como las conductas colusionadas, desventajosas o antiéticas).

A pesar de dichos avances, las teorías relacionadas con los modelos de pro-
ducción aún se mueven dentro de los estrechos marcos epistemológicos y metodo-
lógicos de las doctrinas económicas clásica y neoclásica, con predominio de com-
portamientos racionales equilibrados y de estática comparativa, con ciertas 
limitaciones para dar cabida e incorporar a otros grandes fenómenos que teorías 
sociales de este siglo asumen como fundamentales, como las relaciones entre 
estructuras (puntualizando en la concepción disciplinaria o multidisciplinaria), sub-
jetividades (sujetos y la manera como elaboran sus estrategias), así como acciones 
(individuales y colectivas). Por lo anterior, los parámetros derivados de la noción 
canónica de ciencia no pueden seguir manteniéndose, incidiendo en la necesidad de 
que la filosofía de la ciencia dé cabida a la dinámica no lineal, sobre todo porque del 
comportamiento de un sistema de producción como el capitalismo, si bien pueden 
conocerse las causas que determinan su conducta, los efectos multiplicadores no 
siempre se deducen, ya que, a pesar de divergencias marginales, las repercusiones 
carecen de proporcionalidad, con la posibilidad de crecer e, incluso, generar saltos 
exponenciales.

En el seno de la semántica del desarrollo y del sistema de producción mercantil 
opera un dispositivo que visualiza la sociedad desde un horizonte deseado, donde 
se desdobla la observación de lo real en su relación con un cierto estado racional y 
ético ideal que no siempre existe. Por lo que, desde una óptica sistémica y compleja, 
es posible comprender los efectos del principio de no factibilidad del orden lineal, 
dada la serie de erraticidades, inestabilidades y conductas irracionales que emergen 
en el entorno. 

El comportamiento de los hombres (agentes económicos desde la teoría eco-
nómica) no es siempre, ni debe serlo, de tipo racional. Cuántas decisiones se 
toman por preferencias totalmente irracionales en la vida cotidiana. La manera 
en que el hombre moldea sus preferencias y creencias depende de las restric-
ciones impuestas por su contexto y por su propia condición. El consumo y las 
simpatías políticas, por ejemplo, no están sujetos por un modelo canónico de qué 
es lo racional y qué no lo es (Elster, 1995, p. 41).

Así, el supuesto de estaticidad y conductas racionales de los agentes económicos, 
de uso recurrente en la economía convencional, denota un abordaje fenomeno-
lógico aislado, sin considerar las condiciones externas, lo que evidencia un estudio 
de vacío social. Dicho individualismo metodológico, predominante en la doctrina 



David Iglesias Piña

económica eurocéntrica, se encuentra intrínsecamente unido a la teoría de la 
elección racional, donde los axiomas de esta enfatizan en el agente individual y no 
a sistemas sociales, ocupándose de la deliberación que precede a la acción, no desde 
un abordaje praxeológico, sino que simplifica el comportamiento hasta el extremo 
de poderlo modelar en fórmulas matemáticas. 

En esta concepción modelística lineal, carente de carácter sistémico y complejo, 
la sociedad y su entorno quedan reducidos a un conjunto de agentes económicos 
que se distinguen por su talento particular, bajo la premisa de que el todo es igual a 
la suma de sus partes. Intentar comprender un fenómeno aislado aporta poca infor-
mación para vislumbrar su posible comportamiento real y la manera como interac-
ciona con el resto de las variables (carácter complejo) sobre su única forma de 
manifestarse como hecho. En esta secuencia de las conductas lineales se deriva la 
visión macroeconómica y del mundo, como un conjunto de engranajes mecánicos 
que se comportan homogéneamente (conducta predecible y estable), ya que cada 
uno de estos se considera aislado y aprehendido, cuyo resultado final también es 
aprehendido, dadas las condiciones iniciales perfectamente especificadas e identi-
ficables, es decir, una situación de equipotencialidad entre causa y efecto clara-
mente perceptible.

Esta manera de abordar, pensar e imaginar el comportamiento racional, ético 
y moral del sistema de producción se asimila al planteamiento de la biología fijista, 
al otorgarle un orden natural, inmutable y que más bien no registra cambios en su 
devenir. Con dicha conducta estable se cuestionan los modelos en tanto represen-
taciones simplificadas de la realidad, como el abordaje epistemológico subyacente 
y el individualismo metodológico. Ese enfoque fragmentario y reduccionista olvida 
que la economía no es más que un aspecto de una estructura ecológica y social; 
omite el atributo orgánico-sistémico, integrado por seres humanos y un medio 
ambiente con frecuentes y crecientes interacciones, para dar cabida al caos y azar 
como elementos intrínsecamente constitutivos de la naturaleza (Martínez, 2007).

Desde la perspectiva de la ética empero, la corrupción política y/o social no es el 
único enemigo del sistema económico. Éste necesita de una dosis mínima de 
comportamiento ético por parte de los agentes económicos en todos los círculos 
de actividad: trabajo, consumo, producción, entre otros. Basta imaginar qué 
ocurriría en cualquier economía donde existiera un incumplimiento sistemático 
de contratos y compromisos. Obviamente, la falta de formalidad y la desconfianza 
personal alcanzarían tal grado que, junto al caos generalizado, desaparecería 
cualquier proceso de inversión productiva, y el funcionamiento del sistema ins-
titucional y privado quedarían prácticamente paralizados, por lo que, cuanto 
menor dosis de ética exista en la economía, mayores dificultades aparecerán para 
el crecimiento y la prosperidad económica (Guzmán, 2005, p. 19).
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A través de la desinstitucionalización y la desfuncionalización de las relaciones de 
poder se puede saber cómo y por qué los componentes son inestables. Queda claro 
que el comportamiento de estos (como el capital y la tecnología) no son estruc-
turas rígidas que pretenden inmovilizar procesos vivos (como la fuerza de trabajo y 
la capacidad creativa) por medio de su propia inamovilidad, más bien, los factores 
incidentes en los procesos de producción se modifican incesantemente, sea por su 
naturaleza o por la acción de numerosos factores (externos), que al final evidencian 
el dinamismo de las instituciones y sus componentes; cuestionan las conductas 
lineales y equilibradas del sistema económico y los mercados, cuya esencia es natu-
ralmente inestable y cíclica, y que difícilmente pueden aproximarse a situaciones 
de equilibrio (Foucault, 2007), como se aprecia en la Figura 3.

Figura 3. Comportamiento inestable del mercado

Fuente: Elaboración propia, 2024.

La serie de interacciones presentes en la economía le da un carácter dinámico, 
sistémico y articulado a la parte productiva; se torna un fenómeno complejo a 
través de la acumulación de más y mejores factores productivos, cuya utilización, 
sobre una base técnica avanzada, amplía las posibilidades de generación de satis-
factores sociales. Esta labor generativa se asume como un proceso dinámico alejado 
del equilibrio, que más bien entraña cambios continuos y frecuentes en las diversas 
estructuras sectoriales.

Las interacciones crecientes generan amplitud a la linealidad productiva y crean 
una serie de ciclos que expanden el comportamiento de los hechos que ocurren 
simultáneamente y que se reproducen asimétricamente, con comportamientos que 
fluctúan en diferentes momentos, situaciones y condiciones, lo cual hace que la 
predictibilidad, el equilibrio y la estaticidad sean inciertos e, incluso, ilusorios, en 
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medio del azar, la incertidumbre, el caos y el riesgo, alejados de la estabilidad y, más 
aún, del comportamiento ético y racional de los agentes económicos.

El interés propio es un artilugio analítico, pero es sólo una parte del complejo 
conjunto de motivos y conductas mostradas por los seres humanos como seres 
sociales. El homo economicus tradicional, el arquetipo maximizador y egoísta, 
generalmente miope, es un caso particular en el complejo de mecanismos de 
cooperación colectiva. Heterogeneidad, versatilidad y plasticidad, entonces, son 
los rasgos que describen mejor que el egoísmo; las características que los modelos 
de conducta racional deben incluir (Vidal de la Rosa, 2008, p. 227).

En los planteamientos novedosos de la producción se acentúa la discusión de si las 
tendencias productivas deben estar orientadas a integrar una perspectiva sistémica 
con una fuerte base técnico-tecnológica (internet de las cosas, automatización, big 
data, seguridad informática, realidad aumentada, manufactura aditiva, robots, 
cobots, cloud computing, software de simulación, redes computacionales e inteli-
gencia artificial) que influya determinantemente para eficientar los procesos o, si 
más bien, se perfila hacia nuevas modelísticas productivas antropocéntricas, con 
perfiles altamente especializados que imprimen valor agregado y extensión de vida 
útil a los bienes y servicios generados (Kern y Schumann, 1998).

Cuando Keynes asume anticipadamente que la producción y el crecimiento son 
determinantes de la inversión en la economía, concebido como sistema, concluye 
que este conjunto de relaciones determina la tasa de crecimiento, con un compor-
tamiento inestable. Incluso, Harrod le dio amplitud a este planteamiento, que 
mediante demostración modelística evidenció la inestabilidad del crecimiento, 
explicado por la irracionalidad de los agentes económicos, la dinamicidad de los 
factores productivos, el azar de los instrumentos monetarios y la incertidumbre de 
las intervenciones estatales vía el gasto público (presupuesto de Estado). En suma, 
tanto la producción, los mercados, la economía y el crecimiento son entornos de 
equilibrio dinámico (comportamientos inestables).

En este contexto, la ética y la moral adquieren un sentido de responsabilidad 
personal; desde la perspectiva kantiana, su distanciamiento favorece la impunidad, la 
intolerancia y el incumplimiento de los compromisos adquiridos. Así, en el ámbito del 
sistema económico mundial, al no existir un gobierno efectivo de alcance interna-
cional, la ética cobra mayor importancia y su ausencia o debilidad propicia los fla-
grantes abusos que se dan, por ejemplo con el trabajo infantil, los comportamientos 
sociales y comerciales desventajosos (dumping), con el proteccionismo desmesurado, 
la explotación de la fuerza de trabajo y la precariedad salarial que, en general, bene-
fician a una minoría a costa del perjuicio colectivo; sin embargo, esta es la naturaleza 
de la irracionalidad ética y moral de los agentes económicos (Guzmán, 2005).
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Así, el reduccionismo clásico de la producción se densificó para considerar 
que el modelo lineal debe tener una connotación más compleja, sumada a la 
conducta natural no racional del ser humano como agente económico. El mismo 
Prigogine argumenta que esta extensión teórica es una reconceptualización cien-
tífica, tanto en el campo de las ciencias duras como de las blandas, por tanto, la 
visión de la naturaleza y de la producción se dirigen hacia lo múltiple, lo temporal 
y lo complejo.

La realidad productiva tiene un carácter puramente evolutivo e irreversible y se 
asocia con la entropía. No obstante, la irreversibilidad ya no se vincula solamente al 
aumento del desorden, por el contrario, los desarrollos más recientes de la dinámica 
del no-equilibrio muestran que aquella puede conducir a la vez al desorden y a la 
irracionalidad, por lo que resulta necesaria la nueva formulación de la dinámica que 
presenta la teoría del caos para describir el mundo (económico y productivo) como 
una realidad de fluctuaciones, bifurcaciones, asimetrías e inestabilidades en todos 
los niveles. Los sistemas estables conducentes a certidumbres corresponden a 
idealizaciones. Así, en la ciencia económica, cuando emergen nuevos valores y 
realidades, se producen rupturas de simetría que obligan a crear formas de orga-
nización distintas para los nuevos niveles de complejidad, de los que emanan 
novedosas propiedades para los que son necesarios planteamientos coherentes 
(Prigogine, 1997).

La no-linealidad del sistema de producción 
y las irracionalidades éticas

Epistemológicamente, la teoría económica se articula como un remedo de la física 
newtoniana, explicado por el carácter coevolutivo de la economía que escala simé-
trica o asimétricamente. En este acompañamiento multidisciplinario de la ciencia 
económica, el paradigma kantiano se asume como correlato de la mecánica vec-
torial, que, a través de fundamentos paramétricos, estadísticos, econométricos y 
algebraicos reviste de credibilidad la evidencia económica, cuya cuantificación 
avizora comportamientos vigentes y próximos, constatando el carácter dinámico 
del sistema económico.

El carácter cuántico de la fenomenología económica, a través de algunos prin-
cipios de la física, química o biología para explicar el crecimiento y desarrollo de la 
producción, así como sus externalidades escalares, brinda a la economía una apa-
rente imagen de ciencia exacta. A pesar de privilegiar que las decisiones y conductas 
de los agentes económicos sobre la administración de sus recursos escasos sean 
cuantificables en términos nominales, la fenomenología económica ha permitido 
justificar el desarrollo matemático y estadístico de esta ciencia, con la intención de 
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saldar sus deficiencias epistemológicas a través de métodos cuantitativos cada vez 
más sofisticados (Abreu, 2014). 

El atributo fenomenológico de los hechos económicos, aunado a la necesidad 
de una interpretación multidisciplinaria que brinde amplitud comprensiva y contun-
dencia argumentativa, requiere considerar no solo variables endógenas, sino 
también exógenas, para que, a través de los aportes emanados de otras áreas del 
conocimiento —como la bioeconomía, ecología industrial, sistema productivo sus-
tentable, economía del no-equilibrio, dinámicas no-lineales, ética en los negocios, 
ética de las empresas, empresas socialmente responsables, biofilia—, permitan 
hacer construcciones teórico-epistémicas y metodológicas de mayor alcance, en 
aras de brindar significativa claridad a la fenomenología de interés.

La termodinámica del no equilibrio planteada por Prigogine, caracterizada por 
estructuras disipativas que se alejan del equilibrio, representa una de las extensiones 
científicas que dan cuenta de los comportamientos y procesos no deterministas, 
emergentes y auto organizativos regidos por el azar que propician otros sistemas 
de complejidad creciente, como la diversificación de mercados, competencia de 
precios, generación de residuos sólidos, emulación y preferencias de consumo indu-
cidos, mercantilización de los recursos naturales como base de la producción y, 
sobre todo, comportamientos antiéticos e irracionales de los agentes económicos 
(Delgado, 2011; Ortiz et al., 2016).

En esta secuencia, Nicolás Kaldor asume que el equilibrio en los mercados, en 
la producción y en la economía resulta irrelevante, ya que las conductas son, ante 
todo, un proceso de desequilibrio, por lo que el interés debe orientarse a identificar 
los mecanismos de transmisión en los procesos de cambio estructural (dinámica 
de no equilibrio) antes que en comportamientos equilibrados que pueden no existir 
en el largo plazo.

Así, el problema económico no se limita a qué, cómo y para quién producir con 
los recursos productivos escasos, sino que esta decisión de transformación material 
y valor agregado permea en todas las esferas de la acción humana, donde las rela-
ciones de poder juegan un papel fundamental, por lo que la economía se caracteriza 
como un entorno repleto de fenómenos dinámicos que van desde catástrofes del 
mercado bursátil y del sistema de producción, hasta las externalidades reticulares 
gestadas en las diversas líneas productivas y de consumo, dando razonamiento a la 
dinámica no lineal para explicar y analizar dichas fenomenologías.

Roy Harrod, en su planteamiento del crecimiento proporcionado, va mucho 
más allá del sistema de producción lineal, al argumentar que algunas de las carac-
terísticas del capitalismo son la incertidumbre, los riesgos y la vulnerabilidad de la 
inversión; por tanto, resulta trivial una situación de igualdad y equilibrio entre las 
variables; y las conductas sociales, más bien, son erráticas, irracionales, antiéticas 
y carentes de moralidad, y pueden dar lugar a la emergencia de ciclos económicos y 
brechas sociales.
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Con esta extensión de interacciones no solo queda sobrepasado el reduccio-
nismo económico productivo, sino recalca que todas las variables sociales están 
estrechamente vinculadas, como también lo están el total de las disciplinas de las 
ciencias (humanas y naturales, máxime al referirse al sistema de producción), por lo 
que la complejidad de la realidad social es multidisciplinaria con comportamientos 
complejos. En esta secuencia, Bunge (2001) argumenta que las ciencias sociales son 
una, no porque todas se hayan reducido a una ciencia más básica, más bien porque, 
en virtud de los puentes entre ellas, constituyen un sistema. 

Así, los comportamientos complejos ya no están acotados únicamente al campo 
de la biología, más bien han permeado en la física, en las leyes de la naturaleza, en 
las ciencias económicas y sociales, así como en las líneas de producción, lo que da 
lugar a la termodinámica de los procesos irreversibles (sistemas de no equilibrio). A 
lo anterior se agrega que los agentes económicos no solo transforman la realidad de 
acuerdo con las presiones referidas y su subjetividad, también propician la emer-
gencia interactiva de determinadas formas que completan el circuito entre estruc-
turas, valoraciones personales y acciones, que en su análisis concreto y complejo 
pueden dar cuenta de la diversidad de modelos productivos para abrir opciones de 
cambio más allá de la lógica positivista que permea en la doctrina económica clásica 
y neoclásica, así como en diversas teorías contemporáneas en torno al tema. 

Frente a la idea de devenir se puede oponer la de construcción, acotada por 
organizaciones que cambian andamiajes individuales y la realidad material, sobre 
todo porque la irracionalidad individual o dinámica no lineal hace referencia a com-
portamientos y procesos no deterministas, emergentes y autoorganizativos, que 
dan lugar a sistemas de complejidad creciente, por lo que no existe una única 
solución a un problema determinado. Así, los criterios de maximización y optimi-
zación de la racionalidad clásica, con un carácter predominante, quedan reducidos 
al análisis de una situación y de un problema local (Maldonado, 2005):

En esta perspectiva de complejidad creciente en el sistema de producción, no 
solo convergen factores productivos y agentes económicos con diferentes 
conductas, también toman relevancia las reacciones e interacciones, por lo que 
la producción, ahora vista como sistema complejo, se torna elástica, ya que, 
ante cualquier alteración de los factores incidentes, directa o indirectamente, 
hace que este (sistema) sea dinámico, desvaneciendo su carácter lineal. Lo 
anterior implica que el sistema productivo se convierta en un ambiente alta-
mente sensible a las innovaciones, a los cambios, ajustes, reestructuraciones, 
reconversiones, adaptaciones, perturbaciones o contingencias de la línea de 
proceso y valor.

Esta sensibilidad productiva no solo altera la estabilidad de la cadena del proceso y 
el valor propiamente dicha, sino que genera una serie de cambios marginales e 
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incluso incrementales (efectos multiplicadores y escalares), que se disipan en otras 
latitudes, reflejando escasez, variación de costos, precios, utilidad y satisfacción de 
beneficios individuales y sociales, rompiendo con el principio de las expectativas 
racionales (planteada por la teoría económica clásica) y el óptimo paretiano, 
ampliando significativamente la distancia del equilibrio walrasiano y sayesiano.

Los no equilibrios, que desde la teoría económica clásica y neoclásica pueden 
interpretarse como ciclos cortos y largos, constituyen la emergencia del orden (una 
posibilidad de estática comparativa formalizada por los economistas John Hicks y 
Paul A. Samuelson), en donde en este no equilibrio —bifurcación— se agregan o se 
generan reacciones extraeconómicas, incorporando principios históricos de la física 
y la química que, en el positivismo lógico, parecían reservados a las ciencias duras, 
como la biología, la astronomía y las matemáticas: sin embargo, por esta emer-
gencia de recientes ordenaciones que propician novedosos acomodos, los fenó-
menos sociales, económicos, culturales, físicos y químicos encuentran espirales 
de convergencia, donde la no linealidad es el elemento esencial de un nuevo 
enfoque dinámico, tanto en las ciencias naturales, en general, como en la eco-
nomía, en particular. 

La visión compleja del sistema de producción es lo que demanda; exige 
replantear las bases epistemológicas disciplinarias para crear perspectivas transdis-
ciplinarias y transversales que aporten mayor información, a fin de ampliar los 
paradigmas que otorguen más y mejores elementos de comprensión del ambiente, 
de la producción, de la racionalidad humana y de su sobrevivencia. Los plantea-
mientos, tanto de Prigogine como de Jacques Monod, que exponen una dialéctica 
entre el caos y el orden, irrumpen en el replanteamiento de la concepción humana 
sobre la situalidad, el universo y la cosmovisión, cuya conducta no lineal de los 
hechos económicos, como la producción, toman un carácter dinámico, sistémico y 
complejo, donde el azar constituye el elemento flecha del tiempo. Los aconteci-
mientos azarosos son únicos, con ocurrencia espaciotemporal determinados por el 
sector externo (el universo), la naturaleza, los fenómenos emergentes y, quizás, 
hasta de las leyes naturales.

El dinamismo de la línea de producción, como sistema económico, no solo 
pone en evidencia la conducta errática (que bien se puede acercar o alejar del 
“equilibrio”), sino la amplitud teórico-epistemológica interpretativa desde dife-
rentes áreas del conocimiento. Mientras la física cuántica y moderna muestran una 
distancia disciplinaria a la praxis económica y social, a pesar del uso frecuente de 
métodos estadísticos, algebraicos y econométricos, la física newtoniana intenta 
cerrar esta brecha a través de las diversas aplicaciones técnicas trasladadas a la eco-
nomía y a las ciencias sociales, en el intento de dar una mayor explicación a la serie 
de situaciones caóticas que enfrenta actualmente el hombre, acompañado de los 
fundamentos epistemológicos pertinentes para definir y configurar criterios deci-
sionales racionales, éticos y morales, acorde a preferencias sociales por encima de 
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las individuales, justificado por algunas motivaciones económicas marshallianas 
(Guzmán, 2005):

a)	 Búsqueda de la propia ventaja económica y el miedo a la necesidad económica.
b)	 Miedo al castigo y la esperanza a la recompensa.
c)	 Sentimiento del honor y la búsqueda de la estima de los demás.
d)	 Placer por la actividad.

Así, aceptar la contingencia de la realidad económica y del sistema de producción 
exige amplitud epistemológica que trascienda a lo interdisciplinario, sistémico y 
complejo, partiendo del enfoque ideográfico en la ciencia económica, en cuyo tra-
yecto se genere abstracción para incorporar renovados conocimientos, como la tasa 
de benevolencia planteada por K. Boulding, que brinde mayor claridad tanto a la línea 
productiva como a las decisiones humanas, concebida ahora como sistema complejo 
no lineal, ya que este, asimilado a los sistemas alejados del equilibrio, las fluctua-
ciones, las bifurcaciones y la irreversibilidades son fenómenos que siguen y acaecen 
contemporáneamente (Maldonado, 2005).

La actividad económica de cualquier agente en el sistema capitalista, además 
de fundamentarse en el principio de la máxima ganancia, también debe tomar en 
consideración los principios éticos y morales que van más allá del egoísmo individual 
pecuniario, como no perjudicar a los demás, tener respeto a la salud pública y al 
medio ambiente; por lo que, si se pretenden cumplir los principios éticos y morales 
básicos, es necesario armonizar los intereses particulares con los colectivos, 
mediante la aceptación generalizada de los valores adherentes al ser humano, ale-
jados del carácter económico-mercantilista-utilitarista. La existencia de plantea-
mientos y códigos éticos pertinentes facilita la compatibilidad de los objetivos 
empresariales con el interés del resto de los agentes económicos (como los traba-
jadores, clientes, proveedores), incluso de toda la sociedad.

Reflexiones finales

A pesar de los argumentos convencionales de la teoría económica clásica en torno 
a la funcionalidad de la producción lineal y de las decisiones ético racionales de los 
agentes económicos, su contundencia teórica, modelística e instrumental encontró 
limitaciones para explicar el comportamiento errático y no racional tanto de las 
unidades de producción como de los agentes; por tanto, el criterio céteris páribus y 
laissez faire, laissez passer desvaneció su robustez frente a la dinámica no lineal, 
derivado de las múltiples interacciones y las fallas de mercado, producto de los 
comportamientos y decisiones irracionales, que, a su vez, inciden en un mayor 
dinamismo del sistema económico.
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El comportamiento tanto de la línea productiva como de los agentes econó-
micos, el mercado y el sistema económico evidenció que la estaticidad fenece, lle-
gando a su nulificación y, por ende, a la inviabilidad del equilibrio y de la racionalidad 
ética humana; más bien, este juego libre del entorno conduce a comportamientos 
inestables que cada vez se distancian de las conductas predecibles y equilibradas, 
creando escenarios de azar, caos, incertidumbre y de expectativas subóptimas (irra-
cionalidades y conductas antiéticas). 

Frente a esos comportamientos complejos, las teorías económicas clásica y 
neoclásica encuentran una serie de discusiones y debates discursivos, cuyo enfoque 
disciplinario acota la explicación de las fallas de mercado y la existencia de conductas 
no lineales alejadas del equilibrio, por lo que el alcance modelístico e instrumental 
se ve sobrepasado por el carácter complejo de la línea productiva y la irracionalidad 
social de los agentes económicos. El sistema de producción no lineal enfatiza que 
los comportamientos y procesos no deterministas, emergentes y auto organizativos 
dan lugar a otros sistemas de complejidad creciente, que van perfilando las con-
ductas individuales y sociales, siguiendo preferencias particulares antes que colec-
tivas. Por tanto, la idea del equilibrio del sistema económico, las decisiones y 
expectativas racionales, así como las conductas ético morales, quedan reducidos a 
meros planteamientos modelísticos, rebasados con las condiciones del entorno, el 
poder del mercado, las preferencias de las personas como agentes económicos y la 
jerarquización de necesidades, que inducen a cambios repentinos, incluso, radi-
cales de las decisiones, lo que rompe con las bases normativas institucionales, al 
grado de llegar a la impunidad y a comportamientos azarosos caóticos.
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La Hidra contemporánea: 
violencias institucionales como 
fragmentación de los derechos 

humanos de las mujeres
Clara Patricia Muñoz Quintero* 

Introducción

Este texto se adentra en una de las heridas más profundas del México contempo-
ráneo: la violencia feminicida. Para intentar comprenderla, se propone una lectura 
simbólica y crítica a través de la figura de la Hidra de Lerna. No se trata solo de una 
imagen mitológica, sino de un método para pensar. La Hidra permite imaginar la 
violencia como un cuerpo con múltiples cabezas que, al ser cortadas, vuelven a 
brotar; cada una representa un rostro distinto del mismo monstruo: el narcoestado, 
la masculinización del Estado, la cultura de la violencia y el papel del propio Estado 
frente a ella. Así, el feminicidio no aparece como un hecho aislado, sino como la 
manifestación de una red en la que poder, impunidad y capitalismo se entrelazan 
en una estructura viva, regenerativa y voraz.

El texto se construye a partir de un método crítico analítico sustentado en el 
diálogo entre teoría y contexto. Se retoman las aportaciones de autores como Fou-
cault, Butler, Mbembe, Žižek o Lagarde para entretejer una lectura que no se con-
forma con describir la violencia, sino que busca desnudar sus raíces estructurales, 
simbólicas y políticas. Más que ofrecer respuestas cerradas, el artículo propone un 
ejercicio de pensamiento que se desplaza entre la filosofía, la sociología y la crítica 
cultural, para situar la violencia de género como síntoma de un sistema enfermo.

La primera sección, “Primera cabeza”, explora las raíces teóricas y filosóficas 
de la violencia, examinando su relación con el poder y el capitalismo. En la “Segunda 
cabeza”, el análisis se centra en la configuración del narcoestado y en la masculini-
zación del Estado como dispositivos de control y legitimación de la violencia. La 
“Tercera cabeza” aborda la violencia como construcción cultural: su normalización, 
su vínculo con la economía del deseo y su inserción en las lógicas del consumo 
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capitalista. Finalmente, en la “Cuarta cabeza”, se examina el papel del Estado 
mexicano frente al feminicidio, sus omisiones, su responsabilidad jurídica y moral, 
así como las implicaciones del marco legal que intenta —sin mucho éxito— con-
tener la tragedia.

En conjunto, el presente capítulo busca abrir un espacio de reflexión crítica 
frente a la monstruosidad cotidiana de la violencia de género en México. No se trata 
solo de pensar al monstruo, sino de reconocer que lo alimentamos entre todos: con 
el silencio, con la indiferencia, con un Estado que se desangra y deja desangrar.

Hablar de los feminicidios en México es hablar de un monstruo de varias cabezas 
que atraviesa cada uno de los andamios que componen la realidad social de nuestro 
país. Creemos que para acabar con ese monstruo es necesario partir desde una visión 
crítica sobre el problema, más allá del discurso orientado a reducir a las víctimas a una 
estadística; esto es, enfocar el análisis a partir de la transformación del sentido de la 
violencia, de la muerte de las mujeres y, al mismo tiempo, replantear del papel del 
Estado mexicano; ambas cuestiones frente a la nueva fase del capitalismo.

Primera cabeza

Una de las cabezas de ese monstruo apunta a la distópica realidad mexicana, donde 
el derramamiento de sangre y la detonación de la violencia desmedida da noticia, 
por un lado, “del hecho de que en los intersticios del capitalismo nadie tiene nada 
que perder, porque la vida (el último de los grandes tabúes) ya no es importante” 
(Valencia, 2016); por otro lado, de la ausencia del Estado y de sus facultades para 
regular/resguardar la seguridad y el bienestar de las mujeres.

Si bien es cierto que la violencia es un fenómeno que no se ha separado de 
nosotros desde los inicios de la humanidad, también es cierto que, a través del 
tiempo, ha sido abordada desde horizontes histórico-sociales específicos: con 
Maquiavelo, como una herramienta determinante para el acceso y la conservación 
del poder (Maquiavelo, 2004); con Hobbes, como un aspecto de la condición 
humana y “la sociabilidad” (Hobbes, 2003). Sumado a los abordajes anteriores, 
encontramos algunos teóricos contemporáneos que tratan el tema de la violencia 
desde perspectivas filosóficas y sociopolíticas hondamente interrelacionadas con el 
poder, la subjetividad, el cuerpo y el contexto histórico. Algunos de estos pensa-
dores son: Slavoj Žižek, quien examina la violencia como una manifestación estruc-
tural del capitalismo y la ideología dominante, proponiendo una diferencia entre 
violencia subjetiva (explícita) y objetiva (sistémica), donde la última es la más 
engañosa (Žižek, 2008); Judith Butler aborda la violencia por medio del concepto de 
cuerpos vulnerables y aquí resalta cómo las normativas de género y la “violencia nor-
mativa” regulan y excluyen a ciertos cuerpos, configurando los que son considerados 
“valiosos” y donde la violencia está vinculada a la frágil existencia de los cuerpos en 
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condiciones de marginalidad y deshumanización (Butler, 1993, 2004, 2009). En el 
mismo orden de ideas, Giorgio Agamben se encarga de explorar la violencia en 
relación con el “estado de excepción”, donde el poder político suspende las normas 
legales y, al hacerlo, ejerce violencia directa sobre la vida de las personas, reducién-
dolas a una “vida desnuda”; además, desde su perspectiva, muestra cómo la violencia 
es una herramienta de control sociopolítico, especialmente en contextos de crisis 
(Agamben, 1999, 2005). Achille Mbembe introduce el concepto de necropolítica, el 
cual describe estructuras coloniales y neocoloniales que organizan la muerte de 
determinadas poblaciones como una forma de control político; la violencia, bajo esta 
óptica, es una forma de dominación que se materializa en la capacidad de decidir 
quién vive y quién muere, recalcando las dinámicas de poder racializadas en las que 
ciertas vidas son concebidas como innecesarias (Mbembe, 2008).

Bajo este breve acercamiento al concepto de violencia de la mano de diferentes 
autores, debemos tener presente que no es casualidad que dicho concepto se haya 
transformado en un eje transversal de análisis de la realidad actual, donde la vio-
lencia, en el último siglo, se recrudeció. Como menciona Charles Tilly (2007, p. 56).

En términos absolutos (y per cápita), el siglo xx ha sido el más violento de los 
últimos diez milenios del planeta. Partiendo del balance de víctimas en conflictos 
armados, principalmente en las guerras mundiales (primera y segunda) y recor-
dando que en la segunda mitad del siglo xx las prácticas militares que siguen 
prevaleciendo responden a nombres como los de la guerrilla, conflicto de baja 
intensidad, genocidio, politicidio, democidio o limpieza étnica.

Siguiendo esta misma tesitura, en los últimos años la violencia se ha radicalizado en 
la nueva fase del neoliberalismo y bajo el cobijo del capitalismo gore (Valencia, 
2016); la violencia se utiliza como una tecnología de control y forma parte de una 
construcción cultural de la violencia contra las mujeres. 

Segunda cabeza

Como una tecnología de control, partimos desde las afirmaciones de Michel Fou-
cault (2010, p. 852), que manifiestan que la biopolítica se encarga de la adminis-
tración de la vida de una población: 

Aunque no por ello habrá de pensarse como una masa colectiva o como un 
problema global, sino como una red compleja de poderes que requieren ser 
gestionados con profundidad entre la población, el territorio y la riqueza, se le 
reconoce como economía política. La población en la biopolítica aparece como 
el fin y como el instrumento del gobierno estatal. 
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Al mismo tiempo, la necropolítica —término acuñado por Achille Mbembe (2008)— 
funciona como un concepto teórico que permite comprender el funcionamiento de 
un Estado que se desvanece ante prácticas violentas que anteponen el control 
sobre la muerte de los sujetos, abriendo paso a sus propias lógicas basadas en la 
violencia y el terror. Aquí es donde parece vislumbrarse que la violencia forma parte 
de la administración política estatal posmoderna y, como desarrollaremos más 
adelante, forma parte ineludible de los feminicidios en México, donde la violencia 
feminicida y los cuerpos de las mujeres desaparecidas y asesinadas son un eslabón 
más dentro de la microfísica del poder —en palabras de Foucault—, ya que se entre-
tejen las múltiples formas de ejercer la dominación y de cómo el poder, de manera 
sutil y difusa, se manifiesta en la violencia de género, en las relaciones sociales y en 
las instituciones del Estado que permiten que los feminicidios se perpetúen o 
queden impunes.

Como hemos visto, la violencia es un tema que ha ocupado las páginas de varias 
investigaciones. No es casualidad que, a través del tiempo y derivado de cada con-
texto histórico, la violencia (como categoría interpretativa) posea sus propios 
matices. Es así como en México, enclavado en el denominado “tercer mundo” donde 
los efectos del capitalismo gore (Valencia, 2016) son evidentes y brutales, encon-
tramos que debemos reflexionar sobre las lógicas, los procesos y las consecuencias 
de la violencia como elemento de análisis epistemológico. 

La reflexión anterior inicia con el recordatorio de que la última mitad del siglo 
xx anunció profundos cambios en la sociedad latinoamericana. Eventos como la 
caída del gobierno militar en Colombia, el inicio de la Guerra Civil en Guatemala, el 
establecimiento de las dictaduras militares en la mayoría de los países latinoameri-
canos, la caída del Muro de Berlín, el fin de la Guerra Fría, la derrota del proyecto 
socialista y la consolidación del modelo neoliberal fueron hechos que marcaron la 
pauta de las realidades latinoamericanas: espirales de violencia y crímenes derivados 
de la pauperización y el encarecimiento de la vida, de una mayor marginalización de 
los sectores empobrecidos (como los analfabetas o los pueblos originarios), pro-
blemas estructurales, crisis urbanas locales, etcétera.

En el caso de México, esas transformaciones trajeron una nueva manera en la 
que el Estado mexicano detentaría el poder y reproduciría prácticas para justificar 
su actuar. Es así como, a partir de la década de los 90, fueron estableciéndose sis-
temas de violencia enmarcados en lo que varios autores denominan narcoestado;1 
esto es, el grado en el que el narcotráfico ha permeado las diferentes instituciones 

1   Algunos de estos autores son Omar García y Lorenzo Meyer, con La guerra en el norte: Los cárteles de la 
droga y el Estado; Diego Gambetta, con La mafia y el Estado; Eduardo González Velázquez, con El narco en 
la política mexicana; Fernando Escalante Gonzalbo, con El narco en México: Historia de un fenómeno social 
y político; Julio César Mondragón, con El narcoestado en México; Luis Astorga, con El siglo de las drogas: 
El narcotráfico en México; Gustavo de la Rosa, con La descomposición del Estado en México; Ruth Corona, 
con La guerra contra las drogas: El fracaso del Estado mexicano, entre otros. 
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estatales, las fuerzas de seguridad y las élites políticas, y cómo la corrupción y la 
impunidad han permitido que los cárteles mantengan una relación de poder con el 
Estado mexicano.

De tal modo, tenemos que el Estado se ve comprometido por corrupción, 
complicidad o incapacidad con el poder de los cárteles de droga. Además, el país se 
encuentra inmerso en la dinámica de la globalización, donde la violencia se ha 
sumado como una plataforma para mantener el control de los ciudadanos. Asimismo, 
no debemos olvidar el hecho que, en un contexto de narcoestado donde las estruc-
turas de poder y las instituciones se vuelven cada vez más débiles, corruptas y con-
troladas por el narcotráfico, las mujeres enfrentan una violencia estructural que se 
manifiesta de formas diversas. Una de estas formas es la impunidad ya que, en un 
narcoestado con predominantes instituciones estatales (la policía, la justicia) impreg-
nadas por el narcotráfico (sus códigos, sistemas y valores) o por la complicidad de 
estos actores, la impunidad es uno de los factores clave para perpetuar la violencia, 
incluida la violencia contra las mujeres. Las mujeres que sufren violencia no pueden 
recurrir a las autoridades con total confianza para obtener protección porque estas 
instituciones, desgraciadamente, están corrompidas o son ineficaces. Esto facilita 
que los agresores, incluidos miembros del propio crimen organizado o incluso auto-
ridades estatales, actúen con total libertad y sin temor a las consecuencias.

Otra de las formas es la normalización de la violencia. Aquí no solamente 
hablamos de la violencia entre grupos criminales puesto que, en un contexto donde 
el crimen organizado utiliza la violencia de manera cotidiana para mantener su 
control, esta también se proyecta hacia las mujeres, quienes son vistas como 
objetos de control, sumisión o mercancía en las luchas del narcotráfico; este último 
es, tal vez, uno de los aspectos más graves en un narcoestado: el tráfico de per-
sonas (incluidas mujeres y niñas) con fines de explotación sexual. Las organiza-
ciones criminales se benefician de la trata de personas al diversificar la violencia 
como “herramienta de trabajo”, utilizando a las mujeres como un recurso para 
obtener ganancias. Esto puede abarcar prostitución forzada, explotación en la pro-
ducción de pornografía o en el tráfico sexual. De tal manera, la violencia contra las 
mujeres se convierte en un instrumento de control social y económico para los 
grupos criminales.

Además, podemos mencionar que este narcoestado tiene tintes de lo que 
Kristen Mahlke (2017) llama Estado enloquecedor, pues pretende mantener la vio-
lencia, el miedo y la incertidumbre en la sociedad, así como reproducir y mantener 
acciones que no solo se centran en la represión física, sino que también tienen 
efectos devastadores en el ámbito psicológico y simbólico de los ciudadanos. De 
cierto modo, la deslegitimación de las instituciones, la violencia sistemática y el caos 
social y emocional son los principales efectos de este modelo de poder en los países 
tercermundistas como México, donde se genera un ambiente de miedo, paranoia y 
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desconfianza, dificultando cualquier respuesta colectiva —movimientos sociales, 
como el feminista— que intente cuestionar o desafiar a la autoridad estatal.

Sumado a lo anterior, bajo este contexto donde el narcotráfico posee un papel 
activo en el Estado, debemos tener presente que no es casualidad la masculinización 
del Estado (Valencia, 2016); las estructuras de poder en las sociedades mexicanas 
están profundamente influenciadas por una lógica patriarcal y masculina que 
fomenta la violencia, la dominación y el control. Esta masculinización del Estado no 
se refiere simplemente a la representación de hombres en el poder, sino a las formas 
de ejercerlo, a las prácticas de gobernanza y a las políticas públicas que reflejan las 
características hegemónicas de la masculinidad.

La masculinización del Estado, en el análisis de Valencia (2016), se refiere a 
cómo el poder estatal se organiza y justifica siguiendo lógicas de masculinidad que 
priorizan características, como la agresividad, la competencia, la violencia y el 
control autoritario; elementos que, históricamente, han estado asociados con el rol 
social del hombre en la sociedad.

Además, Valencia plantea que el Estado, en su estructura y formas de actuar, 
refleja y reproduce la lógica patriarcal, favoreciendo a los hombres en los cargos de 
poder o en el acceso a la justicia, sometiendo a las mujeres a formas de violencia 
simbólica (Bourdieu, 2000) y física. Esto implica que las políticas, las leyes y las 
prácticas gubernamentales no solo están diseñadas para consolidar el poder mas-
culino, sino que también están estructuradas a modo de normalizar y legitimar, por 
ejemplo, la violencia hacia las mujeres. 

Ahora bien, ante la figura del narcoestado, aunado a la masculinización del 
Estado, se abren nuevas formas de producción de capital a partir de la gestión de la 
violencia por parte de las cúpulas del poder estatal, de las organizaciones criminales 
y de habitantes de las periferias, donde la violencia y las prácticas delictivas ya no 
son concebidas como algo éticamente incorrecto, más bien, son asumidas como 
herramientas de enriquecimiento al alcance de todos.

En otras palabras, las víctimas de la invalidación social, de la exclusión política, 
del destierro económico, es decir, los excluidos (principalmente hombres), buscan 
en la criminalidad y en la violencia una forma de legitimarse dentro de un sistema 
voraz que ha transformado las lógicas sociales para acceder al modelo de progreso: 
los criminales son los nuevos ganadores dentro del capitalismo, ya que hay un falso 
imaginario en donde la interpretación popular los justifica en su búsqueda de poder 
y autodeterminación. Recordemos que “el poder requiere legitimación. Mientras 
que el poder es un fin, la violencia es un medio” (Arendt, [1969] 2011).

Además, como parte de la masculinización del Estado, el crimen y la violencia 
son los únicos caminos que, de cierto modo, reivindican a los hombres ante la “des-
virilización” que subyace en la sociedad. Esto significa que muchos varones se 
sienten “acorralados” ante la creciente precarización laboral y su incapacidad para 
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ser, de modo legítimo, sujetos proveedores. No importa si no es lícito, la violencia 
vuelve legítima la búsqueda de la estabilidad económica y la posición social.

La violencia y el crimen son glorificados, la narcopolítica y la narcosociedad 
crecen porque vivimos en una realidad en la que los individuos que desean volverse 
héroes no encuentran cómo serlo. A falta de ser héroes por la vía de la lucha social, 
la educación o la ley, el crimen y la violencia son la única ruta para que los sujetos 
busquen dignidad y valorización identitaria por medio de una lógica imprudente y 
temeraria: “Dichos sujetos no van a morir o matar por una religión, ni por una afir-
mación política, sino por dinero y poder” (Valencia, 2016). 

Cabe señalar que, como parte de la “remasculinización” de los sujetos a través 
de la violencia, existe el hecho que, dentro del razonamiento de la criminalización, 
la violencia contra las mujeres deviene de una violencia estructural,2 la cual surge a 
partir de una desigualdad social preexistente; esta violencia se presenta como un 
mecanismo para mantener un determinado orden.

En ese sentido, la violencia hacia las mujeres sería un medio para conservar un 
sistema preestablecido; Bourdieu (2000) lo denomina “dominación masculina”. Esta 
dominación masculina, al igual que el “sistema sexo/género”, propuesto por Gayle 
Rubin en 1975 en “El tráfico de mujeres: notas sobre la ‘economía política’ del sexo” 
(1996), describe un “universo simbólico diferenciado” entre hombres y mujeres, que 
establece y perpetúa relaciones de desigualdad. En este contexto, se generan 
expectativas sociales que instan a las mujeres a asumir roles de “sumisión” y a los 
hombres a encarnar ideales de “virilidad”, reforzando (de esta manera) las jerarquías 
de género que estructuran la sociedad.

Ahora bien, la violencia contra las mujeres mantiene la idea de superioridad y 
control de los hombres dentro de la estructura del narcoestado y la sociedad en su 
forma masculinizada. Como ya mencionamos, la condición de desigualdad de las 
mujeres frente a estos procesos de violencia y criminalización se evidencia al ser 
ellas parte del repositorio de la violencia estructural, simbólica y física, que es tanto 
una forma de reivindicación de control y poder por parte de los hombres como una 
manera de reproducir estereotipos que consideran a las mujeres como propiedad: 
“Que pasa del dominio de su padre al del marido, como si se tratara de bienes de 
cambio. Asimismo, se tiende a considerar a las mujeres como seres incompletos 
que solo pueden ser concebidos a partir de la relación que mantienen con algún 
hombre” (Biglia, 2007). Esta es solamente una parte del cómo las mujeres viven la 
violencia como efecto de la transformación del Estado bajo los discursos de la nueva 
fase del capitalismo. 

2   Lo veremos a profundidad más adelante, pero queremos adelantar que debemos tener claro que las 
mujeres sufren violencia estructural; la violencia que enfrentan no se limita a actos aislados o personales 
de abuso, sino que está profundamente integrada y sostenida en las estructuras sociales, políticas y 
económicas que configuran la sociedad.
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De cierta manera, los hombres, ante la falta de tantas certezas sociales y eco-
nómicas, se encuentran en la búsqueda de reivindicar su papel dentro de un sistema 
social patriarcal que mira a las mujeres como un instrumento para legitimar su 
hombría y su capacidad para tener poder y control; no obstante, esta no será la 
única manera en la que la violencia contra las mujeres se manifieste, ya que, recor-
demos, el narcoestado alimenta una cultura de violencia, deshumanización y cosi-
ficación de las mujeres, exacerbando las desigualdades y dejándolas en una situación 
de extrema vulnerabilidad. 

Tercera cabeza

Para seguir con las ideas planteadas, como construcción cultural, la violencia, bajo 
el amparo del capitalismo, hace referencia a cómo las sociedades (a través de sus 
prácticas, normas, valores y discursos) configuran y naturalizan ciertas formas de 
violencia, presentándolas no solo como inevitables o aceptables, sino como parte 
de las relaciones sociales, culturales e, incluso, como parte de la cadena de consumo. 
Es decir, se trata de procesos mediante los cuales la violencia se normaliza, 
reproduce, justifica o hasta se celebra en determinadas circunstancias, esto como 
consecuencia de su integración dentro de las estructuras sociales, en los marcos 
ideológicos e institucionales, y en los sistemas de económicos y de valores.

Puede decirse que la violencia es un fenómeno físico e individual, además de 
ser un producto social y cultural configurado por el contexto histórico, político y 
simbólico del capitalismo. En este sentido, la violencia puede ser legitimada por las 
instituciones, los valores predominantes, por la búsqueda de beneficios económicos 
y emocionales.

Algunos de los principales autores que abordan este fenómeno lo analizan 
desde diferentes aristas, pero siempre confluyen en la idea de un continuo diálogo 
entre la violencia, el control y la desigualdad, como Bourdieu (2000), quien con-
sidera que la violencia simbólica es una forma de violencia cultural que se ejerce a 
través de las representaciones, discursos y prácticas que legitiman las desigualdades 
sociales. Esta violencia se manifiesta de manera más sutil y menos visible que la 
violencia física, pero es igualmente efectiva, al reforzar las jerarquías de poder.

Otro de los autores es Foucault (2010), quien no usa explícitamente el término 
violencia cultural. Su análisis sobre el poder y el conocimiento, en obras como Vigilar 
y castigar (1975) y La historia de la sexualidad (1976), revela cómo las instituciones 
culturales y sociales (como la educación, la medicina, la familia y el sistema penal) 
ejercen formas de violencia al disciplinar y normalizar los cuerpos y los comporta-
mientos. Foucault (2010) describe cómo el poder se ejerce de manera sagaz y difusa 
a través de normas y discursos, y se crea lo que él llama microfísicas del poder, que 
son fundamentales para la construcción cultural de la violencia. Para Gayle Rubin 
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(1996), las estructuras culturales en torno al sexo y el género organizan las relaciones 
de poder entre los hombres y las mujeres; justifican la opresión y la violencia estruc-
tural contra las mujeres como parte de una lógica socialmente aceptada.

En su teoría de la justicia social, Nancy Fraser (2008) aborda la construcción 
cultural de la violencia al señalar que las injusticias sociales no solo se deben a la 
distribución desigual de recursos, sino a los procesos de reconocimiento cultural. 
Asimismo, argumenta que la violencia cultural se da cuando ciertos grupos son 
despreciados o excluidos de las narrativas sociales dominantes, lo que perpetúa las 
desigualdades.

Es así como estos autores —y otros— exploran cómo la violencia, como cons-
trucción cultural, está profundamente imbricada en las relaciones de poder, género 
y clase, y cómo las sociedades construyen y mantienen estas formas de violencia a 
través de sus estructuras simbólicas, económicas, normativas y políticas.

Ahora bien, dentro de todas estas ideas respecto a la construcción cultural de 
la violencia surge nuevamente el papel del capitalismo como sistema de producción 
donde nada es intocable, ni siquiera el cuerpo de las mujeres. El capitalismo con-
figura, en esta instancia, una cultura del consumo corporal femenino, y expone a las 
mujeres a sufrir cosificación, pues se aprovecha su condición de desigualdad dentro 
de la estructura social. Según Biglia (2007), las mujeres (cuyos cuerpos han sido 
vejados, utilizados y, además, construidos según los caprichos y la mirada masculina) 
son cuerpos que encarnan la desigualdad estructural de la sociedad y, por tanto, la 
violencia misma.

Así, la cultura de la violencia, atravesada por la cultura patriarcal, logra eliminar 
la agencia personal y autónoma del cuerpo de las mujeres. De manera intrínseca, 
dentro de la lógica del narcoestado y en la masculinización del Estado, las mujeres 
ya se encontraban sometidas y violentadas dentro de un sistema que las considera 
inferiores; ahora, sumado a la perspectiva de la cultura de la violencia, ellas son la 
mercancía. Dicho de otra manera, existe una lógica de cosificación de los cuerpos 
que hace que las mujeres sean forzadas a entrar al negocio del nuevo milenio: el 
capitalismo crea una nueva cultura de consumo donde no solamente basta con 
explotar materias primas o detentar los medios de producción o los mercados, sino 
que se profana lo más íntimo y sagrado, esto es, la gestión política del cuerpo y de 
la sexualidad de las mujeres.

Podemos decir que el narcoestado y la masculinización del Estado no solo 
afectan las estructuras legales y de poder, sino que también tienen una fuerte 
influencia cultural.3 En sociedades afectadas por el narcotráfico, como la mexicana, 

3   Recordemos que la narcocultura, por ejemplo, es un fenómeno complejo que abarca diversas expresiones 
culturales, sociales y económicas vinculadas al narcotráfico. En general, se refiere a un conjunto de valores, 
comportamientos, narrativas y símbolos asociados al mundo de las drogas y sus actores, que se han filtrado 
y normalizado en diversas áreas de la sociedad (incluyendo música, cine, moda, y comportamientos 
sociales). Varios autores han reflexionado sobre la narcocultura, sus implicaciones y efectos en las 
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las mujeres son cosificadas en el discurso y en la práctica por parte de narcotrafi-
cantes, quienes las ven como propiedades que pueden ser compradas, vendidas y 
usadas. Esta cosificación se traduce en una violencia simbólica que refuerza roles 
de género tradicionales y que perpetúa la idea de que las mujeres son seres subor-
dinados y vulnerables a la explotación sexual, física y psicológica.

Ahora bien, como parte del (des)control político, las promesas incumplidas de 
crecimiento económico y la falsa percepción de superioridad y autolegitimación de 
los hombres dentro de un sistema social estructuralmente desigual, “el capitalismo 
da un giro radical que centra su interés en el placer y la gratificación emocional en 
detrimento de las necesidades materiales” (Cubert, 2007, p. 67); así, bajo esta lógica, 
los cuerpos de las mujeres forman parte de los criterios de consumo.

Desafortunadamente estamos frente a una fase del capitalismo cuyos efectos 
son simultáneos: la destrucción de los cuerpos de las mujeres, la producción de 
capital (pornografía, trata de personas, prostitución, entre otros), la desaparición 
de las mujeres como parte de una nueva concepción de trabajo, la reivindicación de 
la masculinidad a través del “disfrute” no consensuado, la tortura y el asesinato de 
las mujeres como parte del control de “algo de su propiedad”. Todo lo anterior parte 
de una inversión “mínima”: el uso de la violencia y la fuerza sobre las mujeres para 
producir satisfacción inmediata, como si las mujeres no fueran dueñas de ellas 
mismas y los verdaderos dueños de ese yo fueran el capitalismo, el crimen orga-
nizado o los hombres.

Además, dentro del discurso del nuevo capitalismo farmacopornográfico (Pre-
ciado, 2008), erróneamente se considera que los cuerpos de las mujeres son dispo-
sitivos eternamente deseantes a ser sexualizados, erotizados y estimulados, donde 
muy fácilmente se abre el camino del miedo, cuya amenaza más potente es la vio-
lación. Esta cultura del miedo es lo que Bourdieu (2000) denomina violencia sim-
bólica y lo que Biglia (2007) considera que sitúa a las mujeres como receptoras 
pasivas, es decir, como víctimas de todo un sistema que las oprime, usa y violenta.

No debemos olvidar que la violencia es la herramienta que gestiona la vida y la 
muerte de las mujeres, que viene secundada por todo un esqueleto que le permite 
continuar en funciones, y que está emparentada con —como lo mencionamos en 
párrafos pasados— el crimen organizado y todo el universo cultural que se encarga 
de reproducir la narcoviolencia como una forma de vida (narcoestado), el placer 
sexual (masculinización del Estado) y, como veremos en los siguientes párrafos, por 
la ausencia de un Estado que no protege a las mujeres. 

sociedades contemporáneas, especialmente en México y en América Latina, ya que el narcotráfico ha 
tenido un impacto profundo. Algunos de estos autores son: Saskia Sassen, Luis Astorga, Joaquín Villa-
lobos, Guadalupe Correa Cabrera, Manuel Castells y Éric Hobsbawm. 
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Cuarta cabeza

Después de transitar por las reflexiones de cómo la violencia contra las mujeres se 
ubica en el contexto del Narcoestado y trata de mantenerse a partir de la masculi-
nización del Estado y de la cultura de la violencia, es necesario hablar, específica-
mente, de la figura del Estado y su papel —o responsabilidad— en la violencia 
contra las mujeres, que transita libremente a la figura del feminicidio.

Al igual que el concepto de violencia se transformó en un eje transversal de 
análisis, el feminicidio exige su propio lugar como categoría analítica. Dicho lugar 
surge con la necesidad de entender que la violencia contra las mujeres reposa, 
principalmente, en la ya mencionada violencia estructural, que se fundamenta en la 
desigualdad entre hombres y mujeres. Desde ahí, y de acuerdo con Jessie Blanco 
(2009), la violencia física es sustentada y justificada por la violencia simbólica, 
carente de toda materialidad, pues resulta (para la sociedad en general) invisible y 
no es cuestionada de manera profunda.

De cierta manera, la violencia simbólica constituye el fundamento sobre el cual 
se edifica la dominación masculina. Por ello, cuando se aborda la violencia hacia las 
mujeres es esencial reconocer que existe todo un sistema cultural, social y político 
que facilita y justifica dicha violencia.

Ahora bien, cuando hablamos de feminicidio nos referimos al punto más 
elevado de la violencia contra las mujeres: donde el Estado posee un rol principal, 
al mostrar el grado de impunidad, violación de los derechos humanos e ineficiencia 
al abordar el problema de los feminicidios. 

Pero vayamos desde el principio. El concepto de feminicidio surge a partir del 
término femicide, acuñado por Diane Russell, quien lo introduce en 1986 en su libro 
The Secret Trauma: Incest in the Lives of Girls and Women, aunque ya desde 1976 
comenzó a emplearlo ante el primer Tribunal Internacional de Crímenes contra las 
Mujeres en Bruselas, Bélgica. Russell utilizó la palabra femicide, cuya traducción es 
‘femicidio’, para describir la muerte de mujeres a manos de hombres en un contexto 
de desigualdad de género. Luego de esta enunciación pública, la autora modificaría 
el concepto en colaboración con otras feministas y es hasta 1990 que, junto con Jill 
Radford, femicidio puede identificarse como “el asesinato de mujeres realizado por 
los hombres motivados por el odio, el desprecio, el placer o un sentido de propiedad 
de las mujeres” (Garita, 2012). 

En el contexto mexicano, Marcela Lagarde (2008) reconstruye la conceptuali-
zación de Russel y Radford a partir de un diagnóstico antropológico realizado entre 
2005 y 2006 por encargo de la H. Cámara de Diputados, a la que fue convocada para 
tratar de explicar la marejada de asesinatos violentos en Ciudad Juárez a principios 
de los años 90: asesinatos que ocurrieron bajo el contexto de la firma del Tratado 
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de Libre Comercio con América del Norte en 19944 y la llamada guerra contra el 
narcotráfico, donde el primer movimiento fue la llamada Operación Conjunta 
Michoacán. La guerra contra el narcotráfico fue un acto impulsado por el expresi-
dente de México Felipe Calderón Hinojosa, en 2006, e inició una década de violencia 
ascendente e incontenible en el país.

En el diagnóstico, Lagarde (2007) encontró que, en México, las mujeres están 
sometidas a poderes de exclusión, segregación, discriminación y explotación. Como 
resultado de su investigación, se reformuló el concepto de femicidio a feminicidio, 
para añadir la noción de violencia de Estado, pues es quien actúa como verdugo de 
las mujeres, permitiendo que los feminicidios continúen y reafirmando el carácter 
estructural de la violencia contra las mujeres. Este concepto agrega, además de la 
desigualdad de género, un sentido político y de responsabilidad estatal. Lagarde 
(2007) describió los asesinatos como “crimen de Estado”, en el que las circunstancias 
estructurales reproducen reglas de coexistencia que favorecen delitos que atentan 
contra la salud, la libertad y la vida de las mujeres. En ese sentido, Lagarde define la 
violencia feminicida como: 

La forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la 
violación de sus derechos humanos en los ámbitos público y privado, está con-
formada por el conjunto de conductas misóginas —maltrato y violencia física, 
psicológica, sexual, educativa, laboral, económica, patrimonial, familiar, comuni-
taria, institucional— que conllevan impunidad social y del Estado y, al colocar a 
las mujeres en riesgo de indefensión, pueden culminar en el homicidio o su 
tentativa, es decir en feminicidio, y en otras formas de muerte violenta de las 
niñas y las mujeres: por accidentes, suicidios y muertes evitables derivadas de la 
inseguridad, la desatención y la exclusión del desarrollo y la democracia (Lagarde, 
2008, p. 217).

Ahora bien, la tipificación del delito de feminicidio en México tiene como antece-
dente dos pilares; el primero es el acogimiento de la Convención sobre la Elimi-
nación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (cedaw), aprobada 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979, con 
entrada en vigor el 3 de septiembre de 1981. Este es un tratado internacional que 
tiene como objetivo erradicar todas las formas de discriminación contra las mujeres 
y garantizarles la igualdad de derechos en todos los ámbitos de la vida.5 

4   Bajo la firma de este tratado se instalaron decenas de maquiladoras que emplearon, en su mayoría, a 
mujeres jóvenes, provenientes de zonas empobrecidas y con bajo nivel escolar. 
5   De manera breve, los puntos clave de la cedaw (2014) son: 

1.	 Definición de discriminación: cualquier distinción, exclusión o restricción que impida a las mujeres gozar 
de sus derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones que los hombres. 
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El segundo pilar es la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), que fue 
adoptada el 9 de junio de 1994 en Belém do Pará, Brasil, durante la 24ª Asamblea 
General de la Organización de Estados Americanos (oea). Esta convención es un 
instrumento regional vinculante que establece normas y compromisos específicos 
para combatir la violencia contra las mujeres en América Latina y el Caribe.6

Cabe destacar que existió un caso en Ciudad Juárez, Chihuahua, que fue el 
parteaguas para el reconocimiento del feminicidio como una forma extrema de 

2.	 Igualdad de derechos: establece la obligación de los Estados parte de tomar medidas para asegurar 
la igualdad de género, tanto en la ley como en la práctica, promoviendo el acceso equitativo de las 
mujeres a la educación, el empleo, la salud, la política y otras esferas de la vida pública y privada.

3.	 Medidas específicas: los Estados deben adoptar medidas específicas para eliminar la discriminación 
estructural que afecte a las mujeres, lo que puede incluir reformas legales, políticas públicas de 
igualdad y programas de concientización.

4.	 Protección contra la violencia: la convención también reconoce la importancia de erradicar todas las 
formas de violencia contra las mujeres, incluyendo la violencia doméstica, la violencia sexual y otras 
formas de abuso.

5.	 Maternidad y derechos reproductivos: la cedaw subraya la necesidad de proteger los derechos 
reproductivos de las mujeres y de promover la igualdad de oportunidades en cuanto a la maternidad, 
salud y trabajo. 

6   A modo de resumen, los puntos clave de la Convención de Belém do Pará son: 
1.	 Definición de violencia contra la mujer: la Convención define la violencia contra la mujer de manera 

amplia, abarcando no solo la violencia física y sexual, sino también la psicológica, la económica, la 
emocional y la estructural. Se entiende por violencia cualquier acción o conducta dirigida a causar 
daño o sufrimiento a una mujer, ya sea en el ámbito público o privado.

2.	 Derecho de las mujeres a una vida libre de violencia: la convención establece el derecho de las mujeres 
a vivir libres de violencia y exige a los Estados parte tomar medidas eficaces para prevenir, sancionar 
y erradicar cualquier forma de violencia, en cualquier contexto y en todas sus manifestaciones.

3.	 Prevención y sanción: los Estados parte se comprometen a adoptar políticas, medidas legales, 
programas educativos y campañas de sensibilización para prevenir la violencia de género. Además, 
deben garantizar que existan mecanismos judiciales y legales para sancionar a los responsables y 
ofrecer reparación a las víctimas.

4.	 Protección y asistencia a las víctimas: los países signatarios deben proporcionar a las mujeres víctimas 
de violencia acceso a servicios de asistencia, como atención médica, psicológica y legal, esto incluye 
la creación de refugios y centros de apoyo, donde las mujeres puedan encontrar seguridad y recursos.

5.	 Medidas de reparación: los Estados deben garantizar la reparación integral a las víctimas de vio-
lencia, lo que implica el acceso a justicia, indemnización y otros recursos que les permitan superar las 
secuelas de la violencia sufrida.

6.	 Acción en el ámbito público y privado: la Convención reconoce que la violencia contra la mujer no 
se limita al ámbito familiar, sino que puede ocurrir en cualquier contexto social, político, económico 
y cultural. Por ello, exige que los Estados que aborden la violencia tanto en el ámbito público como 
en el privado.

7.	 Seguimiento y cumplimiento: para garantizar la implementación de la Convención, los Estados 
deben presentar informes periódicos ante el Comité de Expertos de la Convención de Belém do 
Pará (la Comisión Interamericana de Derechos Humanos) para supervisar la implementación de las 
medidas adoptadas.

8.	 Enfoque de género: la Convención pone énfasis en un enfoque de género, es decir, en la necesidad 
de analizar las causas estructurales de la violencia que están relacionadas con las desigualdades de 
poder entre hombres y mujeres, así como con los estereotipos y roles de género tradicionales.
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violencia contra las mujeres, y fue este el motor de la imperiosa necesidad de crear 
medidas efectivas para erradicarlo. Entre 1993 y 2003 se registraron, también en 
Ciudad Juárez, múltiples asesinatos de mujeres. En 2001, el caso que dio origen al 
nombre Campo Algodonero se centró en ocho mujeres jóvenes, cuyos cuerpos 
fueron encontrados en un campo de algodón a las afueras de la ciudad; las víctimas 
fueron secuestradas, violadas y, luego, asesinadas. Desafortunadamente, las inves-
tigaciones iniciales fueron sumamente deficientes y no se tomaron en cuenta todas 
las líneas de investigación posibles. El caso conocido como Campo Algodonero, o 
“González y otras vs. México”, hizo visible la creciente crisis de violencia contra las 
mujeres y manifestó, de forma directa, la condena al Estado mexicano por la falta 
sistemática de atención y respuesta, sumado a la incapacidad para investigar de 
manera correcta los casos de las mujeres asesinadas.

Derivado de lo anterior, el Estado mexicano fue orillado a promulgar una ley de 
protección a las mujeres para instar a las autoridades estatales a cumplir su deber 
de prevenir, investigar y sancionar, con la debida diligencia, los feminicidios, ello sin 
olvidar que México estaba obligado a cumplir con los tratados internacionales en 
los que era parte —las Convenciones de Belém do Pará o de la cedaw— y las sen-
tencias emitidas contra el Estado mexicano por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CoIDH) tras el “Campo Algodonero”, que marcaron la pauta para esta-
blecer un conjunto de normas, estándares y principios para garantizar los derechos 
de las mujeres.

El resultado fue la promulgación de la Ley General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencias (lgamvlv), “con el objetivo de garantizar la prevención, 
atención, sanción y erradicación de todos los tipos de violencia contra las mujeres 
durante su ciclo de vida y promover su desarrollo integral y plena participación en 
todos los ámbitos de la vida” (lgamvlv, 2007).

Con esta ley, el Estado mexicano sería el responsable de proteger la vida de las 
mujeres y asegurar sus derechos humanos. Es de destacar cómo se define la vio-
lencia feminicida en la lgamvlv:

Forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación 
de sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el 
conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del 
Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de 
mujeres (lgamvlv, 2007, Art. 21).

En síntesis, esta ley busca: 

Lograr que cada mujer amparada por el Estado tenga condiciones para salir de la 
situación de violencia, recibir atención médica y psicológica por los daños reci-
bidos, si la requiere, así como atención y soporte jurídico para llevar al terreno de 
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la ley tanto los hechos de violencia como a quien la agredió y, al mismo tiempo, 
acceder a la justicia pronta y expedita (Lagarde, 2007, p. 161).

Pero aprobar la ley no hizo que, de inmediato, los diferentes estados de México 
asumieran la responsabilidad y llevaran a cabo modificaciones en sus códigos 
penales. Fue hasta 2010 cuando la Comisión Nacional de Derechos Humanos, en su 
98º periodo de sesiones y el sexto informe, menciona que “el Comité insta al Estado 
a que acelere la aprobación de la enmienda del Código Penal para tipificar el femi-
nicidio como delito” (cedaw, 2006, p. 18).

Tras esta recomendación, el primer estado en integrar el delito de feminicidio 
fue Guerrero en diciembre del 2010. No obstante, los pasos en busca de la justicia 
de las mujeres víctimas de violencia serían lentos, ya que, en el ámbito federal, sería 
hasta el 30 de abril de 2012 que se estableció en el artículo 325 del Código Penal 
Federal el delito de feminicidio, donde se definió como el homicidio de una mujer 
por razones de género.7 

En esta tesitura, se especifica que se contemplará como feminicidio cuando 
estén de manifiesto ciertas circunstancias, como el uso de violencia sexual o 
lesiones degradantes, la existencia de un vínculo entre la víctima y el agresor o la 
presencia de antecedentes de violencia entre ellos, la exposición del cuerpo de la 
víctima de manera humillante, o cuando prevalezcan signos de violencia sexual 
previa al homicidio.

Desafortunadamente, existen diversas problemáticas alrededor de la impar-
tición de justicia en cuanto a las víctimas de violencia y feminicidio. Una de ellas es 
que se debe replantear que algunas manifestaciones de violencia contra las mujeres 
han cambiado dependiendo de los contextos y espacios en los cuales son desple-
gadas. Esto, de acuerdo con Dador (2018), manifiesta lo vital que es desvincular el 
feminicidio de nociones relacionadas meramente con la violencia en el ámbito 
privado o de pareja, porque dicho enfoque limita el horizonte de análisis de los pro-
fesionales del sistema judicial y hace que se cometan errores al aplicar las normativas 
destinadas a erradicar la violencia contra las mujeres. Un ejemplo de estos errores es 
cómo se clasifican los delitos en el derecho penal: varios actos de violencia que 
manifiestan el encono hacia las mujeres, por lo regular, son catalogados como delitos 
de lesiones en lugar de intentos de feminicidio. Lo anterior tiene como consecuencia 

7   El 28 de enero de 2020, la Fiscalía General de la República propuso eliminar el tipo penal de feminicidio, 
argumentando que resulta difícil para el Ministerio Público probarlo. Ante esta propuesta, el Observatorio 
Ciudadano Nacional del Feminicidio respondió con el señalamiento de que no existe una investigación o 
diagnóstico previo que respalde dicha dificultad. En lugar de ello, la organización ha elaborado informes 
que evidencian las discrepancias normativas en la tipificación del feminicidio en los estados, así como 
las resistencias para clasificar como feminicidios las muertes violentas de mujeres (Redacción Aristegui 
Noticias, 2020).
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pasar por alto detalles importantes, como las partes del cuerpo heridas, el método 
de ataque o tortura utilizado y el resultado final del ataque.

Otra cuestión tiene que ver con el seguimiento o con la medición de la impu-
nidad en torno a los casos violencia.8 En México es inquietante la manera en la que 
ha sido conceptualizada y dimensionada la violencia contra las mujeres desde el 
Estado a partir de la impunidad, vista solamente como ausencia de castigo y no 
como una problemática que engloba la falta de acceso a la justicia —claro que desde 
un sentido amplio y no restringido a la tutela jurisdiccional—. Además, es necesario 
resaltar que no existe un instrumento de medición especializado en violencia letal 
contra las mujeres (cide-Área de Derechos Sexuales y Reproductivos, 2019) que 
permita contextualizar y contabilizar las muertes y determinar si las causas de los 
decesos tienen alguna relación con su género. En otras palabras, es necesario abrir 
las investigaciones y los análisis a una perspectiva que permita ver los crímenes más 
allá del ámbito personal y privado (hogares y relaciones de pareja), asumiendo que 
la violencia contra las mujeres ya se encuentra en el espacio público y que no se 
considera dentro del espectro de la impunidad.

Una de las cuestiones que llevó a que la violencia de las mujeres se diera en la 
esfera pública —que también debe ser analizado— es la militarización de la seguridad 
pública y, como mencionamos en párrafos anteriores, la guerra contra las drogas.

Durante el periodo comprendido entre 2006 y 2011 se realizaron 340 opera-
ciones para combatir al narcotráfico por parte de la Secretaría de la Defensa 
Nacional (sedena) y 132 916 por la Secretaría de Marina (semar) (Pérez, 2015). Tras 
la implementación de esta estrategia de seguridad, en cuanto a violencia letal, no 
solo se incrementó la tasa de asesinatos de mujeres de 1.9 (por cada 100 000) en 
2007 a 4.4 en 2016 (cide, Data Cívica, y Equis, 2019). De igual modo, cambiaron 
algunas características de los homicidios; por ejemplo: del total de asesinatos de 
mujeres entre 2004 y 2016, 41% fueron con arma de fuego (cide, Data Cívica, y 
Equis, 2019). Según el informe “Claves para entender y prevenir los asesinatos de 
mujeres en México”, el homicidio con arma de fuego es la forma más común con la 
que las mujeres son privadas de la vida, tanto en el espacio público como en el hogar 
(cide, Data Cívica, y Equis, 2019, p. 81).

Desafortunadamente, los porcentajes mencionados no se consideran directa-
mente por el Estado, que analiza más las cuestiones de violencia en el espacio privado 
para no responsabilizarse —de manera directa— con la desigualdad estructural que 
las mujeres padecen en México y que las hacen más vulnerables a ciertos tipos de 

8   La violencia contra las mujeres, vista desde sus diferentes horizontes y en diferentes contextos, con-
templa: violencia institucional, estigma y revictimización, violencia letal en transporte público o privado, 
violencia en sistemas de salud o dentro del sistema judicial, acoso, hostigamiento, violencia por parte de 
las fuerzas del Estado. No todas estas violencias son contempladas dentro de las mediciones de impu-
nidad, cuestión que invisibiliza un sin número de casos que no son percibidos por el sistema de justicia 
penal. 
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violencia. Desgraciadamente, al abordar la impunidad en la justicia mexicana, desde 
una perspectiva exclusivamente punitiva, se cierra la posibilidad de considerar varias 
cuestiones para poder abordar el problema de una forma más completa, por ejemplo, 
los obstáculos que enfrentan las mujeres para acceder a la justicia.9

El desconocimiento de la existencia de ciertas instituciones está relacionado 
con una continua omisión del Estado para garantizar la difusión y el entendimiento 
de la información necesaria que garantice a las mujeres conocer sus derechos y ser 
capaces de exigirlos, o la oportunidad de encontrar soluciones preventivas de polí-
ticas públicas que reduzcan la violencia contra ellas. Adicionalmente, la impunidad 
(basada en la ausencia de castigo) no posee perspectiva de género, por dos razones: 

Para que el Estado imponga sanciones penales es necesario activar el sistema de 
justicia; no obstante… las mujeres en México enfrentan obstáculos adicionales 
para denunciar violencia en su contra. Si ellas tienen que lidiar con obstáculos 
extra que terminan impidiendo que denuncien, entonces ni siquiera existe la 
posibilidad de activar el sistema de justicia penal para sancionar violencia en su 
contra. Por lo tanto, en el caso particular de las mujeres, ninguna definición o 
indicador que se enfoque principalmente en elementos punitivos estará midiendo 
la impunidad de manera integral y con perspectiva de género, pues excluiría del 
análisis los obstáculos adicionales que enfrentan las mujeres para siquiera acceder 
a la justicia penal e invisibilizaría todas las agresiones que no son denunciadas 
(cide, Data Cívica, y Equis, 2019).

Para visualizar lo mencionado en esta última parte, exponemos algunas cifras que 
resultan tristemente desalentadoras, donde se ve que el Estado no asume su res-
ponsabilidad para atender los feminicidios:

•  Tan solo en 2020 se registraron 3 723 muertes violentas de mujeres en México, 
de las cuales 940 fueron investigadas como feminicidios por las 32 entidades 
federativas del país, sin que exista una sola entidad libre de feminicidios (Amnistía 
Internacional, 2021).

•  En 2022 fueron asesinadas 3 170 mujeres; tan solo 792 de estos casos se inves-
tigaron como feminicidio (Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, 2022).

•  A pesar de que la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) resolvió que toda 
muerte violenta de una mujer debe de ser investigada como feminicidio, solo 27% 

9   La falta de acercamiento a las instituciones de justicia penal por parte de las mujeres no debe de 
asumirse como su responsabilidad u obligación, ya que denunciar es un derecho y es el Estado quien está 
cometiendo una omisión, al no garantizar las condiciones necesarias para que las mujeres vean la justicia 
penal como una opción tras sufrir violencia. De igual forma, se suma el hecho que, al denunciar, no se 
garantiza que se lleve a cabo la investigación de los delitos de una forma adecuada. 
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de las muertes violentas de mujeres fueron investigadas como feminicidio en 2021 
(Impunidad Cero, 2022). 

•  Los estados con mayores tasas de víctimas de feminicidio, por cada 100 000 
mujeres, fueron Quintana Roo (2.9), Sonora (2.8), Sinaloa (2.6), Chihuahua (2.4), 
Morelos (2.3) y Nuevo León (2.3) en 2021 (Impunidad Cero, 2022). 

Reflexiones finales

La Hidra de Lerna moderna es la violencia contra las mujeres y los feminicidios son su 
máximo ataque. Las primeras dos cabezas se configuran por el narcoestado, el cual 
se encarga de fundamentar lógicas de terror y drogadicción para detentar el poder 
bajo las nuevas dinámicas del capitalismo. Por otro lado, la masculinización del 
Estado, en la búsqueda de la “nueva virilidad” de los hombres, respalda, por estruc-
turas económicas y simbólicas del capitalismo que normalizan y justifican la cosifi-
cación de los cuerpos de las mujeres, lo que refuerza las desigualdades de género y 
facilita su explotación y abuso.

Lo anterior va de la mano con la tercera cabeza, la cual nos recuerda el papel 
que la construcción cultural de la violencia tiene para crear y reproducir ciertos 
discursos. Estos también cosificarán a las mujeres y mantendrán la falsa idea del 
consumo del instante y de la violencia como algo que es inherente a la nueva rea-
lidad para obligarnos a aceptarla.

Finalmente, el Estado, la cuarta cabeza, en su rol de “garante” de los derechos 
humanos, ha sido fundamental en la perpetuación de la violencia, específicamente 
en su manifestación más extrema: el feminicidio, a partir de mantener alrededor de 
las mujeres una violencia política y social, toda una estructura que trata de hacerlas 
invisibles en la vida y en la muerte. Aunque el marco legal, como la Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y la tipificación del feminicidio 
en el ámbito penal, ha avanzado en términos de visibilidad y sanción, la impunidad 
y las deficiencias en la aplicación de la justicia son aún problemáticas estructurales 
realmente peligrosas.

La lucha contra la Hidra de la violencia feminicida requiere no solo de un com-
promiso legislativo, sino también de un cambio cultural y social profundo —multifa-
cético— que permita erradicar la violencia de género y garantice a todas las mujeres 
el acceso a la justicia, en un contexto donde la impunidad y la falta de protección 
estatal son aún las principales barreras para lograr una verdadera igualdad.

Para abordar y erradicar esta violencia es necesario un cambio profundo. En 
este sentido, la ética se vuelve esencial para desmontar la violencia feminicida: 
obliga a mirar con rigor las estructuras que la perpetúan y a actuar desde principios 
que prioricen la dignidad y la justicia, por encima de cualquier interés político o 
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económico; solo así podremos encender un fuego que no se extinga hasta erradi-
carla. Así como Hércules cortó todas las cabezas, es necesario cortar con todos 
los entramados que continúan con ciertas estructuras y patrones sociales y cul-
turales que pretenden mantener a las mujeres subyugadas. Al igual que Yolao 
quemó los cuellos abiertos de la Hidra hasta lograr acabar con ella, no debemos 
dejar que el fuego se extinga en cada análisis, en cada lucha o en cada búsqueda de 
justicia hasta quemar el silencio.
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Introducción

En tiempos de transición gubernamental, en donde la alternancia en el poder ha 
marcado una nueva etapa en la vida social y política de México, especialmente en 
este primer cuarto de siglo, se reaviva con intensidad el interés por saber si el 
cambio prometido por las autoridades viene acompañado de la obtención de resul-
tados que la ciudadanía espera en todas las áreas. Lo anterior ha sido una deuda 
pendiente que proviene de dos aspectos que se han podido observar en la gestión 
pública. El primero se relaciona con la falta de eficiencia y eficacia en muchas de las 
acciones implementadas en los diferentes niveles de gobierno. El segundo deriva 
del efecto que produce la corrupción dentro del engranaje institucional, pues es lo 
que, en gran medida, merma la función de las autoridades.

El planteamiento que se realiza en el presente trabajo tiene por objetivo ana-
lizar la pertinencia que puede tener la administración por resultados como práctica 
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gubernamental que contribuya a disminuir la corrupción y a coadyuvar a identificar 
aquellos aspectos que impiden generar eficiencia por parte de las autoridades. En 
virtud de esta consideración, debe valorarse que contar con parámetros que per-
mitan medir el desempeño de la función pública es la manera en la que se puede 
detectar si algo la obstaculiza, lo anterior para lograr resultados óptimos y, de ser 
posible, corregir lo que no favorece y así mejorar la eficiencia del sector público en 
cualquiera de sus niveles. Gracias a lo anterior es como se limitan las prácticas que 
podrían estar relacionadas con la falta de ética en el sector público o, incluso, ser 
prácticas corruptas. 

Asimismo, es necesario, desde la perspectiva de esta investigación, destacar 
que este fenómeno nos lleva inevitablemente a considerar que hay una crisis de 
credibilidad en las autoridades, que se traduce en una crisis de la ética pública. 
Precisamente por ese motivo se han dejado de atender correctamente ciertas obli-
gaciones del Estado que trascienden incluso en los derechos humanos (en adelante 
dh) y que normativamente deben garantizarse a los ciudadanos; por este motivo, 
incluimos un apartado relativo a ello. Justamente, debido a la forma en que se han 
conducido algunos servidores públicos, se han trastocado los dh en sus múltiples 
categorías. Por esta razón, desde el punto de vista de los principios constitucionales 
que jurídicamente guían el funcionamiento del Estado en esa área (universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad), es como se puede discutir si es 
una cuestión asociada a un tema de falta de ética pública, o bien, debido a circuns-
tancias ajenas a las autoridades.

En este caso, la administración por resultados se convierte en un instrumento 
de gran valor, pues permite contrastar la eficiencia gubernamental asociada al com-
portamiento ético o a la falta de voluntad para responder por otros intereses a las 
obligaciones que jurídicamente se tienen que cumplir desde el ámbito guberna-
mental. Como también se ha podido identificar al realizar esta investigación, se ha 
constatado que la falta de eficiencia y eficacia de las autoridades no necesaria-
mente se asocia al fenómeno de la corrupción o a un problema de ética pública. 
Sin embargo, es pertinente decir que esta es una línea de investigación que no se 
desarrolla en este documento.

Por otra parte, es importante señalar que la administración por resultados (en 
adelante ar) es un modelo de gestión que, si bien se ha implementado en la ini-
ciativa privada, también se ha adoptado en la práctica gubernamental; con ello es 
posible asegurar que la asignación del gasto público es congruente con las necesi-
dades y con los resultados. Lo anterior permite optimizar la asignación del presu-
puesto y la toma de decisiones, ya que la previsión correspondiente implica que se 
pondere entre diversas opciones aquella que puede producir mejores resultados a 
corto, mediano y largo plazos. 

Una de las razones por las que la ar ha sido aceptada por muchos países a nivel 
mundial es porque permite que haya mayor transparencia, más rendición de cuentas, 
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visibilidad en la toma de decisiones, promueve una cultura de objetivos, entre otras 
cuestiones (ocde, 2019, p. 17). Estos aspectos coinciden plenamente con la inte-
gridad organizacional en el sector público.

A nivel mundial, los países comenzaron a realizar una mejora en el diseño de 
sus presupuestos, ya que es posible determinar prioridades gubernamentales per-
fectamente delimitadas por un marco financiero. Es por este motivo que, si bien el 
tema de corrupción o el de la ética pública nos preocupa debido a que llevan 
implícita la pérdida de recursos públicos, ya sea por desvío o porque no se gasta en 
la finalidad para la cual se ha diseñado ese presupuesto, es mejor poder distinguir 
con indicadores el tamaño del incumplimiento. Mediante esta forma de gestión es 
posible distinguir que existe un flujo de información permanente entre los dife-
rentes actores que intervienen, por lo que es más difícil realizar actos indebidos, al 
quedar expuestos por falta de pericia, falta de interés o porque intencionalmente 
se desea causar un daño a la esfera de lo público.

La implementación de la ar ha tenido gran aceptación, incluso, la Oficina de 
las Naciones Unidas elaboró un Manual de Gestión Basado en Resultados, aplicado 
a la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (2018). Lo interesante es que esa 
agenda agrupa, en gran medida, la protección de muchos de los derechos humanos; 
de manera general, los países deben salvaguardar a sus poblaciones. La pregunta 
que surge es: ¿por qué se requiere fijar resultados en esta área? La respuesta nece-
sariamente tiene que ver con la inactividad o con la actividad parcial que se realiza 
para asegurar el cumplimiento de esa agenda. Esto ha permitido exhibir, en gran 
medida, el nivel de avance que se ha tenido y cuáles son las excusas mediante las 
que se justifica el estado actual del desarrollo en los diferentes núcleos poblacio-
nales con los que se relacionan. 

En México, esta forma de gestión presupuestal de la ar se adopta con mayor 
formalidad desde 2006 con la introducción de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. Si bien existió toda una tendencia global desde los 
años 90 del siglo pasado, no es sino con legislaciones mucho más definidas en la 
primera década del siglo xxi que parece quedar mejor delineada su aplicabilidad por 
los gobiernos.

Bajo un esquema de sistematización de la gestión pública de esta naturaleza, 
se torna indispensable que el nivel de integridad y de responsabilidad de aquellas 
personas que ocupan un cargo dentro de la estructura gubernamental sea impe-
cable, pues, para alcanzar los resultados esperados, se debe impulsar la selección de 
los mejores perfiles. 

El cuidado en la calidad de los recursos humanos es un aspecto al que las auto-
ridades deben prestar mayor atención actualmente. Esto se debe en gran medida 
al involucramiento de la sociedad para demandar más efectividad por parte de las 
autoridades; solo así es como se pueden afianzar formas de gestión que demuestren 
que se avanza hacia una nueva era. De hecho, el tema de la crisis de la ética pública, 
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asociada con el de la corrupción, se expone permanentemente en una época de 
mayor conectividad, en donde parecería que resulta cada vez más difícil ocultar 
actos indebidos. 

En este sentido, la ar entra en concordancia con los tiempos en que se busca 
afianzar el crecimiento de una sociedad democrática, en donde debe ser posible 
determinar el grado de responsabilidad que tienen que asumir quienes forman parte 
de la estructura gubernamental, particularmente cuando se utiliza el presupuesto 
público, toda vez que este constituye la única vía para alcanzar metas en beneficio 
del interés general y no así para alimentar los intereses de determinado grupo de 
individuos que no se preocupan por el bienestar colectivo.

La crisis de la ética pública en México

Derivado de las recientes mediciones de los índices de corrupción por parte de 
Transparencia Internacional (2023, p. 3), de acuerdo con el índice de percepción de 
la corrupción sobre un total de 181 países, México ocupa el lugar 31. Se considera 
que parte de esta problemática se debe a la falta de ética de las personas que 
ocupan los cargos públicos y también de quienes hacen uso de los servicios públicos, 
ya que son parte del binomio de corrupción. En efecto, la crisis que provoca la 
incorrecta aplicación de los postulados éticos en el servicio público tiene un 
impacto negativo en la sociedad y se demuestra con la desconfianza de la ciuda-
danía, con el debilitamiento del estado de derecho y con la consecuente calificación 
que se obtiene en los índices que miden los estándares de corrupción. Lo anterior 
ha generado desinterés para participar en actividades políticas, pues la corrupción 
se percibe como una amenaza para la democracia de nuestra época, toda vez que 
quienes participan lo hacen en un entorno de deslegitimación.

La ética pública, como conjunto de principios y valores que rigen la conducta 
de los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, es fundamento esencial 
para guiar correctamente al Estado y generar confianza ciudadana en las institu-
ciones. En México, la confianza se ha visto vulnerada por prácticas corruptas, como 
la opacidad, las determinaciones que muchos servidores públicos tienen al ejecutar 
sus funciones, la falta de rendición de cuentas, el enriquecimiento indebido e, 
incluso, la tolerancia del crimen organizado, que han minado y deteriorado la cre-
dibilidad y su imagen. 

La crisis de la ética pública en México se manifiesta de diversas formas: desde 
el nepotismo, el desvío de recursos, hasta el tráfico de influencias y la impunidad en 
los casos de corrupción. Esta problemática no solo afecta la estabilidad del gobierno, 
también obstaculiza el desarrollo social y económico de la nación. 

 Al ocupar México una de las peores posiciones en América Latina en cuanto a 
índice de corrupción (Statista, 2024) se refleja una falta de compromiso real con la 
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ética y la transparencia en el sector público; esto sugiere que la crisis de la ética 
pública no es un problema aislado, sino un fenómeno estructural que requiere solu-
ciones en los diferentes niveles de autoridad (Statista, 2023).

La corrupción en México es una de las principales manifestaciones de la crisis 
de ética pública. Se ha convertido en un problema sistemático que afecta desde los 
niveles más bajos de la burocracia hasta las altas esferas del gobierno. La falta de 
ética en el ejercicio del poder se observa en prácticas como el enriquecimiento 
ilícito de funcionarios, la manipulación de contratos públicos y la compra de volun-
tades en procesos electorales. 

Marisa Ramos y Francisco Álvarez (2019) consideran que la corrupción en 
América Latina y en México afecta la democracia y genera debilidad institucional, 
con casos emblemáticos que inciden en la desconfianza de la ciudadanía. A esto se 
agrega que existe un contubernio entre los servidores públicos de mayor jerarquía 
que fomenta la corrupción, pues las sanciones que imponen son mínimas, lo que 
hace que prevalezca la impunidad. Esto genera un incentivo perverso para la repe-
tición de actos susceptibles de responsabilidad. La corrupción en el sector público 
es un acto ilegal que se produce porque hay un sistema permisivo, como lo refieren 
Acuña y Mordt (2022), que abarca tanto a las autoridades como a la sociedad. Así, 
estas prácticas se realizan en los ámbitos gubernamental y poblacional.

Las diversas instituciones encargadas de vigilar y sancionar las faltas a la ética 
pública han demostrado ser insuficientes en México. Los organismos como la Audi-
toría Superior de la Federación (asf), la cual ha señalado múltiples irregularidades 
en el uso de recursos públicos y ha documentado casos como la Estafa Maestra, la 
Estela de Luz, la Casa Blanca y los escándalos de corrupción en Pemex, Oceano-
grafía y Odebrecht (Badillo, 2021), no tiene los efectos esperados, ya que pocas 
veces se somete a procedimientos de responsabilidad. Las medidas sancionadoras 
de los distintos organismos fiscalizadores y auditores han sido insuficientes y poco 
efectivas para los responsables que, incluso, vuelven a ocupar cargos en la adminis-
tración pública, tanto a nivel federal como estatal.

La problemática de la crisis de la ética pública en México radica en la falta de 
independencia de estos órganos, lo que genera conflictos de interés y dificulta la 
aplicación imparcial de la justicia. Sin un sistema eficaz de sanciones, la integridad 
organizacional que debe prevalecer en el sector público queda relegada a un dis-
curso vacío, sin impacto real, en términos de eficiencia gubernamental. Esto se debe, 
en parte, a que uno de los grandes problemas en México es la actividad —cada vez 
más creciente— de los procesos corruptos que laceran a la sociedad, en este caso, 
las consecuencias y los resultados derivados de las conductas corruptas que 
infieren en las buenas prácticas del desempeño de la conducta ética de los servi-
dores públicos.

Es de considerarse que esta crisis en la práctica no ha podido resolverse, ya 
que, hasta la administración federal 2018-2024, ha sido objeto de observaciones en 
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repetidas ocasiones debido a que las acciones implementadas a través de políticas 
públicas no han logrado cimentar las bases de una nueva forma de gestión pública.

En un estudio de Morris y Joseph (2010) se encontró que, en México, las insti-
tuciones de control interno suelen estar politizadas, lo que las hace ineficaces para 
combatir la corrupción. Esta situación permite que el sistema de impunidad se 
mantenga y que los casos de corrupción sean tratados con indiferencia. 

La situación es grave, ya que el funcionamiento de las autoridades no goza de 
una imagen de integridad en su desempeño. Incluso, al contrastar las cifras del 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi, 2022) con la percepción ciu-
dadana es alarmante identificar que más de 80% de la población mexicana considera 
que la corrupción es un problema grave que afecta su vida cotidiana. 

Esto demuestra lo grave que es la crisis que resiente la población, ya que no 
solo impacta las estructuras de gobierno, también erosiona el tejido social y el 
sentido de justicia entre los ciudadanos. Ante este panorama, se requiere un com-
promiso real por parte de los responsables de las instituciones públicas en los tres 
órdenes de gobierno en México, debido a que este problema de gran magnitud tiene 
impacto en tres áreas perfectamente identificables: los sistemas económicos, polí-
ticos y sociales.

La crisis de la ética pública en México requiere del compromiso de todos los 
mexicanos, en virtud de que es un imperativo categórico establecer mecanismos 
para fortalecer la ética en la función pública ante la insuficiencia e ineficacia de 
las reformas constitucionales. En su mayoría, estas últimas carecen de funda-
mentos válidos y solo se orientan de acuerdo con las formas de pensar de las 
distintas corrientes ideológicas de los operadores políticos.

De lo anterior, se considera que el sistema gobernante en turno, como el de los 
partidos políticos, en su afán por llegar a detentar el poder y los cargos en las 
diversas instituciones públicas en los tres niveles de gobierno, no hacen más que 
permitir que prevalezca un desorden institucional, forma en la que se puede consi-
derar la dimensión del problema. Así, se profundiza la desconfianza de la ciuda-
danía hacia las instituciones gubernamentales y en la percepción generalizada de 
corrupción. La crisis de la ética pública en México siempre ha sido un problema que 
ha socavado la legitimidad del Estado y obstaculizado el desarrollo social. De acuerdo 
con Aguilar Camín, “la corrupción se ha convertido en un componente estructural 
del sistema político mexicano, perpetuando una cultura de impunidad que resulta 
difícil de erradicar” (Aguilar, 2016, p. 34). 

En este sentido, cabe mencionar que la ética pública implica establecer la 
corrupción no solo como un acto del servidor público y el usuario del servicio 
público, sino como un proceso complejo que no se limita al sector público ni a actos 
aislados. En efecto, este fenómeno que lacera a la sociedad mexicana en su con-
junto está enraizado en las prácticas institucionales cotidianas, lo que plantea un 
gran desafío para las autoridades. 
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La crisis de la ética pública en México también es resultado de la falta de trans-
parencia y de rendición de cuentas en el ejercicio del poder político en los tres 
niveles de gobierno. La ineficacia de mecanismos de control para supervisar y san-
cionar conductas indebidas fomenta un entorno donde los servidores públicos 
actúan con discrecionalidad, donde se crean tejidos de interés particulares o de 
grupo con total impunidad. Estudios recientes subrayan que “la falta de ética pública 
no solo es un problema legal, sino un reflejo de una cultura política que ha norma-
lizado estas prácticas” (Fernández, 2018). Consecuentemente, la ética pública debe 
ir acompañada de un cambio cultural profundo, donde la honestidad y la aplicación 
de la ley sean pilares fundamentales de la administración pública.

Un aspecto importante que se observa en la actualidad es que el número tan 
alto de denuncias obliga a fortalecer las instituciones sobre la ética de los servidores 
públicos y la Ley Nacional del Combate a la Corrupción, entre otras disposiciones, 
esto para que tengan que ir más allá de una simple retórica discursiva; es decir, que 
estas se traduzcan en acciones que aseguren el apego a valores en las prácticas 
cotidianas de los operadores políticos económicos y sociales, así como en la for-
mación de servidores públicos en programas de capacitación.

Por lo anterior es que, en gran medida, se logra identificar en este trabajo que 
la transparencia se convierte en un instrumento esencial para que el uso de recursos 
públicos sea realmente visible a los ciudadanos. De igual manera, no se puede 
perder de vista que es un elemento que condiciona la eficiencia de las autoridades 
a través de resultados.

La lucha contra la corrupción y la restauración de la integridad institucional 
no puede depender solo de la voluntad política; debe involucrar a la sociedad civil 
y a organismos internacionales, pues se trata de una cuestión de valores, lo cual 
debe perfilar a una sociedad sólida capaz de combatir y arrancar las raíces de la 
corrupción y la impunidad. Pero también, debe ser capaz de apartar y excluir a los 
servidores públicos deshonestos que ejerzan los cargos públicos para beneficio 
personal o de grupo.

En virtud de lo anterior, se puede considerar que la crisis de la ética pública 
en México es un problema estructural que requiere una intervención profunda y 
sostenida. La corrupción, la impunidad y la debilidad institucional han erosionado 
la confianza que los ciudadanos deben tener de sus gobernantes, lo que genera 
un ambiente de escepticismo y desesperanza.1 Por ello, la implementación de 
mecanismos de transparencia, sanciones efectivas y educación cívica pueden con-
tribuir a la reconstrucción de una cultura de integridad en el sector público.

1   Los casos de falta de información para justificar el gasto ejercido para obras públicas, para medica-
mentos, para programas de gobierno, etc., forman parte de la realidad que se desvela con los informes de 
las auditorías de la federación, o por las realizadas a nivel estatal.
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En última instancia, la ética pública no solo debe ser un principio rector de la 
administración gubernamental, sino una práctica cotidiana en la gestión de los 
recursos y el ejercicio del poder. Como señala Rawls (1971, p. 427) la justicia y la 
integridad deben ser los pilares de cualquier estructura estatal que aspire a la legi-
timidad democrática. Sin estos valores, la crisis de la ética gubernamental que 
vivimos en México persistirá, con consecuencias cada vez más graves para el desa-
rrollo del país.

De conformidad con el seguimiento que se puede hacer de los casos que 
demuestran la crisis de la ética pública en México, es posible constatar que ha sido 
una forma de ejercer el poder dentro de la estructura gubernamental desde hace 
décadas. Los fenómenos de corrupción, la impunidad y la falta de transparencia en 
las instituciones gubernamentales han sido determinantes. Esta crisis no es un 
fenómeno aislado, sino que está intrínsecamente ligada a la estructura del poder 
político en el país, que también juega con un sistema sancionatorio a modo. Desde 
la consolidación del sistema político mexicano en el siglo xx se ha observado una 
relación estrecha entre el ejercicio del poder y la falta de rendición de cuentas, lo 
que ha generado un desgaste en la confianza de la ciudadanía hacia sus institu-
ciones (up, 2021).2 

En efecto, los diversos procesos corruptivos en los que intervienen servidores 
públicos de distinta jerarquía, además de la crisis de la ética pública, dejan de lado 
el interés colectivo. El problema, además de ello, es que compromete a largo plazo 
atender necesidades esenciales en la vida de las personas, de las familias, de los 
jóvenes, de los trabajadores, de los adultos mayores, etc. En gran medida, se com-
prometen derechos humanos que, se supone, son inherentes al desempeño de las 
autoridades. Esto permite que las prácticas corruptas, de impunidad, de opacidad 
y de falta de transparencia permeen de manera normal en la cotidianidad de la vida 
pública, con lo que aumenta la percepción de falta de participación política, la des-
confianza y también el desinterés de la población.

De esta manera, la ética en la política se ha relegado a un segundo plano, se 
han priorizado intereses particulares sobre el bien común, como apunta Morales 
(2023, pp. 4127-4140), cuando señala que la corrupción genera un riesgo para las 
autoridades, ya que no permite que haya eficiencia gubernamental, pero, simultá-
neamente provoca tanto desconfianza como incertidumbre en la población. Esta 
normalización de la corrupción ha sido posible debido a la concentración del poder 
en grupos reducidos, que operan bajo lógicas clientelares y de lealtad personal antes 
que bajo principios de servicio público. 

2   En este documento, refieren: “La corrupción dentro de los organismos de administración pública —así 
como cualquier actividad que da la impresión de serlo— socava la confianza de la ciudadanía. Por ello, los 
funcionarios públicos deben asegurarse de tener una conducta ética”.
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En el marco de una administración basada en resultados es posible establecer 
razones, porque no se logran materializar muchas metas gubernamentales. Lo más 
grave es que quienes participan con conductas inapropiadas se consideran legiti-
mados para continuar en esos cargos. Eso es lo que ha provocado la normalización 
de este tipo actos, los cuales trastocan la viabilidad financiera del Estado y se reduce 
la respectiva eficiencia que puede tener en cada área en la que el fenómeno de la 
corrupción se inserta.

Como puede advertirse, la impunidad es otra cuestión fundamental que se 
debe considerar, ya que es otro factor que incide en la crisis de la ética pública en 
México. Sobre este tema, en su investigación, Catalina Kühne (2024) logró identi-
ficar que la impunidad es un factor que genera la mala percepción ciudadana. Para 
2023, se identificó que más de 80 % de las personas que participaron en una encuesta 
relacionada con el sistema de justicia consideran que se mantuvo o incrementó la 
impunidad. Estas son cifras alarmantes que demuestran que hay un problema serio 
en la confianza que la población tiene hacia sus autoridades.

La impunidad es uno de las causas del debilitamiento de los tres poderes tradi-
cionales en México, lo que también refleja la complicidad entre actores políticos, 
económicos y sociales que buscan mantener el orden establecido por factores 
dominantes. En esta dinámica, la falta de castigo a las conductas indebidas fomenta 
su repetición y erosiona todavía más la credibilidad de las autoridades. Por lo tanto, 
la pregunta que emerge en este contexto lleva a plantear si ¿será posible consolidar 
gobiernos eficientes libres de corrupción? 

La estructura del poder político en México ha sido históricamente piramidal y 
centralizada, lo que ha facilitado la concentración de decisiones económicas, polí-
ticas y sociales en quienes han creado intereses personales o de grupo. Este modelo 
de la estructura del ejercicio del poder político ha dificultado la implementación de 
mecanismos efectivos de rendición de cuentas y ha perpetuado prácticas que 
socavan la ética pública. 

En el fondo, parecería que en donde sí hay eficiencia es en la posibilidad de 
crear escenarios para que prevalezca la falta de transparencia o la falta de interés 
para combatir frontalmente la corrupción, esa es la razón por la que no se prioriza 
el interés público ni las actividades de la función pública, lo que dilapida el ejercicio 
presupuestal y genera una mayor crisis de la administración, lo cual se ha gestado 
desde el siglo pasado. Para tratar de contener este tipo de prácticas es importante 
considerar las condiciones normativas adecuadas en nuestra época, para que hagan 
posible corregir aquellas prácticas que se instalaron como normales en el imagi-
nario social. 
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La incidencia de la corrupción y de la ética 
pública en la era de los derechos humanos

Al momento de desarrollar esta investigación se planteó una interrogante que nos 
ha llevado a reflexionar sobre si es posible establecer una relación entre el tema de 
la corrupción, la ética pública y los derechos humanos. Para ello, inicialmente es 
necesario determinar la relevancia que tienen los derechos humanos en la vida de las 
personas, pero también cómo serán garantizados o ejercidos, esto a través de la inter-
pretación y la aplicación que realizan las diferentes dependencias y órganos públicos.

En esta búsqueda por asegurar el cumplimiento de las obligaciones del Estado 
aparece una disyuntiva que llama nuestra atención y consiste en determinar lo que 
se debe ponderar como relevante. En este caso, se trata de decidir sobre salva-
guardar fines comunes o el aspecto individual. 

No cabe duda que el Estado está obligado a salvaguardar los derechos en los 
dos ámbitos. Aquí el problema es determinar quién puede ejercer mayor presión 
sobre las autoridades, ya que todo mundo tiene el legítimo derecho de exigir la 
intervención gubernamental en el mismo grado. Como apunta Peces (2004, p. 55), 
leyes justas tienen que llevar a tomar decisiones justas y, en consecuencia, estas 
producen la felicidad de los hombres.

Apelar al diseño de un sistema jurídico bueno lleva a plantear parte del pensa-
miento aristotélico, a través del que se puede pretender alcanzar la tan anhelada 
felicidad de los individuos (Aristóteles, 2007, p. 205), lo que sintomáticamente llevaría 
a su obediencia. A la luz de esta reflexión, lo opuesto lleva a plantear la posibilidad 
de que cuando algo no es coherente, lleva a que no se cumpla, debido a la distancia 
entre su contenido y lo que pretende regular. Esto es algo que se retoma en el 
siguiente apartado de esta investigación, ya que se puede identificar que sí existe 
una racionalidad plenamente justificada en la estructura jurídica, que se propone a 
través de un modelo de gestión basado en resultados.

Precisamente, al momento de mejorar el uso del presupuesto, éticamente 
permite que los derechos humanos se puedan garantizar bajo reglas claras, a través 
de las que se puede alcanzar la tan esperada dignidad humana.

El tema de la ética pública y la relación que guarda con los derechos humanos 
también parte de una racionalidad que justifica la necesidad de una intervención 
gubernamental en aras de garantizar la plenitud de los ciudadanos de forma obliga-
toria (Malo y Servín, 2018, p. 182). De esta manera, es posible argumentar que el 
aspecto más relevante de la ética pública en materia de derechos humanos es su 
protección a través de acciones sustantivas. 

El alcance real de la pretensión gubernamental para poder garantizar los 
derechos humanos implica también un sistema de gestión gubernamental, no solo 
declarativo en la legislación, lo cual se va delineando cada vez más desde la segunda 
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mitad del siglo xx, sino mediante acciones que en la actualidad descansan en pro-
gramas sociales, o bien de su protección desde el punto de vista judicial, etc.

Otro aspecto que es importante mencionar es el de la cultura de la legalidad, 
ya que, a través de esta, la sociedad reconoce valores y principios que rigen la 
actividad de las autoridades. Esto coincide con el planteamiento realizado en este 
trabajo, toda vez que la ética pública se relaciona con dicha cultura, a través de 
valores y principios que rigen el funcionamiento de las autoridades. Desde nuestra 
perspectiva, no existe una mejor forma de consolidar una ética organizacional en el 
sector público; esto se debe a que cuando se desconoce el contenido del sistema 
jurídico en el cual se inscriben las competencias del servicio público pareciera que 
la intención es no asumir el grado de responsabilidad que imponen los principios 
que rigen el actuar de las autoridades, por lo que se termina por afectar la eficiencia 
gubernamental. Como se ha expresado en las líneas previas, la cultura de la lega-
lidad involucra a todos los actores, tanto a aquellos que forman parte de las auto-
ridades como a los propios ciudadanos, ya que alcanzar objetivos permite mejorar 
las condiciones de vida colectivamente (Cruz, 2019, p. 45). 

Por su parte, la Comisión Nacional de Derechos Humanos (2022, p. 7) definió 
la ética del servidor público, en donde algo que llama nuestra atención es que jus-
tamente logran identificar que esta es una conducta cotidiana cuya orientación 
debe encaminarse a impedir actos inapropiados para evitar la corrupción. De igual 
manera, este comportamiento queda plasmado en los códigos de ética o códigos 
de conducta de las diferentes dependencias de gobierno que, de alguna manera, 
recogen los principios y valores que rigen su actuación. En palabras de Hernández 
et al. (2017, p. 127), el desempeño de los servidores públicos depende de que se 
cumpla esa legislación.

Al momento de contrastar aquellas conductas respecto al tema de principios, 
que desde un inicio se han mencionado en este trabajo, se identifica la relación 
inevitable que el modelo normativo contiene por su propia naturaleza y los prin-
cipios en materia de derechos humanos; por mencionar un ejemplo, el de universa-
lidad, el cual implica que haya un compromiso de acción que lleve a garantizar la 
dignidad humana. Tan solo este principio determina que el Estado tiene que cumplir 
con obligaciones a través de las cuales sea posible reconocer, garantizar, respetar, 
promover y proteger los derechos consagrados en la Constitución y en los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos. 

En palabras de Bernal (2019, p.19), los derechos humanos “constituyen un ele-
mento indispensable para el aseguramiento de la dignidad y el desarrollo pleno de 
las personas en sociedad. Dichos mínimos vitales deben estar reconocidos y garan-
tizados por el orden jurídico nacional e internacional”.

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia (2015, p. 1430) indica que los derechos 
humanos engloban “los requisitos, las restricciones, las exigencias y las obliga-
ciones que las autoridades tienen para tutelar estos mínimos vitales”. A partir de 
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estos elementos se retoma la interrogante planteada desde el inicio: si el funciona-
miento de las autoridades orbita en torno a una serie de principios, ¿cómo es posible 
establecer una relación entre los derechos humanos y el tema de la corrupción? 

De acuerdo con los fines, que de manera general se han señalado sobre los 
derechos humanos y la necesidad de que todas las autoridades sean garantes de 
su protección, se sostiene que es posible la existencia de una relación estrecha; 
por mencionar un ejemplo, cuando se presenta el desvío de recursos públicos, se 
anula la injerencia de las autoridades en áreas relevantes para los ciudadanos. En 
particular, se observa porque muchos de los servicios dejan de ser eficientes. 

La condicionante presupuestal alcanza en el marco de los derechos humanos 
aspectos vitales para todos, como la vivienda, la educación, la seguridad, el acceso 
a la justicia, entre otros; esto definitivamente reduce la legitimidad de las institu-
ciones. Por ello, se puede constatar cómo la corrupción merma la capacidad de 
acción institucional, por dos razones: una es la integridad ética de las autoridades, 
ya que se pone en duda todo lo que hacen cuando, derivado de las acciones para 
garantizar algún derecho humano, se gestiona con la intención de causar daño al 
erario, como en el caso de Seguridad Alimentaria Mexicana (Segalmex),3 por men-
cionar tan solo uno de muchos casos de los últimos años. La segunda razón es 
porque impide que la racionalización del presupuesto permita que haya mayor y 
mejor cobertura de beneficiarios, es decir, al haber un margen presupuestal res-
tringido, con la corrupción se merma todavía más la disponibilidad económica para 
poder gastar mejor.

La implementación de la administración por resultados (ar) puede contribuir 
en el diseño de una ética organizacional del sector público, que en materia de 
derechos humanos resulta efectiva en particular porque, en este tipo de derechos, 
la medición con indicadores de cumplimiento hace visible si algo no está funcio-
nando o si alguien está haciendo las cosas de forma incorrecta.

Implicaciones normativas de la administración por 
resultados frente a los retos de la sociedad del siglo xxi

El problema de la ética pública afecta desde distintas perspectivas a las autori-
dades. Lo que atrae nuestra atención es que esas conductas trascienden en la efi-
ciencia que deben tener hacia la población. En otras palabras, se afirma que son los 
ciudadanos quienes resienten el efecto, de manera directa o indirecta, por el com-
portamiento de quien pretende instrumentalizar su cargo para beneficio suyo o de 

3   Este es un organismo descentralizado, cuya finalidad es promover la adquisición de productos rela-
cionados con el campo en cuanto a productos como maíz, trigo, arroz o frijol. El desfalco de recursos 
financieros asciende a más de 15 mil millones de pesos.
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un grupo de individuos. Por mencionar un ejemplo, en el informe de la cuenta 
pública federal 2024, en el tema de contrataciones públicas, se identificaron 
diversos aspectos que llaman la atención, ya que se confirman: sobre costo, falta de 
soporte documental, obras no ejecutadas pero pagadas, obras realizadas sin espe-
cificaciones, etc. (Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno, 2024, p. 28). Es por 
este motivo que, en el marco de la estructura que le da vida y soporte al Estado, el 
sistema normativo juega un papel preponderante. De hecho, este es el elemento 
determinante a través del que se delimitan las competencias de nuestras autori-
dades, pero, además, no sería posible concebir la legalidad, la transparencia, la 
rendición de cuentas, entre otros aspectos que orientan su funcionamiento. Es 
decir, por un lado, se tiene la fundamentación que establece la organización estruc-
tural de las autoridades y, por el otro, hay una serie de reglas a las que deben apegar 
su actuación. 

El tema de la integridad organizacional del ente público, en cualquiera de sus 
manifestaciones (autoridades federales, estatales o municipales), a través del factor 
jurídico, es una representación justamente de principios que guían sus acciones.

El sistema de gestión basado en resultados forma parte de la orientación ope-
rativa con la que debemos considerar la medición del funcionamiento guberna-
mental en cualquier nivel de autoridad y se respalda con diversas disposiciones 
jurídicas, que se deben mencionar en esta investigación.

En años recientes se ha hablado mucho del sistema anticorrupción, del sistema 
de responsabilidades y del cumplimiento de obligaciones administrativas para los 
servidores públicos, como la declaración patrimonial y responder a las peticiones de 
acceso a la información pública, que son parte de las actividades que recaen sobre 
quienes ejercen una función pública.

Todo ello, por sí solo, demuestra lo preocupante que ha sido seguir de cerca el 
comportamiento de los servidores públicos, al grado de tener que ajustar cada vez 
más el sistema normativo, especialmente porque no se alcanzan metas guberna-
mentales. La asociación de prácticas indebidas y de malos resultados ha forzado 
precisamente a crear sistemas jurídicos más agresivos. 

En ese universo normativo, una ley que recoge de manera puntual la ejecución 
del presupuesto a través de una ar es la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria (lfprh, 2006). Al momento de abordar el tema de la ejecución del 
presupuesto, en su artículo 45, esta ley establece que quienes ejercen recursos 
públicos son responsables de que se realice con eficiencia y de acuerdo con los 
“objetivos previstos en sus respectivos programas”. En este mismo sentido, en 
diversos artículos, la ley va delineando una ruta de cumplimiento apegada a la con-
creción de resultados. 

Otro aspecto que resalta de esta ley es que alude a la evaluación de resultados. 
Es decir, no solamente se deben elaborar programas operativos enfocados en 
objetivos concretos, sino también determinar mecanismos de evaluación, a través 
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de los que pueda haber una explicación de la relación entre presupuesto y las metas 
alcanzadas. Así, el artículo 78 alude a la participación “por conducto de expertos, 
instituciones académicas y de investigación u organismos especializados” (lfprh, 
2006) para realizar esa evaluación, lo cual, de forma clara, es indicativo de la gran 
preocupación que se tiene cuando se compromete el presupuesto. 

En este mismo sentido, el artículo 110 de esa ley, en su párrafo cuarto, establece 
cómo debe entenderse la evaluación del desempeño. Esto solo es posible a partir 
del momento en que se puede “verificar el cumplimiento de objetivos y metas, con 
base en indicadores estratégicos y de gestión que permitan conocer los resultados 
de la aplicación de recursos públicos” (lfprh, 2006). Esta ley, desde luego, aplica 
cuando se trata del presupuesto federal, que es utilizado por la administración 
federal, o por recursos que, de origen federal, se gastan a nivel local.

En esta misma órbita de gobierno, la Ley General de Contabilidad Guberna-
mental (2008) establece, en su artículo 19, fracción vi, que los entes públicos deberán 
asegurarse de que se produzca en tiempo real la información correspondiente a la 
ejecución del presupuesto, esto con el propósito de que los operadores guberna-
mentales puedan tomar oportunamente las decisiones; todo lo anterior en función 
de la programación que se realiza, basada en resultados. 

El trabajo que en el área financiera se ha realizado debe permitir afianzar una 
cultura encaminada a tener resultados verificables, lo cual adiciona instrumentos 
técnicos que permiten medir el comportamiento permanente de las autoridades. Si 
bien la corrupción tiene diversas modalidades y no solo consiste en hacer mal uso 
del presupuesto público, es una de las áreas que más ha comprometido la satis-
facción de necesidades sociales. 

Desde nuestra perspectiva, a partir del análisis de la legislación vigente, se 
advierte una estructura jurídica acorde con esta época de grandes carencias, en 
donde lo que se espera es que se tengan mejores resultados. Otro elemento que 
ha llevado a esta sistematización de la acción gubernamental se debe a la falta de 
capacidad presupuestal gubernamental para atender las necesidades de la 
población, por lo que buscar la eficiencia del sector público se convierte en algo 
indispensable. Precisamente, para lograr cumplir el objetivo, el grado de tecni-
cidad con el cual se equipan los órganos de control y vigilancia debe llevar a la con-
solidación de una nueva cultura gubernamental, mediante la depuración de los 
recursos humanos que interfieran directamente en su función, incluso, que la per-
viertan con actos corruptos.

Se debe observar cómo en este primer cuarto de siglo juegan un papel cada vez 
más relevante los resultados que se producen en la revisión de la cuenta pública; 
por un lado, porque se materializa el contenido de las obligaciones jurídicas de los 
ejecutores del presupuesto público, pero también, porque permite detectar con 
cifras la falta de recursos públicos que, por diversas circunstancias, pueden carecer 
de respaldo justificado y de información que acredite su uso. Lo anterior permite 
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aplicar sanciones, ya que, bajo la amenaza permanente que esto implica, se res-
tringe el campo de acción de quienes pueden provocar un daño al erario. Es evi-
dente que el correcto uso del presupuesto es un tema de ética pública, en el que las 
autoridades reducen su eficiencia al momento en que dejan de cumplir con sus 
funciones por actos corruptos. 

Es pertinente decir que la eficiencia de las autoridades, desde la perspectiva 
que plantea una gestión basada en resultados, está condicionada por la maximi-
zación del uso del presupuesto para ejecutar funciones; así, concretar objetivos es 
una prioridad; sin embargo, es importante tener cuidado y no permitir que se pro-
duzca una percepción errónea, pues alcanzar objetivos no es equivalente a resolver 
totalmente los problemas o a prestar los servicios que atienden determinadas 
autoridades. 

A partir de la evidencia encontrada para realizar esta investigación, se argu-
menta que saber en qué se utiliza el presupuesto público de manera clara trae la 
aprobación por parte de la ciudadanía, respecto a que las autoridades hacen algo 
en beneficio de la población. Contrario a ello es cuando se utilizan los recursos 
públicos sin demostrar los avances para atender las prioridades que cada adminis-
tración dice atender (Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno, 2024, p. 28). 

El derroche de recursos o el incremento patrimonial de forma desmedida de 
quienes deben asegurar una función pública justifica plenamente la razón por la 
que el sistema jurídico tuvo que desarrollarse con una doble finalidad: por un lado, 
crear un sistema que permita medir la acción gubernamental; por otro lado, san-
cionar cuando se detecten inconsistencias en el ejercicio del presupuesto. A 
manera de ejemplo, a nivel local utilizamos la Ley de Responsabilidades Adminis-
trativas del Estado de México (2024); en el artículo 7 prevé dos supuestos que 
llaman la atención: en su fracción i indica que los servidores públicos deben actuar 
apegados a todas las disposiciones normativas relacionadas con su cargo o fun-
ciones. Por otro lado, en la fracción ii señala la necesidad de que el servidor público 
se conduzca correctamente y sin pretender obtener beneficios, provecho o ventaja 
personal. Este artículo manifiesta cómo el actuar de los servidores públicos queda 
marcado por la ética pública; incluso, en la fracción v de este mismo numeral alude 
a un criterio fundamental en esta investigación, que tiene que ver con que la 
acción de los servidores públicos debe realizarse de manera que se oriente hacia el 
logro de resultados. 

El alcance que tiene una gestión basada en resultados tiene que ver con cómo 
mejorar la ejecución del gasto público. Por ello, al enfocarse en dos ejemplos de 
instrumentos financieros que guían el destino de los recursos públicos bajo esa 
perspectiva se encuentra lo siguiente: por un lado, el Presupuesto de Egresos de la 
Federación (2025), en diversos artículos, hace referencia al logro de resultados deri-
vados del ejercicio de los recursos. Asimismo, en el Capítulo viii, respecto a la 
evaluación del desempeño, es en donde se puede identificar el requerimiento 
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técnico a través del cual se hace posible la medición de cualquier actividad por parte 
de los ejecutores presupuestarios. Al contrastar estos aspectos con el tema de la 
corrupción, es evidente que se alude a una forma de gestión que hace posible crear 
límites y, además, permite alcanzar una mayor eficiencia de las autoridades.

Por otro lado, a nivel local se identificó el mismo tipo de instrumento financiero 
para saber si también existe un enfoque de medición de resultados. Para ello se 
utilizó el Presupuesto de Egresos del Estado de México (2023), que en su artículo 2, 
fracción i, sigue la misma lógica de medición del gasto. En este, se establece la 
obligatoriedad de que se identifique correctamente el tipo de población a la que se 
dirigen subsidios, con el propósito de que su ejecución se apegue a un presupuesto 
basado en resultados. 

De igual manera, dentro de la clasificación funcional de este documento finan-
ciero aparece, en el programa 5, de los asuntos financieros y hacendarios, una 
asignación específica de presupuesto para la planeación y presupuesto basado en 
resultados.

Un nivel tan alto de tecnicidad y sofisticación en términos de planeación, asig-
nación, ejecución, revisión y control de presupuesto no debe permitir que quienes 
han causado algún daño patrimonial al Estado tengan la posibilidad de llevar a cabo 
prácticas que impacten en el desempeño de las autoridades. En este sentido, en el 
marco de una nueva cultura ciudadana de medición de desempeño de las autori-
dades, es fundamental que se fortalezcan estos mecanismos de control. En parti-
cular, porque a largo plazo es posible sentar las bases de un nuevo tipo de 
autoridades.

Esta discusión no termina definitivamente con aspectos únicamente técnicos 
a través de los cuales haya medición del desempeño, sino que debe garantizarse que 
el aseguramiento de los derechos de los ciudadanos se traduzca en acciones con-
cretas perfectamente identificables. Solo gracias a ello es posible distinguir quién 
hace qué y cómo.

Reflexiones finales

Las instituciones de control, fiscalización e investigación permitirán devolver la 
credibilidad de las autoridades a la sociedad. Es fundamental considerar la repa-
ración del daño como una segunda etapa que permita dar continuidad a las acciones 
del Estado contra el combate a la corrupción, con el propósito de restituir a la 
sociedad los bienes que le corresponden, toda vez que estos representan un costo 
que se asume dentro del gasto público.

Es evidente que se requiere una cultura de legalidad, donde quienes ocupen un 
cargo público ejerzan sus funciones con plena conciencia sobre las repercusiones 
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que tienen los actos de corrupción. Es indispensable la disposición de asumir, como 
parte inherente a su función, la medición de resultados y la ejecución de sanciones 
en caso de no obrar correctamente.

En este orden de ideas, destaca que una de las áreas más importantes para la 
sociedad es salvaguardar los derechos humanos, por lo cual la diversidad de 
derechos, que van desde los económicos, sociales, políticos, culturales, entre otros, 
imponen la obligación de corregir las formas de gestión pública para combatir la 
corrupción, particularmente porque se utilizan recursos públicos con objetivos 
determinados. Estos no pueden desvirtuarse de su finalidad para lograr resultados 
óptimos y medibles a través de sistemas de evaluación.

En un esfuerzo por determinar la implementación de nuevos instrumentos para 
combatir la corrupción, así como la consecuente instauración de sistemas que 
mejoren la ética pública, la administración por resultados incide plenamente en el 
diseño de la integridad organizacional gubernamental moderna.

Como se ha referido, la relevancia que adquiere la administración por resul-
tados se debe a que obliga a las autoridades a alcanzar un alto nivel de sofisticación 
técnico, por lo que disminuye la vulneración a derechos humanos hacia los ciuda-
danos y las faltas que se cometen en la función pública, especialmente porque la 
implementación de este tipo de gestión puede prevenir conductas corruptivas.

Un aspecto que debe destacarse es que cuando se descuidan los resultados que 
presentan las autoridades es imperativo que estos mecanismos de gestión ayuden 
a identificar las fallas para mejorar el desempeño gubernamental. No hay otra vía si 
no se observa el resultado que produce la administración basada en resultados.

Desde esa perspectiva, la ética pública permite definir las rutas de gestión 
pública acordes con los retos que plantea un escenario en donde la falta de trans-
parencia y altos niveles de corrupción justifican que la acción pública se someta a 
rigurosos procedimientos de medición.

Este trabajo permite demostrar que el siglo xxi está en vías de alcanzar un nivel 
de sofisticación en los procesos de gestión pública que, desde el punto de vista 
jurídico, son determinantes para la consolidación de una nueva cultura de eficiencia, 
de transparencia pero, sobre todo, una que cierre las vías para lograr que la 
corrupción disminuya.
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Introducción

Para quienes están inmersos en la vida jurídica, e incluso para quienes son ajenos a 
este ámbito, ha sido un hecho notorio la modificación normativa relativa a la reforma 
judicial, donde se cambia de forma sustancial la estructura, el funcionamiento y el 
nombramiento de quienes integran el Poder Judicial; de un sistema de carrera 
judicial se abre paso a un régimen de elección popular de los titulares de los órganos 
judiciales, lo cual implica un cambio de paradigma funcional y organizacional. 

Al cambiar todo el andamiaje de acceso a los cargos de mayor rango dentro de 
este poder, existen altas posibilidades de que una de las consecuencias sea un 
cambio en la conducta de quienes integran este poder, que implicaría a los servi-
dores públicos, desde el menor rango, mediano y hasta los de alta jerarquía, razón 
por la que vale la pena reflexionar hasta dónde es posible que el cambio de conducta 
pueda afectar aspectos sustanciales respecto a la forma de comportamiento de los 
servidores judiciales.

De lo antes mencionado, se desprende el origen de las reflexiones que se rea-
lizan en este capítulo, a partir de las siguientes interrogantes: 1. Si desaparece la 
carrera judicial, ¿habrá un cambio de comportamiento en los servidores que integran 
los órganos de justicia? 2. Si se ignora la preparación, antigüedad, conocimientos y 
méritos de los servidores judiciales al desaparecer la carrera judicial, ¿cambiará la 
conducta de los integrantes de los órganos judiciales? 
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Para dar respuesta a estas reflexiones se aborda, en un primer aspecto, el aná-
lisis breve de la evolución de las reformas más significativas en el contexto moderno 
cercano y en el contemporáneo, que abre un panorama del estado de cambio que 
ha sufrido el Poder Judicial federal; en segundo aspecto, se reseña, de forma breve, 
lo referente a la ética judicial y su relación con el comportamiento de los servidores 
públicos judiciales. En el tercer aspecto se hace referencia a la importancia de la 
frónesis, como elemento de trascendencia en el actuar del juzgador y de sus subor-
dinados; luego, da paso a un análisis de la integridad con la que se deben conducir 
los integrantes de los mecanismos de impartición de justicia. Asimismo, se analiza 
el efecto Chum, para referenciar la atención que la autoridad otorga a las cifras 
negras y se mencionan los elementos que pueden impactar en la profesionali-
zación. Finalmente se concluye con una valoración de la integridad de los servi-
dores públicos, en proporción a los elementos de acceso a ascensos y mejores 
condiciones laborales.

Reforma Judicial

Al realizar una breve búsqueda de la forma en que se ha desarrollado el Poder Judicial 
del Estado mexicano es posible percatarse que su evolución ha sido accidentada, 
pues desde su institucionalización en la Constitución mexicana tal parece que su 
diseño fue a partir del esquema establecido en la ley suprema norteamericana de 
1787 (Natarén, 2005). Y con mucha razón puede ser que sea cierta esta afirmación, 
ya que hay algunos ejemplos que nos pueden servir de base para aceptarlo, como es 
el artículo 133 de nuestra carta fundamental, que es el sustento del control difuso de 
la Constitución, que de forma enunciativa otorga la potestad a todos los jueces, sin 
importar su competencia ni grado para realizar el control de la Constitución y que es 
una copia del diseño de control constitucional de Estados Unidos de América, el cual 
era un artículo nugatorio hasta la reforma constitucional de 2011, pues con ante-
lación a ese año, a pesar de la existencia de ese precepto constitucional, el control 
constitucional se encontraba monopolizado por el Poder Judicial de la Federación, 
excluyendo a los jueces ordinarios de la realización de esta función. 

No es propósito de este capítulo realizar un examen profundo de la evolución 
del Poder Judicial en México, sin embargo, a efecto de contar con algunas refe-
rencias del desarrollo de este, es deseable señalar ciertas particularidades de las 
reformas que estimamos de más alta trascendencia en el contexto contemporáneo 
y en tiempos no tan lejanos. 

De singular trascendencia es reseñar lo que decía el conocido jurista Héctor 
Fix-Fierro (2002), al señalar que “el Poder Judicial más que un tercer poder ha sido 
un poder de tercera”, al considerar que este no tenía una relación igualitaria con 
respecto a los otros poderes en cuanto a autoridad, prestigio social y recursos 
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económicos. Esto parece gracioso, porque si bien es cierto que esta afirmación se 
realizó hace más de 20 años, de acuerdo con el desarrollo histórico, parece que dicha 
circunstancia había sido superada. 

En este contexto, el Poder Judicial, por lo menos en la última década, se había 
constituido como contención a los excesos de los actos de los otros dos poderes, 
por lo que se considera que su fuerza había aumentado, a tal grado que anulaba 
actos tanto del Poder Ejecutivo como del Poder Legislativo.

Por lo anterior, cobra relevancia reflexionar qué sucederá con el funcionamiento 
de este poder una vez pasado un tiempo después de la ejecución total de la reforma 
judicial de 2024, en el momento en que se empiece a visualizar la postura y criterios 
de los nuevos operadores del sistema judicial, pues está en suspenso saber si seguirá 
operando como contención de los otros poderes o si se convertirá en un poder 
subordinado a los otros dos poderes. 

Solo por contar con algunas referencias que cambiaron de forma importante el 
sistema judicial, vale la pena recordar aquellas reformas que trascendieron a la 
sustancia del esquema de funcionamiento judicial en el contexto contemporáneo. 

Antes de entrar a reseñar algunas de las modificaciones del sistema judicial en 
México, se ha considerado de utilidad recordar la forma en que se encontraba el 
Poder Judicial en su diseño original; en este sentido, la redacción primaria de la 
Constitución de 1917 preveía que el Poder Judicial de la Federación se asentaría en 
una Suprema Corte de Justicia, en los Tribunales de Circuito y de Distrito. En cuanto 
a la Suprema Corte, se establecía compuesta por 11 ministros y solo podía funcionar 
en pleno, y las determinaciones se tomaban por mayoría absoluta de votos. 

En cuanto a la designación de los ministros, se encontraba previsto que la 
Legislatura de cada entidad federativa haría la propuesta de un candidato y serían 
electos por el Congreso de la Unión. Una cuestión de relevancia es que se esta-
blecen dos regímenes transitorios de los ministros, pues se estableció que los pri-
meros electos durarían solo dos años en su encargo; los siguientes electos, cuatro.

A partir de 1923 se estableció un régimen permanente de inamovilidad con una 
causal de remoción, consistente en observar mala conducta; y mediante el juicio de 
responsabilidad que se entablara para tal efecto, este régimen de inamovilidad 
también fue aplicado para magistrados de circuito y jueces de distrito (dof, 1917).

Valdría la pena distinguir que dentro del funcionamiento del sistema judicial 
han sido dos las vertientes que han hecho mutar al Poder Judicial en el devenir 
histórico; la primera, concerniente al funcionamiento de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación; y la segunda, la atinente a los demás órganos, tanto administra-
tivos como jurisdiccionales. 

En el primer aspecto, una cuestión de gran significado es lo referente a la Corte, 
que en la reforma de 1987 se modificaron diversos preceptos constitucionales res-
pecto a este órgano supremo, pero, de singular importancia el artículo 107; así, una 
función que fue modificada fue que se reservó a la Suprema Corte el análisis de 
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cuestiones meramente constitucionales, dejando como atribución exclusiva de los 
Tribunales Colegiados de Circuito el análisis de la legalidad de los actos, pues de 
forma lógica se consideró en la iniciativa de reforma que la Suprema Corte debía 
avocarse a la interpretación definitiva y a la salvaguarda de la Constitución, lo que 
implicaría un detrimento en el volumen de asuntos sometidos a su estudio, con lo 
que se impartiría una mejor justicia (Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2000). 

Por otra parte, en general, en la reforma de 1987 se confirieron mayores atribu-
ciones al Poder Judicial federal, pero una cuestión que es imprescindible destacar 
es que gran parte de las reformas al Poder Judicial federal han girado en torno al 
juicio de amparo. 

Una cuestión de relevancia que vale la pena recordar es que en la exposición 
de motivos de la reforma de 1987 se hace un balance positivo de la actuación de los 
Tribunales Colegiados de Circuito en la impartición de justicia, pues se advierte con 
características de prontitud, imparcialidad, gratuidad e integralidad, asimismo, al 
dar materialización a lo estipulado constitucionalmente respecto a la justicia, esto 
derivado preponderantemente de dos circunstancias: por una parte, la descentrali-
zación de su localización física, y por la otra, la inamovilidad de los titulares de 
dichos órganos colegiados, que se estimó incidían en su independencia y objeti-
vidad, además, de que el método de la Suprema Corte para escogerlos había 
generado respeto por su preparación, experiencia, imparcialidad y honorabilidad 
(scjn, 2000).

Otra reforma que históricamente se considera de gran calado dentro del desa-
rrollo del Poder Judicial es la expuesta en el Diario Oficial de la Federación el 31 de 
diciembre de 1994, de la que atinadamente José Ramón Cossío (2001) señala que 
se reduce a tres aspectos: dar nuevas atribuciones a la Suprema Corte para con-
vertirla en un tribunal constitucional; modificar el statu quo integral de la figura de 
los ministros, desde los requisitos para acceder al cargo, las formas de nombra-
miento y los periodos de permanencia en el cargo; y la creación del Consejo de la 
Judicatura Federal. 

En el primer aspecto es posible apuntar que el diseño que se trazó para volver 
a la Corte un Tribunal Constitucional (calidad que nunca pudo lograrse) partió de 
ampliar su espectro de acción para proteger a la Constitución, al aumentar las 
hipótesis de las controversias constitucionales para fallar los conflictos entre los 
poderes, así como la instauración de las acciones de inconstitucionalidad para 
resolver posibles contradicciones entre normas generales y la Constitución, como 
un medio de control accesorio al juicio de amparo, con la diferencia de que, respecto 
de estas acciones, se previó que solo se encontraran legitimados para ejercerlas 
ciertos entes públicos y políticos distintos a los individuos como particulares (Cortez 
y Salazar (2019).

Por lo que respecta al statu quo de los ministros, se reestructuró completamente 
al instaurarse un órgano administrativo, denominado Consejo de la Judicatura 
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Federal, que se concibió para absorber funciones administrativas, así como funciones 
de disciplina para los órganos jurisdiccionales inferiores a la Suprema Corte y para 
materializar la carrera judicial, con lo que la Suprema Corte se vería mitigada en 
cuanto a la carga laboral de esas actividades para dejarle solo funciones de naturaleza 
jurisdiccional constitucional. 

A pesar de que en ese momento se concibió como un órgano autónomo de la 
Corte, en la reforma de 1999, en sentido contrario, se subordinó a la Suprema Corte, 
y es de relevancia decir que dicho órgano había venido subsistiendo en sus fun-
ciones con el diseño original hasta la reforma actual del 20 de diciembre de 2024, 
donde es sustituido por un tribunal de disciplina judicial y un órgano de adminis-
tración judicial. 

La reforma judicial de 2024, que se encuentra en pleno desarrollo y operación, 
representa un cambio paradigmático en los cimientos y en el funcionamiento de la 
impartición de justicia; voces de muchos expertos, como Diego Valadez, Javier 
Laynez, entre otros, señalan que fue un retroceso, en diversos ámbitos, del Poder 
Judicial. Por su parte, el grupo parlamentario que aprobó la reforma señala que esta 
era necesaria para abatir diversos vicios que habían trascendido al funcionamiento 
del Poder Judicial. 

La reforma en mención fue presentada por el entonces presidente Andrés 
Manuel López Obrador y se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 15 de 
septiembre de 2024; mediante esta, se modifica el andamiaje del funcionamiento 
del Poder Judicial. A continuación se mencionan algunas de las particularidades más 
relevantes.

De la modificación al artículo 94 constitucional (dof, 2024) se desprende que: 

	– Desaparece el Consejo de la Judicatura Federal, seccionando sus funciones 
para ser sustituido por un órgano de administración judicial, que asumirá 
las actividades de administración y un Tribunal de Disciplina Judicial, que se 
advierte como la dependencia encargada de la vigilancia de los órganos que 
integran el Poder Judicial de la Federación. 

	– Se disminuye la cantidad de ministros integrantes de la Suprema Corte, de 
once a solo nueve. 

	– Se eliminan las dos salas en que podía funcionar la Corte, para imponer que 
este órgano supremo solo podrá funcionar en pleno, y los motivos que sus-
tenten las resoluciones de la Corte serán obligatorias si la resolución se tomó 
por mayoría de seis votos.

	– Se establece un tope de remuneración para quienes estarán al frente de los 
órganos jurisdiccionales que componen el Poder Judicial de la federación, 
determinándose que no puede ser mayor al del titular del Ejecutivo. 

De la modificación al artículo 95 constitucional se advierte que: 
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	– Se cambian los requerimientos para ser elegible al cargo de Ministro de 
la Suprema Corte de Justicia, adicionándose que debe tener un promedio 
general de calificación mínimo de 8 puntos en la Licenciatura en Derecho y 
de 9 puntos en las materias relacionadas con el cargo al que se postula en la 
licenciatura o en algún posgrado; haber residido por lo menos dos años en 
el país antes de la publicación de la convocatoria; no haber desempeñado 
el cargo de secretario de Estado, fiscal general de la federación, legislador 
federal o gobernador durante el año previo a la publicación de la convocatoria. 

En la innovación al artículo 96 constitucional se estipula el cambio en la senda para 
ocupar la titularidad de los órganos jurisdiccionales, al señalar que serán elegidos 
de manera libre, directa y secreta, lo que hace un cambio toral en la designación y 
nombramiento de los impartidores de justicia. 

No pasa desapercibido que en el párrafo octavo del dispositivo 94 de la Cons-
titución federal quedó establecido que las normas determinarán las formas y los 
procedimientos de los concursos para integrar los órganos jurisdiccionales. 

Precisamente, debido a que el método de selección de los titulares de los 
órganos jurisdiccionales ha cambiado diametralmente con motivo de la reforma de 
diciembre 2024 —que ya está en pleno funcionamiento— es que resulta de gran 
importancia reflexionar si las virtudes que generó el método de selección anterior 
—consistentes en la preparación, rectitud de conducta y perseverancia de los ser-
vidores judiciales— se conservarán o mutarán, pues es innegable la alta preparación 
que procuraban los servidores judiciales, lo que repercutía en la calidad de la apli-
cación del derecho; sin embargo, derivado de que ahora los titulares de los órganos 
jurisdiccionales se eligen mediante sufragio, se genera un posible riesgo en cuanto 
al actuar de los titulares de los órganos jurisdiccionales, lo que va en cascada hacía 
los servidores judiciales subordinados a ellos. 

Ética judicial

Como es de conocimiento general, la ética tiene como objeto la filosofía moral y se 
avoca al análisis de la conducta humana y a todo lo que gira en torno a las formas 
de comportarse, desde aspectos como el bien y el mal, lo correcto y lo incorrecto, 
las virtudes y los vicios; además, tiene como concepto paralelo a la moral, aunque 
muchos identifican a la ética como el examen de la moral. Por otra parte, algunos 
consideran que en realidad la ética se refiere a una conciencia personal e indepen-
diente y la moral a un campo de observancia de reglas establecidas por la sociedad 
(Ortiz, 2016).

En lo que respecta a la ética judicial, se puede explicar desde diversos 
aspectos, uno de ellos es el deontológico, que considera preponderantemente que 
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las resoluciones serán correctas si se encuentran apegadas a normas morales 
derivadas del sistema jurídico de forma independiente, imparcial y motivada, 
como lo señala De Fazio (2019); sin embargo, parece que en realidad lo ético o 
antiético se realiza en proporción directa de las normas que lo imponen, entonces, 
la conducta de los juzgadores se tendrá que ajustar a ciertos principios impuestos 
por el sistema correspondiente. 

Derivado de las reformas al Poder Judicial, y como se ha comentado, lo rele-
vante en este momento no solo es visualizar la posible ética en el actuar de los 
juzgadores como titulares de los órganos jurisdiccionales, sino hacer un ejercicio de 
prospectiva del actuar de todos los integrantes de los órganos jurisdiccionales que, 
si bien se sabe que en ellos no descansa la responsabilidad de la emisión de las 
resoluciones, es un hecho notorio que en ellos se soporta toda la estructura que 
concluye en las determinaciones, por lo que es innegable la importancia que tiene 
el comportamiento de los servidores judiciales como parte preponderante de la 
tramitología judicial, que puede afectar la velocidad, la eficacia y hasta el sentido 
de las resoluciones.

Por su parte, la ética del comportamiento de los servidores judiciales, en cuanto 
a la preparación, probidad y hasta el cuidado de su trabajo, puede evitar que caigan 
en actos de corrupción, que en gran parte descansaba en la carrera de ascensos que 
podían tener hasta lograr la titularidad del órgano jurisdiccional, lo que ha desapa-
recido con la reforma de diciembre de 2024; pero, incluso es probable que esta 
reforma afectará la ética del comportamiento de los propios juzgadores electos por 
sufragio, pues por una parte sustentarán su potestad en una elección del pueblo y, 
por otra, también estarán conscientes de que no será necesario prepararse profe-
sionalmente, pues su permanencia en el cargo no dependerá de ese elemento.

Un ejemplo referente a la ética de quienes contendieron para obtener la titula-
ridad de algún órgano jurisdiccional se puede apreciar, como lo señala Merino (2025), 
en el hecho de que el Instituto Nacional Electoral anuló el triunfo de 46 candidatos 
por no reunir el requisito de contar con un promedio mínimo de 8 de calificación en 
la licenciatura, o de 9 en posgrado, lo que deja al descubierto algunas cuestiones de 
relevancia, que se describen a continuación: que si no hubo filtros con antelación a 
la elección ni siquiera para verificar los promedios de las calificaciones de los aspi-
rantes a titulares de órganos judiciales, se puede inferir que tampoco existieron 
filtros para verificar la ética y la integridad de las personas aspirantes. Este este 
hecho demuestra que una gran cantidad de candidatos no tenían una conducta recta 
ni de probidad, pues a pesar de saber que no contaban con los requisitos mínimos 
de forma exigidos por la ley, no solo se registraron, sino que fueron aprobados por 
las comisiones que constituían los filtros para posibilitar el tener acceso a las candi-
daturas; pero ahí no terminó la cadena de eventos, pues, en realidad, el desenlace 
derivó en su reconocimiento como ganadores y ganadoras de las elecciones.
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Frónesis

En la vida institucional de la justicia en México se ha velado para que los imparti-
dores de justicia puedan contar con el perfil deseable a su encomienda, con la 
finalidad de hacer frente a factores exógenos que puedan trastocar su juicio y, por 
ende, la impartición de la justicia, con las implicaciones que conllevan. 

En tal sentido, se ha privilegiado la carrera judicial como aspecto toral en la 
formación teórica, analítica y conductual del impartidor de justicia, ya sea juez o 
magistrado —así como sus subordinados—; por lo tanto, desde el ingreso, perma-
nencia y promoción del personal relacionado con la vida de los juzgados se procura 
la toma de conciencia de la labor trascendental en la relación justicia y vida social.

De acuerdo con Saldaña (2019), mediante la profesionalización del servidor 
jurídico se busca garantizar personas idóneas que cuenten con los elementos del 
derecho y la ciencia jurídica, apoyándose de otras ciencias para la atención de los 
conflictos sometidos a la vía jurisdiccional, además de ser la probidad respectiva que 
permita ser un ejemplo del juez para los ciudadanos.

De igual manera, la profesionalización —concebida más allá de la actualización 
de conocimientos—, como una forma de vida que permite compartir e introyectar 
conocimiento que se va generando día a día por diversas ciencias que procuran 
entender el comportamiento humano y la vida social, hace del juzgador un ele-
mento toral para la convivencia social, mediante su labor de impartir justicia.

Cabe mencionar que dicha capacitación se inicia desde las escuelas de derecho 
y, de manera concreta, en los programas de capacitación que se llevan a cabo tanto 
en el Poder Judicial federal como en los poderes judiciales estatales, mismos que 
mediante la carrera judicial habían establecido bases y lineamientos que posibili-
taban de manera objetiva y transparente la participación de personal capacitado 
para ocupar puestos fundamentales, como el de juez, magistrado e, incluso, en la 
más alta esfera: ministro, para que respondieran a las exigencias de las dinámicas 
conflictivas sociales y del bagaje científico desarrollado por la ciencia del derecho; 
no obstante, la capacitación hacia él, o la profesional de impartición de justicia que 
se venía realizando en nuestro país, ha presentado situaciones de duda desde el 
ejecutivo federal, lo que ha puesto en entredicho la actuación del juzgador susci-
tando desconcierto, molestia e, incluso, repudio por posibles actos de corrupción 
—que por cierto, solo fueron reseñados sin datos cuantitativos y probatorios que 
permitieran evidenciar una visión sustentada de la corrupción atribuida de forma 
genérica—, entendida por Nathaniel Leff (1964, citado en inegi, 2016) como: “un 
conjunto de normas y prácticas extralegales que son usadas por individuos y grupos 
para ganar influencia en las acciones de la burocracia”. De esta definición podemos 
comprender entonces que la corrupción se refiere a actividades fuera de la ley para 
ser favorecidos por actos del Estado. 
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En lo que respecta a la corrupción judicial, y entre las causas en las que han 
coincidido estudiosos del tema, está la falta de independencia que se puede observar 
de dos formas según Carbonell (2019, p. 6): “una externa, respecto de los principales 
actores sociales y políticos; e interna, que hace que los jueces inferiores sigan las 
“instrucciones” y protejan los intereses de los jueces superiores”.

Por lo tanto, según Simental (2019), en la actuación del juzgador es necesario 
la transparencia como elemento ético, ya que esta permite transparentar la 
actuación de los actores judiciales en beneficio de la ciudadanía.

En el contexto narrativo de la corrupción, nepotismo y daño que se hecho a la 
sociedad desde el Poder Judicial federal, a propuesta del Ejecutivo federal se reformó 
en 2024, como se reseñó en páginas anteriores, por lo que la ciudadanía tiene ante 
sí el ejercicio de la elección de jueces o magistrados, que en el imaginario social se 
apela a la elección de los mejores perfiles y donde resulta relevante la cuestión ética 
de los que aspiran a ocupar dichas encomiendas y permitir dignificar la vida de los 
tribunales, sin que se advierta algún elemento de trascendencia para considerar que 
se elegirán los mejores perfiles. 

El perfil del nuevo juzgador deberá, entre otras situaciones, considerar o 
repensar la frónesis o sabiduría práctica y la integridad judicial como elementos 
deseables en el perfil del juzgador. 

Si se toma en consideración a Aguilera (2019, p. 66), la frónesis o sabiduría 
práctica es: “la capacidad de reconocer los requerimientos que las situaciones 
imponen al comportamiento […] en la habilidad de detectar las distintas razones 
que por la acción se da en cada caso concreto”. Lo anterior exige que el juez tenga 
apertura mediante la flexibilidad cognitiva de la incorporación de diversos datos, 
aún en casos parecidos, para facilitar el conceptualizar más allá de la propia norma 
jurídica los elementos no tangibles que pueden estar involucrados en algún deter-
minado hecho o controversia por resolver, con la finalidad de procurar el mínimo de 
error, ya que lo que está en juego es la vida de las personas, así como el cuidado del 
tejido social; de no ser así, podría ser el actor que permita escaladas de conflicto con 
desenlaces de violencia, poniendo en duda la actuación de la institución judicial.

En la toma racional de la decisión del juzgador se puede aludir a la siguiente 
interrogante: ¿puede verse afectada la toma de decisión ética del juzgador por 
cuestiones emocionales?

El ser humano presenta la interrelación entre pensamiento, emoción y compor-
tamiento, por lo que las determinaciones y acciones en su toma de decisión están 
permeadas de esta situación. Por tanto, es recomendable que el juzgador conozca 
sus emociones y cómo éstas pueden influir al momento del análisis, disertación y 
resolución de los casos que se le presentan, con la finalidad de lograr la objetividad 
en las resoluciones que dicta.

Por otra parte, el juzgador se enfrenta cotidianamente al modelo conceptual y 
emocional que le presentan los ciudadanos, resaltando, en muchos casos, aspectos 
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de desesperación, odio, a la vez que de esperanza y de deseo de que el juzgador 
pueda, de manera sabia, identificar la verdad de la vida, que puede estar detrás de 
la verdad legal. En este contexto, la verdad legal, enfocada a lo establecido por los 
códigos, puede, en muchas ocasiones, estar distante de la verdad de la vida, o bien, 
oculta por la astucia del litigante, que procura establecer la duda razonable en el 
juzgador, a la par de la descalificación de los argumentos de la parte opositora, 
donde se encuentra una lucha por la posesión de la narrativa en los juzgados. Ante 
tal situación, el juzgador tendrá que considerar que el dominio de una u otra “no 
reparan los lazos rotos ni atenúan el trauma de la violencia. Por el contrario, las 
narrativas de los juzgados son reduccionistas, acusatorias y generadoras de con-
flicto” (Cobb, 2016, p. 48). 

Cabe mencionar que la actuación del juzgador no se limita solamente a mirar 
la ley, sino también a identificar en las narrativas las implicaciones emocionales, la 
inclusión y exclusión de la realidad que se le presenta, así como a modelar conductas 
de una persona sabia, con la intención de construir ciudadanos responsables en los 
conflictos o delitos que se le presentan.

Kristján Kristjánsson (2023, pp. 437-456), al emplear lenguaje psicológico, 
plantea que la phronēsis “es una capacidad metacognitiva […] puede que exista otro 
concepto psicológico reciente más relevante: las meta emociones”.

En este mismo orden de ideas, Kristján Kristjánsson señala que es necesario 
educar en las emociones involucradas en la phronēsis desde etapas iniciales del ser 
humano y, en este caso concreto, desde las universidades, con la intención de 
aspirar a contar con personas fronéticas que, independientemente del rol que 
jueguen en la estructura de la justicia, puedan visualizar decisiones que favorezcan, 
en el más amplio sentido, a los ciudadanos y la sociedad.

En la función no solo del juzgador sino de sus subordinados se tendrá que 
continuar con la capacitación y atención de las situaciones emocionales que puedan 
elevar su sabiduría, ya que, en lo cotidiano, hace frente a la conflictividad humana 
e, incluso, la maldad.

Dicha sabiduría puede posibilitar el estar atentos a las trampas emocionales 
que pueden estigmatizar a las personas e, incluso, al propio juzgador, y que pueden 
llevar a situaciones de deshumanización o asimetrías; la primera se apela desde los 
tiempos de Aristóteles a que las personas puedan en su vida cotidiana procurar 
decisiones que logren dimensionar puntos medios o favorables a ciudadanos.

Integridad judicial

Paralelamente a la cualidad de la frónesis o sabiduría práctica, se considera que el 
juzgador debe contar con integridad judicial, ambas como virtudes básicas inhe-
rentes al juzgador. 
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Con relación al elemento de la integridad judicial, se ha considerado por el 
sector jurídico que el juzgador debe ser una persona íntegra, no solamente en 
cuanto a su persona, sino también en el respeto de la investidura judicial y a los 
ordenamientos jurídicos, circunstancias que lo hacen una persona distinta al común 
de los ciudadanos: investido de un conocimiento propio y amplio de las dinámicas 
sociales, así como del comportamiento humano implícito en la norma jurídica por 
él atendida.

Para este caso, es necesario retomar la concepción de integridad que señala 
Juan Mendoza (2006, párr. 13): “como esa voluntaria y estricta sujeción a valores, a 
normas de conducta recta y honesta, compatibles con la verdadera calidad humana”. 
Derivado de lo anterior, la integridad judicial implica que los servidores judiciales se 
comporten recta y honestamente, apegados a virtudes humanas. 

Para apoyar el desarrollo de la integridad judicial se han propuesto estrategias 
que van desde códigos de ética hasta redes mundiales que buscan desarrollar y 
fortalecer los principios de Bangalore1 (Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito) (onudd, 2019) sobre la conducta judicial, donde se procura hacer 
frente a situaciones que dañan la justicia, como la corrupción.

Como se sabe, la corrupción perjudica a la sociedad y a las personas, ya que se 
realizan conductas de manera oculta y clandestina contrarias a la ley, lo que genera 
situaciones de desigualdad entre los seres humanos, por lo que los mecanismos de 
transparencia y rendición de cuentas son primordiales (Contreras, 2022). 

En concordancia con Contreras (2022), se infiere que se necesitan instituciones 
sólidas de transparencia y rendición de cuentas, con personal ético y probo, que 
respeten la integridad judicial por bien propio y el de los otros.

Para abatir la maldad que se expone en la corrupción se ha recurrido a códigos 
de conductas que parecen no ser suficientes y, por tanto, el reto es mayor para el 
nuevo juzgador, quien tendrá que ser consciente de la responsabilidad que implica 
la voluntad que los ciudadanos depositan en él al momento de elegirlo, ya que no 
solo se prefiere a una persona sino a un símbolo de respeto, admiración y esperanza. 
Jorge García (s./f.) coincide en que su encargo (del juzgador) no se limita a juzgar 
correctamente, sino que su conducta debe ser honorable para ser un ejemplo dentro 
de su entorno social. Por tanto, se deben hacer esfuerzos para que el juez pueda no 
solo ser legal, sino legítimo, con la intención de que los ciudadanos puedan percibir 
con claridad la justicia en los asuntos que le han conferido (al juez); deberá demostrar 
que es una fuente creíble de justicia.

De acuerdo con el principio de integridad como elemento fundamental, el juez 
tiene que cerciorarse de que su conducta sea irreprochable, pues su actuar debe 
impactar en la confianza de la sociedad, como lo señalan los principios de Bangalore 

1   Código ético internacional que establece seis valores fundamentales para la conducta judicial: indepen-
dencia, imparcialidad, integridad, corrección, igualdad y competencia/diligencia. 
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(Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito) (onudd 2019). En ese 
sentido, en México se ha avanzado en transparentar la actuación del juez al imple-
mentar la justicia oral, lo que permite la intermediación visible del juzgador, de los 
ciudadanos y la atención que se brinda en el proceso. 

Además, en cómo se imparte justicia, el juez tiene el reto de considerar lo ya 
establecido por los precedentes, corregir lo necesario y sentar nuevas líneas de 
razonamiento para atender la raíz de los conflictos y prever futuros, visualizando 
dicho razonamiento en las sentencias que dictará y dejará plasmadas para el obser-
vador razonable.

Al respecto de la integridad, Farrell (2005) considera que debe entenderse como 
virtud moral y como la exigencia de un comportamiento constante, que deberá 
tener en cuenta los precedentes de los juzgadores, analizar si existieron errores y 
corregirlos, así como sentar nuevos precedentes, tener la capacidad de dilucidar lo 
correcto e incorrecto para favorecer no solo al derecho, sino a la justicia, ya que esta 
no necesariamente está siempre contenida en la norma.

La integridad judicial que respeta la ley involucra principios rectores de con-
ducta y valores que invitan a proteger la independencia, imparcialidad, integridad, 
corrección, igualdad, competencia, honestidad, objetividad, profesionalismo, exce-
lencia, los cuales deberán ser introyectados y ser parte de la filosofía y del actuar 
cotidiano del impartidor de justicia (Poder Judicial del Estado de México, 2005). Por 
lo tanto, el reto del nuevo juzgador electo por los ciudadanos y por los servidores 
judiciales a su mando deberá atender el fantasma de la imagen corrupta del funcio-
nario judicial y mostrar, sin duda alguna, un modelo de persona que pueda ser guía 
para los ciudadanos. 

Efecto Chum

Lo toral para efectos de este capítulo es la forma de conducirse de los nuevos juz-
gadores y del personal judicial subordinado (que no será nuevo), pues ellos traba-
jarán bajo el nuevo paradigma constitucional y legal del Poder Judicial, ya que este 
ámbito gubernamental actualmente labora bajo principios y sustentos jurídicos 
completamente diversos a los que fijaban su actuar con anterioridad a la reforma, 
lo que posibilita la mutación de conducta de ambos tipos de servidores públicos y, 
aunque el objeto del presente análisis radica en la función pública, es insoslayable 
que en el ámbito privado se materializan algunas cuestiones análogas. 

Como ejemplo de lo anterior —en el ámbito privado que es donde surgió el 
efecto Chum—, se ve afectada la eficacia de las actividades privadas por circuns-
tancias negativas que propician un mal desempeño en las funciones, en virtud del 
acceso a los trabajos, sin contar necesariamente con los perfiles idóneos, como 
posiblemente suceda con los nuevos juzgadores. 
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Si bien el término efecto Chum es más utilizado en el medio de los negocios, 
marketing y telecomunicaciones para referirse a la tasa de abandono de los clientes, 
lo cierto es que, al ser un concepto desarrollado dentro del análisis de datos y de 
estrategia de retención de usuarios, se empleará en la observación y en la gestión 
de la autoridad ante la atención del crecimiento de índices de cifra negra.

En el entorno de la administración pública y de la gestión de la aptitud humana, 
la idea del efecto Chum, aplicado a la rotación del personal, sigue principios simi-
lares a los del chum rate, aunque su uso en este ámbito es menos común.

El término Chum se popularizó en estudios de mercado y gestión empresarial 
en las décadas de 1990 y 2000, especialmente en empresas de servicios de sus-
cripción, como telecomunicaciones y software; sin embargo, no hay una persona 
específica a la que se le atribuya su creación.

El efecto Chum, aprovechado en el campo administrativo-gubernamental, se 
refiere a la práctica mediante la cual el acceso a cargos públicos se otorga en función 
de vínculos personales o compromisos adquiridos, en lugar de la capacidad o mérito 
profesional, lo que conduce a la ausencia de eficiencia, la transparencia y legitimidad 
del aparato estatal. 

En el ámbito gubernamental, el efecto Chum expone elementos diversos a la 
capacidad, como los compromisos adquiridos, el amiguismo, entre otros, a los que 
se les otorga preponderancia para permitir el acceso al desempeño de funciones 
públicas, lo que en realidad se traduce en presupuestos de desvalorización que a la 
postre tienen resultados negativos, en virtud de que las actividades públicas no son 
ejercidas por las personas mejor preparadas, como lo señala Lindor (2019, p. 102): 
“Los principios de mérito y justicia son opuestos al efecto Chum como nuevo con-
cepto para explicar la pérdida de valoración de la calificación por idoneidad en 
oposición al amiguismo, el cual afecta el desempeño eficiente, la credibilidad y la 
igualdad de oportunidades en la función pública”.

Al crear estrategias en la administración pública para una mejor atención al 
usuario resulta relevante un estudio que sustente la selección de personal, la capa-
citación y el servicio civil o judicial de carrera, este último muy cuestionado especí-
ficamente en la gran reforma judicial de 2024 —por cierto, muy desaseada—, ya que 
esta contiene un ejemplo, por demás ilustrativo, donde se resta importancia a la 
capacidad, ya que la subordina a una elección popular, en la que se soslaya la ido-
neidad, los méritos profesionales, pero, de forma trascedente, la experiencia en la 
operación del sistema judicial.

La axiología, de manera abstracta, debe estar presente en el buen ejercicio de 
la administración gubernamental, así como lo establece el Programa Rector de 
Profesionalización (prp) del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública (sesnsp), que se encuentra reglamentado en la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública (lsnsp), que regula los procesos de selección de 
aspirantes, la permanencia, el desarrollo y la promoción, en donde se establece la 
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capacitación en todos los niveles. Una vez que la selección pasa por un procedi-
miento minucioso —al menos así lo establece la normatividad— y acredita el control 
de confianza, comienza la capacitación, para dar paso al certificado en atención al 
usuario. Hasta ese momento es ideal el proceso, la pregunta es: ¿en qué momento 
se pierde la confianza y llegamos al crecimiento de la cifra negra?

Las estadísticas ayudan a tomar decisiones correctas; los instrumentos de 
evaluación y rendición de cuentas son esenciales para reestructurar con ética la 
profesionalización en el servicio público y, en el caso que nos ocupa, en el servicio 
judicial los instrumentos legales de estos procesos existen. 

Principios del Programa Rector de Profesionalización

La ética pública es un término siempre presente en la selección de personal y en el 
servicio civil de carrera, aunque en la política y en las funciones de elección popular 
debiera ser una realidad, pero no lo es, por lo que ahí comienza la destrucción del 
deber ser. Cuando Ortega y Gasset (1996) reflexiona sobre la moral, la responsabi-
lidad y la función del individuo, en su obra la Rebelión de las masas, plantea la 
diferencia entre el hombre-masa y el hombre-selecto. Al respecto, dice que 
mientras el primero actúa sin reflexión y con falta de compromiso ético, el segundo 
es consciente de sus responsabilidades y busca la excelencia en sus funciones; 
como consecuencia, el servidor público del sistema de justicia, al haber sido elegido 
—en un proceso de selección individual—, debería atender, mínimo, los principios 
del prp, que organiza la profesionalización de los encargados del sistema de segu-
ridad pública, procuración de justicia y sistema penitenciario; es decir, policías, 
ministerios públicos, asesores legales, peritos y custodios.

Aunque los principios del Programa Rector de Profesionalización (Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 2025) establecen un plan de 
profesionalización de las y los integrantes de las instituciones de seguridad pública, 
procuración de justicia y sistema penitenciario, deberían ser observados por el 
personal de administración de justicia, con independencia de lo que establezca la 
normatividad dirigida a ellos; de estos principios, destaca el de profesionalización, 
que es tendiente a desplegar las competencias, capacidades y habilidades de los 
servidores públicos; así como el de integralidad, que tiene como finalidad un apren-
dizaje trascendente en aspectos éticos, mentales y de comportamiento. 

Desde esta perspectiva, el código de ética de las personas servidoras públicas 
del Gobierno federal, que se encuentra en la página oficial del Gobierno de México 
(s./f.), y la filosofía de Ortega y Gasset, convergen en intereses del Gobierno federal, 
basados en los siguientes estándares:
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1.	 Vocación de servicio. Un funcionario debe actuar con compromiso hacia el 
bienestar común, no por interés personal.

2.	 Responsabilidad individual y social. Cada decisión tiene consecuencias para 
la sociedad, por lo que debe tomarse con prudencia y ética.

3.	 Excelencia y preparación. Ortega y Gasset (1996) defiende la necesidad de que 
cada persona desempeñe su función con profesionalismo y conocimiento.

Parece una pugna existente entre la profesionalización, la ética y la administración 
pública lo que impide la calidad del servicio público, pues si bien los individuos encar-
gados de la gestión pública tienen la obligación de la capacitación, la permanencia en 
razón de esa actualización y la especialidad para el crecimiento como profesional y 
como persona, también es cierto que las condiciones laborales son un impedimento 
en el deber ser de este desarrollo y crecimiento profesional, circunstancia que se 
había entendido en el servicio judicial de carrera y que ahora, con la reforma, queda 
en incertidumbre si será aún relevante o se olvidará.

La Encuesta Nacional de Confianza en la Administración Pública (encoap) del 
inegi inicia a partir de una invitación de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (ocde), con la finalidad de medir la confianza en las institu-
ciones de la administración pública, reflejada en la gobernanza; esta mide a las per-
sonas, a los servidores públicos y también a las propias instituciones, su capacidad 
de respuesta, confiabilidad, apertura e imparcialidad, es decir, la calidad del servicio 
y el nivel de satisfacción. 30 países miembros de la ocde realizan este tipo de 
medición. De América Latina y el Caribe son: México, Costa Rica, Chile y Colombia.

En las representaciones cuantitativas, el inegi (2023) presenta que la confianza 
de mayores de 18 años en organizaciones internacionales es alta o moderadamente 
alta; un ejemplo en lo doméstico es la Guardia Nacional, con una medición de 59.9% 
y 58.1 %. Sería importante realizar este ejercicio de medición posterior a septiembre 
de 2025, pues fue el mes en que entraron en funciones los juzgadores que fueron 
electos de acuerdo a la reforma de septiembre de 2024.

Impacto en la profesionalización

Al aceptar que la reforma al Poder Judicial de septiembre de 2024 estableció un 
nuevo paradigma jurídico en su sistema organizacional y de labores, resulta pro-
bable una alteración en la conducta de los servidores judiciales, al considerar, por 
una parte, que los nuevos juzgadores no deben el nombramiento a su experiencia 
ni a la profesionalización, pues en realidad es consecuencia de un triunfo electoral, 
que posibilita que accedan al cargo personajes sin experiencia o sin el perfil profe-
sional suficiente y necesario.
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Por otra parte, los servidores judiciales de base, con la reforma multicomentada, 
se encuentran conscientes de que actualmente sus ascensos, por lo menos hasta el 
último escalafón de la cadena jerárquica —que sería la titularidad del órgano juris-
diccional (jueces, magistrados o ministros)—, ya no dependen de su conocimiento 
en la praxis judicial ni de su preparación profesional, por lo que los horarios y la 
inestabilidad laboral, derivados de la reforma a la organización judicial, pueden 
desincentivar la capacitación y el desarrollo profesional, ya que los funcionarios muy 
probablemente ya no verán un futuro a largo plazo en esta actividad, lo que se vería 
reflejado en la reducción de la eficiencia y la calidad del servicio, aunado a que si a 
lo anterior se adicionan circunstancias de amiguismo y nepotismo el problema 
pudiera agudizarse. 

En este sentido, el pensamiento de Ortega y Gasset (1996), al respecto de la 
función pública, se traduce en la idea de que el servidor público debe estar pre-
parado y consciente de su deber ético para actuar en beneficio de la sociedad.

	– El servidor público debe ser un “hombre selecto”, es decir, alguien que asume 
con seriedad su labor y que busca el bien común.

	– Debe evitar la mediocridad y la corrupción, actuando con ética y transparencia.
	– Tiene la responsabilidad de estar preparado y actualizado, ya que el descono-

cimiento puede llevar a decisiones erróneas o injustas.

En la obra Misión de la Universidad se enfatiza la importancia de la educación y la 
formación para quienes ocupan posiciones de poder.

Derivado de lo anterior, el deber ser del servidor público es actuar con con-
ciencia, responsabilidad y un firme compromiso con la sociedad, máxime si tiene a 
su cargo altas funciones, como la de juzgar. 

Valoración de la integridad del servidor público

En el mismo orden de ideas, el actuar de los servidores públicos judiciales, a la luz 
de la reforma constitucional y legal del diseño del Poder Judicial, puede modifi-
carse, ya que se estima que si los servidores públicos perciben que su permanencia 
depende de relaciones políticas o decisiones arbitrarias, en lugar de que obedezcan 
al mérito y a la ética, puede erosionarse la confianza en las instituciones, lo que es 
aplicable en este momento en el Poder Judicial federal; con la reforma, el mérito y 
la ética pueden ser elementos de segunda, toda vez que para acceder a la titula-
ridad de los órganos jurisdiccionales podrán ser electas personas que no hayan 
hecho una carrera dentro del servicio judicial.

La constante entrada y salida de funcionarios puede propiciar un entorno donde 
la corrupción y la falta de compromiso con la ética pública sean más frecuentes, ya 
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que los incentivos para actuar con integridad disminuyen cuando no hay estabilidad. 
En cambio, si se aplican mecanismos de evaluación justa y transparente para la 
permanencia y ascenso en los cargos judiciales, se fortalece la percepción de inte-
gridad y confianza en la función pública, por los propios servidores públicos y por 
la ciudadanía.

Por el contrario, la falta de mecanismos de evaluación origina poca preparación 
profesional, fallas por inexperiencia o la falta del perfil profesional idóneo para 
cargos de toma de decisiones, lo que da como resultado la ineficacia en la prestación 
del servicio público y una incidencia de quejas contra servidores públicos. 

La Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública (lspcap), 
que se expuso en el Diario Oficial de la Federación en 2003, fue en búsqueda del 
desarrollo democrático, con la finalidad de generar certidumbre y continuidad en la 
generación y en el desarrollo de las políticas públicas, así como de proporcionar 
respeto a las garantías laborales del servidor público. La encoap no refleja la supe-
ración en el desarrollo democrático, por el contrario, con base en la organización civil 
México Evalúa (2024), el nivel de impunidad en México durante 2023 fue de 90%; 
asimismo, dicha organización civil reveló que en el país, a finales de 2024, el rango de 
impunidad fue de 90%, y que solo siete de cada 100 casos llegó a las fiscalías esta-
tales, lo que muestra la medida de eficacia del servicio público, que a su vez tiene 
como resultado la confianza o no de la sociedad en los servidores públicos.

Ante estos datos, también se interpreta que la profesionalización en el servicio 
público pierde su eficiencia, dado que el ciudadano deja de confiar en que el ser-
vidor público dará la atención oportuna, eficiente y, en el peor de los casos, será 
víctima de un acto de corrupción.

Se debe apuntar que para que exista la corrupción se necesitan dos partes: quien 
solicita algún tipo de remuneración —por sí o a través de un tercero— para hacer lo 
estipulado por la ley; o bien, dejar de hacer o soslayar un requisito necesario. También 
se puede dar el caso de que se ofrezca algún estipendio al servidor público a cambio 
de omitir algún requisito o eximir de alguna obligación.

El expresidente Enrique Peña Nieto, en ejercicio de su mandato en 2014, dijo 
que la corrupción es un asunto de orden cultural; en este mismo orden de ideas, al 
exgobernador del Estado de México Carlos Hank González (periodo 1969-1975) se 
le atribuye la frase: “Un político pobre es un pobre político”, bajo el esquema de 
que para ser político hay que justificar la corrupción faltando a la ética, para 
defender la forma de las condiciones de vida y los privilegios de quien se encuentra 
en un cargo público.
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El efecto Chum y la valoración  
de la integridad del servidor público

Con la reforma al Poder Judicial se deja a un lado la carrera de los servicios públicos 
judiciales, pues para ser titular de los órganos jurisdiccionales ahora se requiere 
ganar una elección, lo que seguramente incidirá en la forma en que los trabajadores 
de este Poder se conduzcan. 

Asimismo, en otros ámbitos gubernamentales, a pesar de que también existe 
normatividad referente al servicio civil de carrera y a la regulación de la profesiona-
lización, se puede advertir la continua práctica de la meritocracia, ajena a la profe-
sionalización, es decir, otorgando más valor al mérito personal en aspectos alejados 
a la preparación, como la lealtad, el trabajo de partido o el franco amiguismo para 
tener un nombramiento para la comisión de un cargo con alto grado de responsa-
bilidad y de toma de decisiones, donde se le resta importancia al perfil profesional 
adecuado, a la actualización y a la continua capacitación en un régimen de transpa-
rencia y rendición de cuentas, lo que se vincula a lo que se considera el efecto Chum, 
en el sentido de que la falta de estas virtudes tendrá como resultado el aumento al 
abandono del usuario y al servicio público, lo que tendrá como consecuencia la 
impunidad, al no hacerse uso del sistema judicial. 

Entonces, se puede apreciar que el servidor público, en estas circunstancias, 
adolece de los principios axiológicos de justicia, honorabilidad y ética, sin embargo, 
no se puede ni se debe considerar que la totalidad de los servidores públicos tienen 
estas características; pero también hay que considerar que queda afectada la cre-
dibilidad que se requiere para el buen funcionamiento de la gobernanza. 

A pesar de que se advierte que los servidores judiciales desarrollaron una 
carrera más seria, en la que se destacó su profesionalización para tener acceso a 
ascensos laborales (lo que redundó en la ética de su comportamiento), es posible 
advertir que abandonaron difundir las virtudes de los servidores judiciales, lo que 
resultó que cuando existió la oportunidad de cambiar ese statu quo —mediante la 
reforma judicial de 2024— ello se realizó de forma muy sencilla, al destacar los 
defectos del sistema judicial ante la opinión pública y dejar de lado las cualidades 
que se desconocían. Como resultado de lo anterior, la sociedad no está enterada de 
las bondades de la carrera judicial.

En resumen, se puede válidamente afirmar que el efecto Chum en el sector 
público perjudica la profesionalización y la valoración de la integridad del ser-
vidor público al generar incertidumbre, desincentivar la especialización y ero-
sionar la ética, porque le da mayor importancia a cuestiones ajenas a la capacitación 
y a la ética para lograr ascensos y mejoras en el servicio público. Para mitigar estos 
efectos es clave revalorizar y reforzar las políticas de estabilidad y de ascenso 
laboral, con la finalidad de materializar el servicio de carrera en el servicio público.
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Reflexiones finales

La profesionalización implica en el juzgador un elemento toral para la convivencia 
social, al impartir justicia de forma correcta. Derivado del cambio en la forma de 
acceso a los más altos espacios en el Poder Judicial —que se constituyen en la titu-
laridad de los órganos jurisdiccionales, lo que deja atrás la carrera judicial para dar 
paso a la forma de elección por voto—, actualmente se encuentra en incógnita la 
forma en que se conducirán tanto los nuevos juzgadores como el personal bajo su 
cargo, en lo que respecta a temas de profesionalización, probidad de conducta y 
constancia de los servidores judiciales; sin embargo, derivado de este cambio, se 
puede advertir la posibilidad de un cambio de comportamiento en los servidores 
judiciales.

Con independencia de lo atinado o destinado de la reforma judicial, no se 
advierten elementos para considerar que la elección por voto popular de los juzga-
dores tenga como resultado la designación de personas íntegras, con los mejores 
perfiles y con valores éticos para el ejercicio de la función, pues, como pudimos 
apreciar, la normativa no establece filtros para ese propósito y los filtros previstos 
ni siquiera han funcionado para los propósitos del diseño original de la reforma. 

La frónesis implica una vinculación entre la función cognitiva, el aspecto emo-
cional y las decisiones que muy probablemente se encuentran desarrolladas con la 
experiencia; sin embargo, en el caso de los juzgadores que no tengan una experiencia 
previa en el servicio judicial, existe la posibilidad de que las decisiones se pueden ver 
afectadas por adolecer de práctica judicial anterior, por lo que es ineludible reforzar 
la capacitación para disminuir las secuelas de la inexistencia de praxis judicial.

La integridad no solo implica una conducta legal, sino además legitimidad sus-
tentada en independencia, imparcialidad, objetividad, profesionalismo, entre otras 
cualidades, lo que representa un desafío en la conducta del nuevo Poder Judicial, 
derivado de la nueva forma de acceso a la titularidad de los órganos jurisdiccionales.

El efecto Chum también se advierte en el servicio público y ahora con mayor riesgo 
de materializarse en el Poder Judicial, ya que en adelante se ignorará la profesionali-
zación, el mérito y la ética, y se sustituirá por una elección del pueblo, que, en su 
mayoría, desconoce a fondo el funcionamiento del Poder Judicial; como consecuencia, 
no se tomará en cuenta la necesidad de que los servidores judiciales tengan perfiles 
experimentados, preparados y con méritos profesionales, por lo que probablemente 
esto incidirá en el buen o mal funcionamiento de la administración de justicia. 

Un elemento que podría servir como termómetro para medir la eficacia del 
nuevo Poder Judicial es realizar ejercicios, como la Encuesta Nacional de Confianza 
en la Administración Pública (encoap) de inegi, para verificar el funcionamiento y 
la percepción del ciudadano respecto al funcionamiento del nuevo diseño del 
aparato judicial. 
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Posiblemente el mayor incentivo para la preparación, rectitud de conducta y 
perseverancia de los servidores judiciales lo constituía la posibilidad de concursar 
y, en su caso, acceder a la titularidad de un órgano jurisdiccional en el momento 
clímax de su trayectoria como servidor público, mediante un ejercicio de carrera 
judicial, que desapareció de un plumazo con la aparición de la elección popular de 
los titulares de los órganos jurisdiccionales, lo que seguramente tendrá como con-
secuencia una mutación en la conducta de los integrantes del Poder Judicial. 

A pesar de lo expuesto en este capítulo, es muy temprano para establecer de 
forma tajante si habrá un cambio positivo o negativo en la conducta de los servi-
dores públicos integrantes del Poder Judicial, tanto los de base como los nuevos 
titulares de los órganos judiciales electos por voto popular, ya que, de realizarse este 
cambio, solo se podrá observar hasta que transcurra por lo menos un año a partir 
de la operación plena del nuevo sistema judicial. 
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El libro reúne planteamientos que analizan los principios
que deben orientar la actuación de las instituciones en 
sociedades complejas. Desde una perspectiva inter-
disciplinaria, la obra vincula ética, derechos humanos, 
derecho constitucional, medio ambiente, economía y 
administración pública para examinar los desafíos que 
enfrenta la construcción de organizaciones íntegras,
eficientes y socialmente responsables.

Aborda la reforma al Poder Judicial federal y sus 
implicaciones éticas y constitucionales; la educación 
ambiental y la ética del cuidado en América Latina; 
las dinámicas económicas y sus riesgos éticos; 
las violencias institucionales contra las mujeres; 
así como la administración pública y la relación entre 
ética y corrupción en el nuevo Poder Judicial mexicano.

Más que ofrecer respuestas definitivas, este volumen 
propone elementos para la reflexión crítica sobre las 
prácticas institucionales y sus consecuencias. En sus 
páginas, la integridad se plantea como una construcción 
cotidiana sustentada en la dignidad humana, los dere-
chos, la responsabilidad pública, la justicia social y la 
relación armónica con el entorno para que las institucio-
nes puedan convertirse en motores de sociedades más 
justas, pacíficas y sustentables.




